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SUMARIO 

El presente informe contiene el análisis integral de la implementación de las recomendaciones que le 

fueron formuladas a la República de Panamá  en el informe de la Segunda Ronda en relación con los 

párrafos 5º y 8º del artículo III de la Convención Interamericana contra la Corrupción que se refieren, 

respectivamente, a los sistemas para la contratación de funcionarios públicos y para la adquisición de 

bienes y servicios por parte del Estado y para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos 

particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción, haciéndose referencia, cuando 

corresponda, a los nuevos desarrollos dados en relación con la implementación de estas 

disposiciones. 

Asimismo, el informe incluye el análisis integral de la implementación en la República de Panamá de 

los párrafos 3 y 12 del artículo III de la Convención relativas, respectivamente, a las medidas 

destinadas a crear, mantener y fortalecer instrucciones al personal de las entidades públicas, que 

aseguren la adecuada comprensión de sus responsabilidades y las normas éticas que rigen sus 

actividades, así como el estudio de otras medidas de prevención que tomen en cuenta la relación entre 

una remuneración equitativa y la probidad en el servicio público, que fueron seleccionados por el 

Comité de Expertos del MESICIC para la Quinta Ronda.  

Los análisis se efectuaron dentro del marco de la Convención, el Documento de Buenos Aires, el 

Reglamento del Comité y las metodologías adoptadas por el mismo para la realización de las visitas 

in situ y para la Quinta Ronda, incluidos los criterios allí establecidos para orientar los análisis sobre 

tratamiento igualitario para todos los Estados Parte, equivalencia funcional y el propósito tanto de la 

Convención como del MESICIC de promover, facilitar y fortalecer la cooperación entre los Estados 

en la prevención, detección, sanción y erradicación de la corrupción. 

Para llevar a cabo los análisis, se contó principalmente con la respuesta de la República Panamá al 

cuestionario y la información recabada durante la visita in situ realizada a dicho Estado del 18 al 20 

de octubre de 2016 por parte de los representantes de Bolivia y Guyana en la cual, con el apoyo de la 

Secretaría Técnica del MESICIC, se pudo precisar, aclarar y complementar la información 

suministrada por Panamá, además de escuchar opiniones de organizaciones de la sociedad civil.  

En relación con la implementación de las recomendaciones que le fueron formuladas a la República 

de Panamá en el informe de la Segunda Ronda sobre las que el Comité estimó que requerían atención 

adicional en el informe de la Tercera Ronda, con base en la metodología de la Quinta Ronda y 

teniendo en cuenta la información suministrada en la respuesta al cuestionario y en la visita in situ, el 

Comité definió cuáles de dichas recomendaciones fueron implementadas satisfactoriamente; cuáles 

requieren  atención adicional, cuáles se replantean y cuáles ya no tienen vigencia. 

Específicamente, tratándose de los sistemas para la contratación de servidores públicos, es pertinente 

destacar: la presentación de dos proyectos de ley para modernizar el sistema para la contratación de 

funcionarios públicos. Respecto a los sistemas de contratación pública, cabe destacar: la presentación 

de un proyecto de ley para modernizar el sistema de contratación del gobierno, proponiendo la 

creación de un Tribunal Administrativo para la Carrera Pública, la preparación y actualización de los 

Manuales de Clasificación de Puestos y implementación de evaluaciones de desempeño. Asimismo, 

la nueva legislación sobre la estructura de la Carrera Judicial, que establece los procedimientos de 

selección y nombramiento de personal. 
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Con respecto al sistema de gobierno para la adquisición de bienes y servicios, la propuesta de un 

Proyecto de Ley que sugiere la mejora de la eficiencia y niveles de transparencia en la contratación 

pública de bienes y servicios en el Estado analizado. 

 

Algunas de las recomendaciones formuladas en la Segunda Ronda, que siguen siendo válidas o han 

sido reformuladas, abordan cuestiones tales como el establecimiento de disposiciones que requieren 

específicamente la publicación de Manuales de Clasificación de Puestos para que puedan ser 

consultados por cualquier persona, las entidades excluidas de la aplicación de la Ley número 22 de 

2006, a fin de evitar la fragmentación del sistema general de adquisiciones y asegurar la armonía en 

la gestión de diversos regímenes de adquisiciones, y fortaleciendo el sistema electrónico de 

contratación pública de PanamaCompra para garantizar la transparencia, la divulgación, la equidad y 

la eficiencia exigidos por la Convención en los sistemas de adquisición de bienes y servicios por 

parte del país.  

 

Además, en relación con los nuevos desarrollos en la República de Panamá con respecto a la 

implementación de las disposiciones del Convenio seleccionadas para la Segunda Ronda, el Comité 

formuló recomendaciones, como considerar la adopción de lineamientos basados en criterios 

objetivos a ser utilizados por la autoridad nominadora en la selección de un candidato de la lista 

presentada por la Dirección General de la Carrera Administrativa y en considerar la adopción de 

disposiciones legales que requieran que, al nombrar personal en la carrera administrativa pública, la 

autoridad nominadora haga su selección teniendo en cuenta el orden de los puntajes obtenidos por los 

candidatos. 

 

Para la revisión de las primeras disposiciones seleccionadas para la Quinta Ronda, que se refieren a 

las instrucciones dirigidas al personal gubernamental para asegurar la adecuada comprensión de sus 

responsabilidades y las normas éticas que regulan sus actividades, establecidas en el párrafo 3 del 

Artículo III de la Convención, Panamá seleccionó al personal de la Contraloría General de la 

República (CGR), de la Dirección General de Adquisiciones Públicas (DGCP) y de la Dirección 

General de Carrera Administrativa (DIGECA), ya que el Estado analizado los considera como grupos 

principales que merecen ser revisados, basados en la importancia de sus funciones. 

 

Esta revisión se centró en determinar, con respecto al personal seleccionado, si el Estado analizado ha 

adoptado disposiciones o medidas que aseguren la adecuada comprensión de sus responsabilidades y 

las normas éticas que rigen sus actividades; la manera o las ocasiones en que el personal recibe 

instrucciones; los programas en su lugar; los organismos responsables de ellos; así como los 

resultados objetivos obtenidos en la aplicación de dichas disposiciones y/o medidas, teniendo en 

cuenta las dificultades o las debilidades para alcanzar el objetivo de esta disposición del Convenio. Al 

mismo tiempo, tomó nota de las dificultades y deficiencias en el cumplimiento del objeto de esa 

disposición del Convenio. 

 

Algunas de las recomendaciones formuladas a la República de Panamá, para su consideración, con 

respecto a este tema, son las siguientes: 

 

Con respecto a la CGR, publicar en el sitio Web de la CGR y en cualquier otro medio que se 

considere conveniente información sobre los esfuerzos y programas de capacitación e instrucción que 

se están llevando a cabo por la CGR para dar mayor difusión y publicidad a la implementación y 

resultados de estas actividades. Asimismo, adoptar las medidas necesarias para garantizar que el 

Código de Conducta de la CGR contenga acciones detalladas y específicas en las que los empleados 
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no se involucren, o riesgos de corrupción inherentes al desempeño de sus funciones, así como las 

consecuencias y sanciones por involucrarse en actos de corrupción. 

 

Con respecto a la DGCP, adoptar mecanismos para que la capacitación sea obligatoria para su 

personal, para asegurar la correcta comprensión de las normas éticas que rigen sus actividades 

cuando comienzan a realizarlas, cuando un cambio en sus funciones implica un conjunto diferente de 

normas éticas aplicables, o cuando se hacen cambios a esas reglas. Asimismo, dotar a la DGCP de los 

recursos presupuestarios, tecnológicos y humanos necesarios, dentro de los recursos disponibles, para 

llevar a cabo un programa de formación que garantice que su personal entienda adecuadamente las 

normas éticas que rigen sus actividades. 

 

Con respecto a DIGECA, actualización del Manual del Programa de Inducción de manera regular, 

abordando el cambio de leyes, regulaciones y nuevas cuestiones éticas para garantizar que la 

información siga siendo importante y relevante. Asimismo, adoptar las medidas necesarias para 

garantizar que la capacitación impartida a los funcionarios públicos en la carrera administrativa 

contenga acciones detalladas y específicas en las que los empleados no se involucren, o los riesgos de 

corrupción inherentes al desempeño de sus funciones, así como las consecuencias y sanciones por 

involucrarse en actos de corrupción. 

 

De conformidad con la metodología mencionada, el examen de la segunda disposición seleccionada 

para la Quinta Ronda, tal como se establece en el párrafo 12 del artículo III de la Convención, que se 

refiere al estudio de medidas preventivas que tengan en cuenta la relación entre compensación 

equitativa y probidad en el servicio público, y si se han establecido criterios objetivos y transparentes 

para determinar la remuneración de los servidores públicos, se ha recomendado a la República de 

Panamá que establezca las disposiciones legales necesarias para adoptar una ley de política de 

remuneración que establezca criterios objetivos y transparentes para la compensación equitativa para 

todo el Sector Público. 
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COMITÉ DE EXPERTOS DEL MECANISMO DE SEGUIMIENTO DE LA 

IMPLEMENTACIÓN DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA 

CORRUPCIÓN 

 

INFORME RELATIVO AL SEGUIMIENTO DE LA IMPLEMENTACIÓN EN LA 

REPÚBLICA DE PANAMA DE LAS RECOMENDACIONES FORMULADAS Y LAS 

DISPOSICIONES ANALIZADAS EN LA SEGUNDA RONDA, ASÍ COMO CON 

RESPECTO A LAS DISPOSICIONES DE LA CONVENCIÓN SELECCIONADAS PARA LA 

QUINTA RONDA
1
 

 

 

 

INTRODUCCIÓN  

1. Contenido del informe 

[1] De conformidad con lo acordado por el Comité de Expertos (en adelante “el Comité”) del 

Mecanismo de Seguimiento de la Convención Interamericana contra la Corrupción (en adelante 

“MESICIC”) en su Vigésima Cuarta Reunión
2
, el presente informe se referirá, en primer lugar, al 

seguimiento de la implementación de las recomendaciones formuladas a la República de Panamá en 

el informe de la Segunda Ronda
3 

y sobre las cuales el Comité estimó que se requería atención 

adicional en el informe de la Tercera Ronda
4
. 

[2] En segundo lugar, se referirá, cuando corresponda, a los desarrollos nuevos dados en la 

República de Panamá en relación con las disposiciones de la Convención Interamericana contra la 

Corrupción (en adelante “la Convención”) que fueron seleccionadas para la Segunda Ronda, en 

aspectos tales como marco normativo, desarrollos tecnológicos y resultados, y se procederá a 

formular las observaciones y recomendaciones a que haya lugar.  

[3] En tercer lugar, versará sobre la implementación las disposiciones de la Convención 

Interamericana contra la Corrupción seleccionadas por el Comité para la Quinta Ronda de Análisis. 

Dichas disposiciones están consagradas en el artículo III, párrafos 3 y 12, relativas, respectivamente, 

a las medidas destinadas a establecer, mantener y fortalecer “instrucciones al personal de las 

entidades públicas, que aseguren la adecuada comprensión de sus responsabilidades y las normas 

éticas que rigen sus actividades” y “al estudio de otras medidas de prevención que tomen en cuenta 

la relación entre una remuneración equitativa y la probidad en el servicio público”. 

[4] En cuarto lugar, se hará referencia, en su caso, a las buenas prácticas que la República de Panamá 

deseó voluntariamente dar a conocer con respecto a la implementación de las disposiciones de la 

Convención seleccionadas para la Segunda y la Quinta Rondas. 

                                                           
1 El presente informe fue aprobado por el Comité, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 3, g) y 25 del Reglamento y 

Normas de Procedimiento, en la sesión plenaria celebrada el día 17 de marzo de 2017, en el marco de su Vigésima Octava 

Reunión, la cual tuvo lugar en la sede de la OEA, del 13 al 17 de marzo de 2017. 
2 Véase el Acta de la Vigésima Cuarta Reunión del Comité, disponible en: www.oas.org/juridico/docs/XXIV_acta.doc  
3 Disponible en: http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_pan_sp.pdf   
4 Disponible en: http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_III_inf_pan.pdf  

http://www.oas.org/juridico/docs/XXIV_acta.doc
http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_pan_sp.pdf
http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_III_inf_pan.pdf
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2. Ratificación de la Convención y vinculación con el Mecanismo 

[5] De acuerdo con el registro oficial de la Secretaría General de la OEA, la República de Panamá 

ratificó la Convención Interamericana contra la Corrupción el 20 de julio de 1998 y depositó el 

respectivo instrumento de ratificación el 10 de agosto de 1998.  

[6] Asimismo, la República de Panamá suscribió la Declaración del Mecanismo de Seguimiento de 

la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción el 4 de junio de 2001. 

I. SUMARIO DE LA INFORMACIÓN RECIBIDA 

1. Respuesta de la República de Panamá 

[7] El Comité desea dejar constancia de la colaboración recibida de la República de Panamá en todo 

el proceso de análisis y en especial de la Procuraduría de la Administración y la Autoridad Nacional 

de Transparencia (ANTAI), la cual se hizo evidente, entre otros aspectos, en su respuesta al 

cuestionario y en la disponibilidad que siempre mostró para aclarar o completar el contenido de la 

misma, al igual que en el apoyo para la realización de la visita in situ a la que se hace referencia en el 

párrafo siguiente del presente informe. La República de Panamá envió junto con su respuesta las 

disposiciones y documentos que estimó pertinentes
5
.  

[8] Asimismo, el Comité deja constancia de que la República de Panamá otorgó su anuencia para la 

práctica de la visita in situ de conformidad con lo previsto en la disposición 5 de la Metodología para 

la Realización de las Visitas In Situ
6
, la cual se realizó durante los días 18 a 20 de octubre de 2016, 

por parte de los representantes de Canadá y Colombia en su calidad de integrantes del Subgrupo de 

Análisis, contando para ello con el apoyo de la Secretaría Técnica del MESICIC. La información 

obtenida en dicha visita se incluye en los apartados correspondientes del presente informe y su 

agenda se anexa al mismo, de conformidad con lo previsto en la disposición 34 de la referida 

Metodología. 

[9] El Comité tuvo en cuenta para su análisis la información suministrada por la República de 

Panamá hasta el día 20 de octubre de 2016, así como la que fue aportada y le fue solicitada por la 

Secretaría Técnica y por los integrantes del subgrupo de análisis para el cumplimiento de sus 

funciones, de acuerdo con el Reglamento y Normas de Procedimiento
7
; la Metodología para el 

seguimiento de la implementación de las recomendaciones formuladas y las disposiciones analizadas 

en la Segunda Ronda y para el análisis de las disposiciones de la convención seleccionadas para la 

Quinta Ronda
8
; y la Metodología para la Realización de las Visitas In Situ. 

2. Documentos e información recibidos de organizaciones de la sociedad civil y/o, entre 

otros, de organizaciones del sector privado, asociaciones profesionales, académicos e 

investigadores 

[10] El Comité también recibió, dentro del plazo fijado en el Calendario para la Quinta Ronda, un 

documento de la organización de la sociedad civil Fundación para el Desarrollo de la Libertad 

                                                           
5 Disponible en: http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm  
6 Disponible en: http://www.oas.org/juridico/spanish/met_insitu.pdf  
7 Disponible en: http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_reglamento.pdf   
8 Disponible en: http://www.oas.org/juridico/pdfs/mesicic5_metodologia_sp.pdf 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm
http://www.oas.org/juridico/spanish/met_insitu.pdf
http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_reglamento.pdf
http://www.oas.org/juridico/pdfs/mesicic5_metodologia_sp.pdf
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Ciudadana, que fue remitido por esa organización de conformidad con lo previsto en el artículo 34 b) 

del Reglamento del Comité
9
. 

[11] Asimismo, con ocasión de la práctica de la visita in situ realizada al Estado analizado del 18 al 

20 de octubre de 2016, se recabó información de otras organizaciones de la sociedad civil, 

asociaciones profesionales, académicos e investigadores que fueron invitados a participar en las 

reuniones realizadas con tal fin, de conformidad con lo previsto en la disposición 27 de la 

Metodología para la Realización de las Visitas in Situ, cuyo listado se incluye en la agenda de dicha 

visita que se anexa al presente informe. Esta información se refleja en los apartados correspondientes 

del mismo, en lo que resulta pertinente para sus propósitos. 

II. SEGUIMIENTO DE LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES 

FORMULADAS EN LA SEGUNDA RONDA Y DESARROLLOS NUEVOS EN 

RELACIÓN CON LAS DISPOSICIONES DE LA CONVENCIÓN SELECCIONADAS 

PARA SER ANALIZADAS EN DICHA RONDA 

[12] En primer lugar, el Comité se referirá a los avances, información y desarrollos nuevos dados 

por la República de Panamá en relación con las recomendaciones formuladas y las medidas sugeridas 

por el Comité para su implementación en el informe de la Segunda Ronda
10

 y sobre las cuales el 

Comité estimó que requerían atención adicional en el informe de la Tercera Ronda
11

 y se procederá a 

tomar nota de aquellas que han sido consideradas satisfactoriamente y de aquellas que necesiten 

atención adicional por el Estado analizado y, si es el caso, se referirá a la vigencia de tales 

recomendaciones y medidas y a su replanteamiento o reformulación, de acuerdo con lo previsto en el 

apartado V de la Metodología adoptada por el Comité para la Quinta Ronda. 

[13] En esta sección, el Comité, si corresponde, también tomará nota de las dificultades puestas de 

presente por el Estado analizado para la implementación de las recomendaciones y medidas aludidas 

en el párrafo anterior, así como de la cooperación técnica que haya sido requerida por el Estado con 

tal fin. 

[14] En segundo lugar se hará referencia a los desarrollos nuevos dados por la República de Panamá 

en relación con las disposiciones de la Convención que fueron seleccionadas para la Segunda Ronda, 

en aspectos tales como marco normativo, desarrollos tecnológicos y resultados, y se procederá a 

formular las observaciones y recomendaciones a que haya lugar. 

1.  SISTEMAS PARA LA CONTRATACIÓN DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y PARA LA 

ADQUISICIÓN DE BIENES Y SERVICIOS POR PARTE DEL ESTADO (ARTÍCULO 

III, PÁRRAFO 5 DE LA CONVENCIÓN) 

1.1. SISTEMAS PARA LA CONTRATACIÓN DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS 

1.1.1. Seguimiento de la implementación de la recomendación formulada en la 

Segunda Ronda  

Recomendación 1.1.1: 

                                                           
9 Disponible en: http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm  
10 Disponible en: http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_pan_sp.pdf  
11 Disponible en: http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_III_inf_pan.pdf  

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm
http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_pan_sp.pdf
http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_III_inf_pan.pdf
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Establecer, mantener y fortalecer sistemas para la contratación de funcionarios públicos, cuando 

corresponda, que aseguren la apertura, equidad y eficiencia de dichos sistemas. 

Medida a) sugerida por el Comité que requiere atención adicional en el marco de la Tercera Ronda: 

Modificar el Reglamento de la Ley de Carrera Administrativa a manera de eliminar la posibilidad de 

equivaler años de experiencia en el puesto por años de estudios en el procedimiento especial de 

ingreso a la Carrera Administrativa.  

[15] Con respecto a esta medida, en su respuesta el Estado analizado presenta información y nuevos 

desarrollos. En este sentido, el Comité observa los siguientes como pasos que lo llevan a concluir que 

la medida ha sido considerada satisfactoriamente:  

[16] “Promulgación del Decreto Ejecutivo No. 44 del 11 de abril de 2008
12

, que derogó el artículo 

25 del Decreto Ejecutivo No. 222 del 12 de septiembre de 1997, el cual permitía equiparar los años 

de experiencia en el puesto con años de estudio en la carrera administrativa en el procedimiento 

especial de ingreso. Este artículo sirvió como base para la medida en cuestión en la Segunda 

Ronda
13

. En este sentido, el artículo 34 del Decreto Ejecutivo 44 del 11 de abril de 2008 prevé 

que
14

:” 

[17]  “Artículo 34. Este Decreto Ejecutivo modifica los artículos 2, 4, 5, 11, 15, 23, 24, 26, 34, 35, 

36, 39, 42, 44, 53, 54, 55, 56, 57, 59, 61, 63, 64, 133, 135, 136 y 192; adiciona los artículos 4-A, 12-

A, 19-A, 24-A, 36-A, 160-A y deroga los artículos 25 y 137 del Decreto Ejecutivo 222 de 12 de 

septiembre de 1997”. 

[18] En vista de lo anterior, el Comité toma nota de la consideración satisfactoria por el Estado 

analizado de la medida a), tomando en cuenta que la posibilidad de equiparar años de experiencia en 

el puesto con años de estudio consagrada en el artículo 25 ha sido derogada por el artículo 34 del 

Decreto Ejecutivo 44 del 11 de abril de 2008. 

[19] Adicionalmente, el Estado analizado señaló, tanto en su respuesta al cuestionario como durante 

la visita in situ, un proyecto de ley para la carrera administrativa (proyecto de ley 230/2015)
15 

que le 

fue presentada a la Asamblea Nacional el 12 de agosto de 2015, en el cual se adoptan medidas para la 

modernización del sistema de recursos humanos del país, como requerir que los servidores públicos 

cumplan con los requisitos mínimos de educación y experiencia exigidos en los Manuales de Clases 

Ocupacionales de cada institución. 

Medida b) sugerida por el Comité que requiere atención adicional en el marco de la Tercera Ronda:  
 

Promulgar disposiciones que requieran la publicación del Manual de Clases Ocupacionales, de tal 

manera que cualquier persona pueda consultarlo.  

                                                           
12 Disponible en http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_pan_sp.pdf  
13 Ibid., página 23. El artículo 25 señalaba: En aquellos casos de servidores públicos que no cumplan con los requisitos 

establecidos en el artículo anterior, se les equipararán los años de experiencia en el puesto de trabajo con la educación de 

la siguiente forma..: 
14 Disponible en http://www.oas.org/juridico/PDFs/mesicic5_pan_res_ane_con_fun_4.pdf 
15 Disponible en http://www.asamblea.gob.pa/proyley/2015_P_230.pdf 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_II_inf_pan_sp.pdf
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[20] Con respecto a la medida anterior, en su respuesta el Estado analizado presenta información y 

nuevos desarrollos. En este sentido, el Comité destaca, como un paso que contribuye al avance en la 

implementación de esta medida, lo siguiente
16

:  

[21] “En atención a esta disposición la Dirección General de Carrera Administrativa presenta en 

su Página Web copia en digital del Manual de Clasificación de Puestos de las distintas Instituciones 

a las que se les ha aprobado, de manera que puedan ser consultados por cualquier usuario o 

ciudadano, sobre la base la política de datos abiertos del Gobierno Nacional.”  

[22] Durante la visita in situ, la Dirección General de Carrera Administrativa (DIGECA) observó 

que el treinta y tres por ciento (33%) de las 47 instituciones dentro de la carrera administrativa de la 

función pública ya han actualizado sus Manuales de Clases Ocupacionales con reglas y normas sobre 

los requisitos mínimos de educación y experiencia que requieren los servidores públicos.  

 

 

[23] Asimismo, los representantes de la DIGECA le informaron al Comité que a pesar de que los 

Manuales de Clases Ocupacionales deben revisarse y actualizarse cada 2 (dos) años, la mayoría no se 

han actualizado en los últimos 7 (siete) años.  

[24] El Comité observa además que a pesar de que los Manuales de Clases Ocupacionales se han 

puesto a disposición del público en general en el sitio señalado por el Estado analizado
17

, según la 

DIGECA solamente alrededor de 15 instituciones los han actualizado. 

[25] Adicionalmente, el Comité observa que en la respuesta al cuestionario, el Estado analizado 

informó que el artículo 34 del proyecto de ley 230/2015 requiere que todas instituciones actualicen y, 

de ser necesario, elaboren sus Manuales de Clases Ocupacionales
18

: 

[26] “Artículo 34. Manual de Cargos y Clases Ocupacionales. Todas las entidades del Gobierno 

lppp Central, las entidades Autónomas y Semiautónomas, deberán elaborar y actualizar sus 

respectivos Manuales Institucionales de Cargos y Clases Ocupacionales antes del 1 de septiembre de 

2016”. 

[27] El Comité toma nota de las medidas adoptadas por el Estado analizado para avanzar en su 

implementación de la medida b) de la recomendación anterior, así como de la necesidad de que 

continúe prestando atención a la misma, tomando en cuenta que a pesar de que los Manuales de 

Clases Ocupacionales son públicos y accesibles y están disponibles en el sitio web de la DIGECA, no 

se han establecido disposiciones en el Estado analizado que requieran específicamente su 

publicación, de tal manera que puedan ser consultados por cualquier persona. (Véase recomendación 

1.1.3.1 de la sección 1.1.3 del capítulo II de este informe) 

[28] Además, el Comité observa que en aquellos casos en que en las 47 instituciones de la carrera 

administrativa de la función pública no cuenten con Manuales de Clases Ocupacionales, es necesario 

prepararlos y, en su caso, actualizarlos y revisarlos. Por lo tanto, el Comité formulará una 

                                                           
16 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 30, 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
17 Disponible en: http://www.digeca.gob.pa/Manuales-de-las-Clases-Ocupacionales-por-Institucion 
18 Ibid. 

http://www.digeca.gob.pa/Manuales-de-las-Clases-Ocupacionales-por-Institucion
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recomendación al respecto. (Véase recomendación 1.1.3.2 de la sección 1.1.3 del capítulo II de este 

informe) 

Medida c) sugerida por el Comité que requiere atención adicional en el marco de la Tercera Ronda:
  

Requerir que la Autoridad Nominadora, al seleccionar a un candidato en particular, deje un registro 

escrito que justifique sus decisiones en los procedimientos ordinarios de ingreso a la Carrera 

Administrativa, a fin de que sea posible impugnar los procesos de selección para dichos cargos.  

[29] Con respecto a la medida anterior, en su respuesta
19

 el Estado analizado presenta información y 

nuevos desarrollos. En este sentido, el Comité observa los siguientes como pasos que lo llevan a 

concluir que la medida se ha considerado satisfactoriamente.  

[30] “Sobre este aspecto el Decreto Ejecutivo 222 de 1997, que reglamento la Ley 9 de 1994 que 

establece la Carrera Administrativa, plantea el mecanismo a través del cual la Autoridad 

Nominadora debe ajustarse para hacer los procesos de selección.” 

[31] “Artículo 71: La Autoridad Nominadora seleccionará discrecionalmente, dentro de la lista a 

uno de los candidatos para llenar la vacante y notificará a la Dirección General de Carrera 

Administrativa el nombre del candidato seleccionado. El candidato elegido deberá estar disponible 

inmediatamente para ejercer el cargo. De no estarlo para su nombramiento se escogerá entre los 

restantes candidatos de la terna.” 

[32] “Para mayor amplitud sobre este aspecto el Reglamento Técnico de Reclutamiento y 

Selección, aprobado mediante Resolución No. 2-2008 del 30 de abril del 2008, por la Junta Técnica 

de Carrera Administrativa y Publicado en Gaceta Oficial Digital, No.26063 de junio del 2008, deja 

plasmado, en su artículo Número 83, que la Autoridad Nominadora tendrá la potestad de seleccionar 

de manera discrecional dentro de la terna o lista un candidato. Además le señala que el mismo que 

deberá anotar los criterios que sustente su selección.”: 

[33] “Artículo 83. Selección del Nuevo Servidor Público: 

“La Autoridad Nominadora deberá seleccionar discrecionalmente, dentro de la terna o lista, a uno 

de los candidatos para llenar la vacante y anotará el o los criterios de su selección. La Autoridad 

Nominadora comunicará formalmente a la Dirección General de Carrera Administrativa (DIGECA) 

el nombre del candidato seleccionado y el criterio de selección.” 

[34] Con respecto a la medida anterior, el Comité observa que aunque el Decreto Ejecutivo No. 44 

del 11 de abril de 2008
20

 no modifica el artículo 71 del Decreto Ejecutivo No. 222
21

 de 1997, se 

añadió una nueva disposición al más reciente Reglamento para la Carrera Administrativa (Decreto 

44/2008) que establece que la Autoridad Nominadora tiene la facultad discrecional para seleccionar a 

un candidato de la lista aprobada, y deberá además presentar una explicación por escrito sobre los 

criterios empleados para la selección de un candidato
22

. 

                                                           
19 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 33. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
20 Disponible en http://www.oas.org/juridico/PDFs/mesicic5_pan_res_ane_con_fun_9.pdf 
21 Disponible en http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic2_pan_anexo_2_sp.pdf 
22 Disponible en http://www.oas.org/juridico/PDFs/mesicic5_pan_res_ane_con_fun_4.pdf 
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[35] En vista de lo anterior, el Comité toma nota de la consideración satisfactoria por el Estado 

analizado de la medida c). 

[36] Sin embargo, el Comité observa que aunque la Autoridad Nominadora está obligada 

legalmente a dejar un registro escrito en el que explique los criterios que empleó para seleccionar a 

un candidato para su admisión a la carrera administrativa de una lista aprobada, no existen 

lineamientos que establezcan los criterios que deben aplicarse dentro del proceso de selección de 

cierto candidato. El Comité observa que esta selección y explicación por escrito deberían basarse en 

criterios objetivos, como la experiencia laboral y los antecedentes académicos, por ejemplo. Por lo 

tanto, el Comité formulará una recomendación al respecto. (Véase recomendación 1.1.3.3 de la 

sección 1.1.3 del capítulo II de este informe) 

[37] Asimismo, durante la visita in situ, los representantes de la DIGECA señalaron que la 

Autoridad Nominadora todavía está facultada para seleccionar, a su propia discreción, a un candidato 

aprobado dentro de una lista de candidatos, por lo que no existe la obligación legal de respetar 

exclusivamente el orden de la clasificación de los candidatos. El Comité formulará una 

recomendación al respecto, tomando en cuenta que para el nombramiento de personal, la Autoridad 

Nominadora debería considerar la posibilidad de que la selección tomara en cuenta el orden de los 

puntajes obtenidos por los candidatos. (Véase recomendación 1.1.3.4 de la sección 1.1.3 del capítulo 

II de este informe) 

[38] El Comité observa también que, aunque se ha avanzado con respecto a los criterios de 

selección de los candidatos aprobados, no se han abordado las consideraciones fundamentales 

relacionadas con la admisión de funcionarios a través del procedimiento ordinario de ingreso. En ese 

sentido, desde la promulgación de la Ley 43/2009
23

, que introdujo cambios sustanciales a la ley que 

creó y rige la carrera administrativa, la práctica general ha sido la admisión especial para los 

servidores públicos.  

[39] La Ley 43/2009
24

 eliminó la categoría de servidores públicos en funciones y estableció el 

procedimiento ordinario de ingreso como el único mecanismo de admisión a la carrera 

administrativa. También estableció el día 31 de julio de 2012 como plazo hasta el cual la 

administración podría nombrar servidores públicos a través del procedimiento especial de ingreso.  

[40] La Ley 43/2009 también dejó sin efecto los nombramientos en los cargos de la Junta Técnica 

de Carrera Administrativa, responsable legal de aprobar o rechazar las normas técnicas presentadas 

por la DIGECA, como aprobar los procedimientos para la elaboración de un examen para el servicio 

civil.  

[41] Con su promulgación, las demandas de inconstitucionalidad han sido denominador común de la 

Ley 43 de 2009 hasta la declaratoria de inconstitucionalidad, en diciembre de 2015, por la Corte 

Suprema de Justicia de los artículos 8, 12, 13, 16, 17, 18, 21, 22, 27 y 30 de dicha ley.  

[42] Al respecto, durante el período en que la Corte Suprema estaba decidiendo las demandas de 

inconstitucionalidad y también después de la decisión de la Corte en diciembre de 2015, no se ha 

establecido ningún procedimiento ordinario de ingreso en el Estado analizado.  

                                                           
23 Disponible en:http://www.oas.org/juridico/PDFs/mesicic5_pan_res_ane_con_fun_9.pdf  
24 Ibid. 

http://www.oas.org/juridico/PDFs/mesicic5_pan_res_ane_con_fun_9.pdf
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[43] Una de las razones para ello es que la Junta Técnica de Carrera Administrativa, encargada de 

aprobar los procedimientos para el examen del servicio civil y sus requisitos, fue disuelta mediante la 

Ley 43/2009.  

[44] Otra razón que señalaron los representantes de la DIGECA es que es más prudente esperar la 

promulgación del proyecto de ley, que incluye reglas más específicas relativas al ingreso ordinario de 

servidores públicos a la carrera administrativa.  

[45] Durante la visita in situ, el Estado analizado señaló que la situación actual de las nominaciones 

para la Junta Técnica es que se están llevando a cabo consultas internas para decidir de qué manera se 

deben realizar estas nominaciones. 

[46] Asimismo, durante la visita in situ, la DIGECA presentó información
25

 que indica que de un 

universo total de 78.034 funcionarios públicos sujetos a la carrera administrativa, 70.550 son 

servidores públicos en funciones sin la condición de servidores públicos de la carrera administrativa.  

[47] El Comité observa, nuevamente, que la práctica general desde la promulgación de la Ley 

43/2009 ha sido el ingreso especial de los funcionarios públicos sin que existan procedimientos 

establecidos para su contratación, según los representantes de la DIGECA. En este sentido, y puesto 

que el artículo 22 de la Ley 43/2009 fue declarado inconstitucional
26

 y ya no es un impedimento legal 

para nominar a los miembros de la Junta Técnica de Carrera Administrativa, deberían reiniciarse 

estas nominaciones. Por lo tanto, el Comité formulará una recomendación al respecto. (Véase 

recomendación 1.1.3.5 de la sección 1.1.3 del capítulo II de este informe) 

[48] El Comité observa también que la organización de la sociedad civil Fundación para el 

Desarrollo de la Libertad Ciudadana, en su respuesta al cuestionario
27

 y durante la visita in situ, 

indicó que los exámenes del servicio civil fueron suspendidos por la Ley 43/2009 hasta julio de 2012. 

El gobierno no ha reactivado estos exámenes, pero aparentemente todo esto depende de que se 

reinstaure la Junta Técnica de Carrera Administrativa y de la promulgación del proyecto de ley 

230/2015, que por el momento no parece ser una prioridad para el gobierno. Adicionalmente, declaró 

que la anterior Junta Técnica estaba integrada por personas no calificadas para ese puesto, que no 

eran abogados y carecían de conocimientos suficientes en materia de administración pública. 

Medida d) sugerida por el Comité, que requiere atención adicional en el marco de la Tercera Ronda:
  

 

Desarrollar las reglas relativas a garantizar la amplia publicidad de la convocatoria pública.  

[49] Con respecto a la medida anterior, en su respuesta el Estado analizado presenta información y 

nuevos desarrollos. En este sentido, el Comité destaca, como un paso que contribuye al avance en la 

implementación de esta medida, lo siguiente
28

:  

[50]  “Se ha especificado en el tema de la convocatoria pública en el Reglamento Técnico de 

Reclutamiento y Selección, aprobado mediante Resolución No. 2-2008 del 30 de abril del 2008
29

. El 

mismo, destaca la necesidad de una convocatoria pública, en la operatividad, para participar en los 

                                                           
25 Véase presentación DIGECA: Disponible en http://www.oas.org/juridico/english/pan.htm  
26 Disponible en http://www.oas.org/juridico/PDFs/mesicic5_pan_res_ane_con_fun_5.pdf, página 80. 
27 Disponible en http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm, página 10. 
28 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 38, 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm  
29 Disponible en http://www.digeca.gob.pa/tmp/file/1175/RES2-2008.pdf 

http://www.oas.org/juridico/english/pan.htm
http://www.oas.org/juridico/PDFs/mesicic5_pan_res_ane_con_fun_5.pdf
http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm
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concursos de ingresos, particularmente lo destaca en el acápite tercero del artículo 50 de la 

mencionada normativa.” 

[51] “Artículo 50. Orden de Prelación de las Convocatorias para participar en los Concursos de 

Ingreso. 

Las convocatorias para participar en los concursos de ingreso a la Carrera Administrativa, la 

realizará la Dirección General de Carrera Administrativa (DIGECA), de acuerdo con el siguiente 

orden de prelación: 

2. Convocatoria pública, mediante anuncios en la prensa local, contactos con agencias de empleo, 

universidades y otras fuentes.” 

[52] “Igualmente, se ha incluido en el Proyecto de Ley 230 de 2015, “Que Adopta medidas para la 

Modernización del Sistema de Recursos Humanos del Estado”, una modificación al artículo 26 de la 

Ley 9 de 1994, para dejar plasmado en una excerta de mayor nivel jurídico la convocatoria pública 

del proceso ordinario de ingreso a la Carrera Administrativa.” 

[53] En cuanto a la resolución 2-2008
30

 a la que se hace referencia en el cuestionario, el Comité 

observa que aunque señala que los anuncios de vacantes deben publicarse en medios locales, 

agencias de empleo, universidades y otras fuentes, no existen disposiciones que requieran la 

publicación y difusión obligatorias de las vacantes entre el público en general. 

[54] De acuerdo con la respuesta al cuestionario
31

, existen numerosas disposiciones al respecto en el 

Estado analizado, lo que provoca que los procedimientos sean poco claros y sin uniformidad. Como 

resultado, cada institución tiene facultades discrecionales para publicar sus vacantes como lo desee.  

[55] El Comité toma nota de las medidas adoptadas por el Estado analizado para avanzar en su 

implementación de la medida d) de la recomendación anterior, así como de la necesidad de que 

continúe prestando atención a la misma, tomando en cuenta que el Estado analizado debería 

considerar la posibilidad de adoptar las disposiciones necesarias para la publicación y difusión amplia 

de las vacantes dentro de la carrera administrativa. (Véase recomendación 1.1.3.6 de la sección 1.1.3 

del capítulo II de este informe) 

[56] Adicionalmente, durante la visita in situ, los representantes de la DIGECA subrayaron que el 

marco jurídico existente no contiene disposiciones que establezcan la manera en deben notificarse las 

vacantes en la carrera administrativa, por ejemplo, fijando plazos mínimos para los avisos, o las 

fechas en que se pueden aceptar registros de solicitantes. Así pues, cada institución puede anunciar 

sus vacantes durante plazos establecidos a su propia discreción. Por lo tanto, el Comité formulará una 

recomendación al respecto. (Véase recomendación 1.1.3.7 de la sección 1.1.3 del capítulo II de este 

informe) 

[57] El Comité también estima importante que el Estado analizado, para avanzar en sus esfuerzos 

para fortalecer las disposiciones sugeridas, considere publicar los anuncios de vacantes en la carrera 

administrativa por medio de un sistema abierto universal para el anuncio de vacantes de empleo en el 

sector público, como un sistema electrónico para la publicación uniforme y la difusión general de 

                                                           
30 Ibid.  
31 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 36, 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
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tales vacantes. Por lo tanto, el Comité formulará una recomendación al respecto. (Véase 

recomendación 1.1.3.8 de la sección 1.1.3 del capítulo II de este informe) 

[58] El Comité observa además que la organización de la sociedad civil Fundación para el 

Desarrollo de la Libertad Ciudadana informó en su respuesta al cuestionario
32

 y durante la visita in 

situ, que el proyecto de ley 230/2015 no resalta la amplia difusión de la vacantes dentro de la carrera 

administrativa, por lo que enfatiza la importancia de revisar el proyecto a fin de incluir estos 

requisitos.  

Medida e) sugerida por el Comité que requiere atención adicional en el marco de la Tercera Ronda:
  

Extender la prohibición de optar por ocupar puestos públicos a las personas que guardan relaciones 

de parentesco hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad con el superior 

inmediato del puesto vacante.  

[59] Con respecto a la medida anterior, en su respuesta el Estado analizado presenta información y 

nuevos desarrollos. En este sentido, el Comité destaca, como un paso que contribuye al avance en la 

implementación de esta medida, lo siguiente
33

: 

[60] Al respecto, el Texto Único de la Ley 9 de 1994
34

 consagra esta prohibición en su artículo 44 e 

igualmente se ha llevado al Modelo de Reglamento Interno: 

[61] “Artículo 44. No podrán optar para ocupar puestos públicos, las personas que guardan 

relaciones de parentesco hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad con la 

Autoridad Nominadora de la misma institución.” 

[62] “La más reciente medida tomada para validar esta prohibición es dejar expresa la misma en 

los requisitos de aspirantes a Concurso de Carrera Administrativa, que consagra el Reglamento 

Técnico de Ascenso e Ingresos 2008, aprobado mediante Resolución No. 2-2008 de 30 de abril de 

2008
35

 por la Junta Técnica de Carrera Administrativa y publicado en Gaceta Oficial Digital, 

No.26063 de junio de 2008. Específicamente en su inciso quinto del artículo noveno se refiere a esta 

medida, en los siguientes términos: 

Artículo 9. Requisitos de Aspirantes. Son requisitos para aspirar a un puesto de Carrera 

Administrativa, los siguientes: 

5. No tener vínculos de parentesco hasta tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad con 

la Autoridad Nominadora.” 

[63] El Comité toma nota de las medidas adoptadas por el Estado analizado para avanzar en su 

implementación de la medida e) de la recomendación anterior, así como de la necesidad de que 

continúe prestando atención a la misma, tomando en cuenta que a pesar de que las disposiciones a 

que hizo referencia el Estado analizado prohíben ocupar puestos públicos a personas que guardan 

alguna relación con la Autoridad Nominadora respectiva hasta el tercer grado de consanguinidad y 

                                                           
32 Véase la Respuesta de la Sociedad Civil al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 11. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/pan_res81.pdf 
33 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 38, 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
34 Disponible en: http://www.oas.org/juridico/spanish/pan_res81.pdf 
35 Disponible en:  http://www.digeca.gob.pa/tmp/file/1175/RES2-2008.pdf 

http://www.digeca.gob.pa/tmp/file/1183/REGLAMENTO%20TECNICO%20DE%20ASCENSO%20E%20INGRESO%202008.pdf
http://www.digeca.gob.pa/tmp/file/1183/REGLAMENTO%20TECNICO%20DE%20ASCENSO%20E%20INGRESO%202008.pdf
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segundo de afinidad, no imponen esta prohibición para los candidatos que guardan relación con el 

superior inmediato del puesto vacante, quienes son los responsables de entrevistar a los candidatos y 

de formular recomendaciones para el nombramiento a la Autoridad Nominadora. En consecuencia, el 

Comité toma nota de la necesidad de que el Estado analizado preste atención adicional a la 

implementación de la medida aludida. (Véase recomendación 1.1.3.9 de la sección 1.1.3 del capítulo 

II de este informe) 

[64] Además, el Comité observa que durante la visita in situ, los representantes de la DIGECA 

declararon que no existe ningún mecanismo para detectar casos de nepotismo
36

 dentro de la carrera 

administrativa. Se informó que durante el procedimiento de contratación, la práctica es preguntarle 

verbalmente al candidato si guarda alguna relación de parentesco hasta el tercer grado de 

consanguinidad y segundo de afinidad con la Autoridad Nominadora del puesto vacante. No hay 

necesidad de que el candidato provea una declaración jurada relativa a esta información.  

[65] Por lo tanto, el Comité observa que a fin de que el Estado analizado implemente la medida 

sugerida, es importante que desarrolle y adopte mecanismos que aseguren su cumplimiento. Por lo 

tanto, el Comité formulará una recomendación al respecto. (Véase recomendación 1.1.3.10 de la 

sección 1.1.3 del capítulo II de este informe) 

Medida f) sugerida por el Comité que requiere atención adicional en el marco de la Tercera Ronda:
  

 

Establecer expresamente en la legislación la nulidad de los nombramientos realizados en 

contravención a sus disposiciones.  

[66] Con respecto a la medida anterior, en su respuesta el Estado analizado presenta información y 

nuevos desarrollos. En este sentido, el Comité destaca, como un paso que contribuye al avance en la 

implementación de esta medida, lo siguiente:
37

 

[67] Según la DIGECA, el artículo 152 de la Ley 9/94 (Ley de Carrera Administrativa) señala que 

se considerarán nulos los nombramientos efectuados en violación de la disposición que prohíbe el 

nepotismo.  

[68] Articulo 152. Sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo anterior, las siguientes conductas 

admiten destitución directa: 

9. Incurrir en nepotismo.  

[69] Además, el Estado analizado declaró en su respuesta al cuestionario
38

 que no identificó en su 

normativa disposiciones específicas sobre la anulación de adjudicaciones de puestos que violen la ley 

en la contratación para la carrera administrativa. Además, solamente ha identificado medidas 

relacionadas con sanciones y no con la anulación en estos casos.  

                                                           
36 Art. 2 Ley 9/94. Nepotismo: Es la falta administrativa en que incurre la autoridad nominadora que beneficia con 

nombramientos en puestos públicos a su cónyuge, pareja de unión consensual u otros parientes dentro del tercer grado de 

consanguinidad y segundo de afinidad, También incurre en nepotismo el servidor público que, sin notificarlo 

oportunamente a su superior jerárquico inmediato, ejerza la función pública en a misma unidad administrativa, o en 

unidades administrativas que mantengan entre si relaciones de control y fiscalización en las que compartan los 

mencionados lazos de parentesco, original o sobreviniente. 
37 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 41, 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
38 Ibíd. 
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[70] El Comité toma nota de las medidas adoptadas por el Estado analizado para avanzar en su 

implementación de la medida f) de la recomendación anterior, así como de la necesidad de que 

continúe prestando atención a la misma, independientemente de que aunque la legislación existente 

prevé la revocación de los nombramientos que constituyen nepotismo, el Estado analizado no cuenta 

con disposiciones que exijan que los nombramientos sean anulados cuando existan otras infracciones 

a la ley no relacionadas con el nepotismo. (Véase recomendación 1.1.3.11 de la sección 1.1.3 del 

capítulo II de este informe) 

[71] Asimismo, en su respuesta al cuestionario
39

 la organización de la sociedad civil Fundación para 

el Desarrollo de la Libertad Ciudadana señaló que el proyecto de ley 230/2015 no dispone la 

anulación de los nombramientos que constituyen nepotismo, y por lo tanto subrayó la importancia de 

revisar las leyes a fin de establecer tal disposición.  

Medida g) sugerida por el Comité que requiere atención adicional en el marco de la Tercera Ronda:
  

Desarrollar, a través de los procedimientos jurídicos y administrativos ordinarios correspondientes y 

teniendo en cuenta el principio del debido proceso, disposiciones que establezcan, ya sea por la vía 

administrativa, judicial o ambas, mecanismos de impugnación dirigidos a aclarar, modificar o 

revocar esos actos substanciales que integran los procedimientos de reclutamiento y selección de 

personal, garantizando una tramitación oportuna, objetiva, imparcial y eficaz.. 

[72] Con respecto a la medida anterior, en su respuesta el Estado analizado presenta información y 

nuevos desarrollos. En este sentido, el Comité destaca, como un paso que contribuye al avance en la 

implementación de esta medida, lo siguiente
40

: 

[73] “El Reglamento de Reclutamiento y Selección para Ascenso e Ingreso a la Carrera 

Administrativa
41

, aprobado mediante Resolución No. 194 de 22 de julio de 2008, de la Dirección 

General de Carrera Administrativa, reúne las acciones que deben seguirse como mecanismos de 

impugnación dirigidos a aclarar, modificar o revocar actos de reclutamiento y selección al amparo 

de las disposiciones de Carrera Administrativa. El artículo 77 recoge los pasos a seguir y los plazos 

para que estos mecanismos de impugnación se consideren válidos. “ 

[74] Artículo 77. Recursos a Disposición del Concursante. En casos de que cualquiera de los 

participantes estuviera en desacuerdo con las calificaciones obtenidas, podrá presentar: 1. Recurso 

de Reconsideración, por escrito ante la Dirección General de Carrera Administrativa (DIGECA), en 

un término de cinco (5) días hábiles siguientes al término de la publicación del resultado del 

concurso, recurso que será resuelto dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes. 2. Recurso de 

Apelación, por escrito ante la Junta de Apelación y Conciliación de Carrera Administrativa 

(JACCA), en un término de cinco (5) días hábiles siguientes a la notificación del resultado de la 

reconsideración, el cual será resuelto dentro de los quince (15) días hábiles siguientes.” 

[75] Con respecto al artículo 77, el Comité observa que se refiere a situaciones en que los 

candidatos rechazados pueden solicitar la reconsideración de los resultados de los exámenes de 

                                                           
39 Véase la Respuesta de la Sociedad Civil al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 13, 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
40 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 43, 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm  
41Disponible en: 

http://www.digeca.gob.pa/tmp/file/1183/REGLAMENTO%20TECNICO%20DE%20ASCENSO%20E%20INGRESO%20

2008.pdf 
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concurso y plantea mecanismos de apelación de los resultados de estos exámenes solamente con 

respecto a los resultados y la clasificación del candidato. Sin embargo, el Comité estima que está 

disposición tiene un alcance limitado y no establece mecanismos para la impugnación de las etapas 

sustantivas de los procedimientos de reclutamiento y selección de personal en general, como los 

requisitos y las prohibiciones para el concurso, por ejemplo.  

[76] El Comité toma nota de las medidas adoptadas por el Estado analizado para avanzar en su 

implementación de la medida g), así como de la necesidad de que continúe prestando atención a la 

misma, tomando en cuenta que los mecanismos establecidos en la legislación existente no son 

suficientemente amplios. (Véase recomendación 1.1.3.12 de la sección 1.1.3 del capítulo II de este 

informe) 

[77] Además, el Comité observa que aunque artículo 77 les otorga a los candidatos el recurso de 

apelación de los resultados en los exámenes de concurso ante la Junta de Apelación y Conciliación de 

Carrera Administrativa, dicha Junta ha estado inactiva desde la promulgación de la Ley 43/2009. 

Puesto que en diciembre de 2015 el artículo 22 de la Ley 43/2009, por la cual se disolvió esta Junta, 

fue declarado inconstitucional, no existe ya ningún impedimento legal para nominar representantes 

para la Junta de Apelación y Conciliación, por lo que debería reiniciarse la nominación de sus 

miembros. Por lo tanto, el Comité formulará una recomendación al respecto. (Véase recomendación 

1.1.3.13 de la sección 1.1.3 del capítulo II de este informe) 

[78] Asimismo, el Estado analizado subrayó en su respuesta al cuestionario la importancia de la 

promulgación del proyecto de ley 230/2015
42

, que plantea soluciones a la medida aludida. El artículo 

37 introduce el Tribunal Administrativo de la Función Pública, un órgano público independiente, 

especializado e imparcial, diseñado para llevar a cabo audiencias y tomar decisiones con respecto a 

las apelaciones relativas a los servidores públicos en Panamá.  

Medida h) sugerida por el Comité que requiere atención adicional en el marco de la Tercera Ronda:
  

 

Concluir el procedimiento especial de ingreso para los servidores públicos que ingresaron antes de 

la entrada en vigor del Reglamento de la Ley de Carrera Administrativa y garantizar que, posterior 

a la aplicación del procedimiento especial de ingreso, los puestos vacantes sean llenados a través del 

procedimiento ordinario de ingreso.  

[79] Con respecto a la medida anterior, en su respuesta el Estado analizado presenta información 

y nuevos desarrollos. En este sentido, el Comité destaca, como un paso que contribuye al avance en 

la implementación de esta medida, lo siguiente
43

: 

 

[80] “En el año de 1996 se inician las acreditaciones de servidores públicos al régimen de la 

carrera administrativa. El 30 de julio, el Art. 21 de la Ley 43/2009
44

 dejo sin efecto la acreditación 

de 25.000 servidores que habían alcanzado status de servidores de carrera administrativa.” 

 

[81] “Esos servidores fueron afectados por las desacreditaciones masivas en que mediante una 

carta se les notificaba que de acuerdo al Art. 21 quedaban sin efecto sus acreditaciones regulares de 

carrera administrativa.” 

                                                           
42 Disponible en: http://www.asamblea.gob.pa/proyley/2015_P_230.pdf  
43 Véase la presentación de la DIGECA. http://www.oas.org/juridico/spanish/pan.htm  
44 Disponible en http://www.oas.org/juridico/PDFs/mesicic5_pan_res_ane_con_fun_9.pdf 

http://www.asamblea.gob.pa/proyley/2015_P_230.pdf
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[82] “La medida emprendida por la nueva administración está destinada volver a acreditar a los 

servidores públicos conforme al sistema de mérito, para lo cual ha incluido en las proyectadas 

reformas, a través del Proyecto de Ley 230 de 2015 que adapta medidas para la modernización del 

Sistema de Recursos Humanos del Estado. Plantea un nuevo programa de incorporación a carrera 

administrativa a través del proceso especial de ingreso (POI). El Procedimiento Especial de Ingreso, 

es un procedimiento excepcional, diseñado para regular la incorporación de los servidores públicos 

en funciones al Régimen de Carrera Administrativa.” 

 

[83] Durante la visita in situ, la DIGECA presentó información
45

 que indica que de un universo 

total de 78.034 funcionarios públicos sujetos a la carrera administrativa, 70.550 son servidores 

públicos en funciones sin status de servidores públicos de carrera administrativa.  

 

[84] Asimismo, cuando se le cuestionó sobre la situación actual de los servidores públicos que 

perdieron su status al promulgarse la Ley 43/2009, la DIGECA reveló que este aspecto solamente 

puede resolverse una vez promulgado el proyecto de ley 230/2015. El Estado analizado también 

subraya que una vez promulgado el proyecto de ley, la intención es devolver a estos funcionarios 

públicos su status a través de procedimientos especiales de ingreso, que se utilizarán hasta el 2 de 

julio de 2017. Después de esa fecha, los nombramientos solamente se llevarán a cabo mediante 

procedimientos ordinarios de ingreso.  

 

[85] No obstante, el Comité observa que, según la DIGECA
46

, los nombramientos para la carrera 

administrativa actualmente se realizan a través de procedimientos especiales de ingreso, de una forma 

informal y sin procedimientos establecidos, mientras que por el momento los procedimientos 

ordinarios de ingreso están suspendidos. Adicionalmente, el procedimiento especial de ingreso para 

aquellos funcionarios públicos que ingresaron antes de la promulgación del Reglamento de la Ley de 

Carrera Administrativa se inició, pero no se concluyó. En tal sentido, el Comité observa también que 

la reintegración de los funcionarios públicos afectados por la Ley 43/2009 permanece inconclusa y 

estima conveniente reiniciar este proceso de inmediato, puesto que el artículo 21 de la Ley 43/2009
47

 

se declaró inconstitucional. 

 

[86] El Comité toma nota de las medidas adoptadas por el Estado analizado para avanzar en su 

implementación de la medida h), así como de la necesidad de que continúe prestando atención a la 

misma, tomando en cuenta que los puestos vacantes en la carrera administrativa se continúan 

cubriendo mediante procedimientos especiales de ingreso y que los procedimientos especiales de 

ingreso para los funcionarios públicos que ingresaron antes de la promulgación del Reglamento de la 

Ley de Carrera Administrativa no se concluyeron. (Véase recomendación 1.1.3.14 de la sección 1.1.3 

del capítulo II de este informe) 

 

[87] Asimismo, en su respuesta al cuestionario
48

, la organización de la sociedad civil Fundación 

para el Desarrollo de la Libertad Ciudadana informó que en la actualidad esta prácticamente 

suspendido el procedimiento ordinario de ingreso y los servidores públicos están ingresando a través 

del procedimiento especial de ingreso y otras fórmulas (contratos transitorios, eventuales). 

                                                           
45 Véase la presentación de la DIGECA, diapositiva 17 http://www.oas.org/juridico/english/pan.htm  
46 Véase la presentación de la DIGECA, diapositiva 18 http://www.oas.org/juridico/english/pan.htm 
47 Disponible en: http://www.oas.org/juridico/PDFs/mesicic5_pan_res_ane_con_fun_5.pdf. 
48 Véase la Respuesta de la Sociedad Civil al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 16, 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 

http://www.oas.org/juridico/english/pan.htm
http://www.oas.org/juridico/english/pan.htm
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Medida i) sugerida por el Comité que requiere atención adicional en el marco de la Tercera Ronda:
  

 

Fortalecer la Dirección General de Carrera Administrativa, dotándola de autonomía e 

independencia del Poder Ejecutivo así como de los recursos necesarios para la implementación 

integral de la Ley de Carrera Administrativa y de su Reglamento. 

 

[88] Con respecto a la medida anterior, en su respuesta
49

, el Estado analizado presenta 

información y nuevos desarrollos. En este sentido, el Comité destaca, como un paso que contribuye al 

avance en la implementación de esta medida, lo siguiente: 

[89] “Las incidencias administrativas a nivel del desarrollo de la Ley 9 de 1994 han impedido 

que la institución alcance un desarrollo óptimo en atención de los principios, postulados y espíritu 

de esta norma. Actualmente la Dirección General de Carrera Administrativa está adscrita como una 

Dirección del Ministerio de la Presidencia. Se le da cierta autonomía en el manejo de su presupuesto 

y una más amplia gestión administrativa. A la fecha la entidad no goza de patrimonio propio, tras 

varias administraciones sus oficinas son aún alquiladas. El progresivo crecimiento en su autonomía 

que consagra la Ley 9 de Carrera Administrativa, tras más de cuatro periodos presidenciales, es una 

materia que aún requiere de mayor alcance y la cual debe conjugarse con las políticas públicas de la 

nación panameña, en cuanto a la modernización y profesionalización del recurso humano del 

Estado.” 

 

[90] “En el último año la actual Administración del Estado ha incrementado el 

presupuesto de la institución e igualmente ha tomado la iniciativa, a través de la aprobación 

por parte del Consejo de Gabinete y posterior presentación a la asamblea Nacional de 

Diputados del Proyecto de Ley 230 de 2015, para adecuar y dotar a la institución con un 

soporte jurídico necesario para encausar los carrera administrativa a los principios de 

mérito, competencia equidad y justicia, impulsar la ley de sueldo y dotar a la institución de 

los recursos necesarios para la implementación de las reformas propuestas y la 

correspondiente autonomía para su desarrollo definitivo de tal forma vea revitalizada en 

cuanto a sus mandatos y objetivos de gestión, en atención a lo establecido en el plan de 

gobierno del Gobierno Nacional para la vigencia 2015-2019.” 

 

[91] El Estado analizado presentó la siguiente información al respecto del presupuesto de 

2012 al 2016:
50

 
 

DIRECCIÓN GENERAL DE CARRERA ADMINISTRATIVA 

PRESUPUESTO ASIGNADO (INCREMENTO O DISMINUCIÓN) 

AÑOS 2012 AL 2016 

AÑO 2012 AÑO 2013 AÑO 2014 AÑO 2015 AÑO 2016 

                                                           
49 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 48, 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
50 Ibid.  
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MONTO 

ASIGNADO 

MONTO 

ASIGNADO 

Incr. 

en 

B/. 

Incr.  

% 

MONTO 

ASIGNADO 

Dism.  

B/. 

Dism.  

% 

MONTO 

ASIGNADO 

Dism.  

B/. 

Dism.  

% 

MONTO 

ASIGNADO 

Incr. 

en B/. 

Incr.  

% 

1,539,644 1,541,240 1,596 0.10 1,515,875 
-

25,365 
-1.65 1,315,774 

-
200,101 

-13 1,422,200 106,426 8.09 

 

[92] Considerando la información suministrada por el Estado analizado en su respuesta al 

cuestionario, el Comité toma nota de las medidas adoptadas por el Estado analizado para avanzar en 

su implementación de la medida i), así como de la necesidad de que continúe prestando atención a la 

misma, tomando en cuenta que la DIGECA todavía es una dependencia de la Presidencia de la 

República y, como tal, no tiene ni autonomía presupuestal ni recursos financieros para promover lo 

relativo a la implementación de la carrera administrativa. (Véase recomendación 1.1.3.15 de la 

sección 1.1.3 del capítulo II de este informe) 

 

Recomendación 1.1.2: 

Fortalecer los sistemas para la contratación de los funcionarios públicos de la carrera judicial.  

 

Medida a) sugerida por el Comité que requiere atención adicional en el marco de la Tercera Ronda: 

 

Específicamente, establecer en la legislación la prohibición al nepotismo y la nulidad de los 

nombramientos realizados en contravención a las disposiciones del Título XII del Código Judicial y 

del Reglamento de Carrera Judicial.  

 

[93] Con respecto a la medida anterior, en su respuesta, el Estado analizado presenta información 

y nuevos desarrollos en relación al nepotismo. En este sentido, el Comité destaca, como un paso que 

contribuye al avance en la implementación de esta medida, lo siguiente
51

:  

 

[94] “Las disposiciones del Titulo XII del Libro Primero Código Judicial, fueron derogadas a 

través del artículo 271 de la Ley 53 de 27 de agosto de 2015, que regula la Carrera Judicial.” 

[95] “Artículo 271. Se deroga el Título XII del Libro Primero del Código Judicial.” 

[96] "Artículo 309. Indicativo. Esta Ley subroga los artículos 21, 22, 23, 24, 25, 26, 46, 54, 55, 

57, 60, 61, 63 y 191 en lo que concierne al Órgano Judicial, y deroga el primer párrafo del artículo 

7 y los artículos 9,10,13,15,18,20,27,28,.29,30,32,33,34,35,36,37,38,39, 43, 44,47,48,49,50,51,53,79, 

120, 156, 172, 184, 185, 196, 199,200,214,226, el último párrafo del artículo 267, el Título XII del 

Libro Primero, y los artículos 302, 307, 308, 315 2 No 27856-A Gaceta Oficial Digital, viernes 28 de 

agosto de 2015 82 316,317,421,432438,439,440,441,442,443,444,445,447,448,449,450,451,452,453, 

454,455,456,457,458,459 Y 460 todos del Código Judicial. Art. 309.” 

 

[97] Por otro lado el artículo 191 de la misma Ley, en el numeral 17, y el Art. también enmarca el 

nepotismo como falta grave, cuando a claras luces señala: 

                                                           
51 Véase la presentación de la Corte Suprema, diapositiva 5. http://www.oas.org/juridico/english/pan.htm  
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“Artículo 191. Faltas Graves. Incurren en faltas graves los servidores judiciales cuando:
52

 

... 

17. “Escojan a los curadores, síndicos, depositarios, peritos y otras personas que deban intervenir 

como auxiliares de la Administración de Justicia, mediando nepotismo o favoritismo” 

 

[98] El Comité observa que la nueva ley que regula la carrera judicial, Ley 53/2015
53

, deroga el 

Título XII del Código Judicial en su totalidad. El Título XII del Código Judicial establecía los 

requisitos de ingreso a la carrera judicial, por ejemplo, los necesarios para la designación de los 

funcionarios públicos. No obstante, el Capítulo III es la actual disposición en la Ley 53/2015 que 

establece las reglas y prohibiciones generales para el ingreso a la carrera judicial.  

 

[99] Sin embargo, con respecto a Ley 53/2015, el Comité observa que los artículos 55 y 56 

(capítulo III), que señalan los requisitos de ingreso al Poder Judicial, así como las correspondientes 

prohibiciones, no indican que el nepotismo sea una prohibición para el ingreso a la carrera judicial ni 

contemplan la nulidad de los nombramientos realizados en contravención a dichas disposiciones. 

 

[100] Considerando la información suministrada por el Estado analizado, el Comité toma nota de 

las medidas adoptadas por el Estado analizado para avanzar en su implementación de la medida a), 

así como de la necesidad de que continúe prestando atención a la misma, tomando en cuenta que, a 

pesar de que se derogó el Título XII del Código Judicial, los artículos 55 y 56 de la Ley 53/2015
54

 

tampoco satisfacen la medida recomendada como está previsto. En vista de lo anterior, la Comisión 

considera que la medida a) debería reformularse. (Véase recomendación 1.1.3.16 de la sección 1.1.3 

del capítulo II de este informe) 

[101] Adicionalmente, el Comité observa que la Ley 53/2015 establece en sus artículos 152 a 168
55

 

la creación de un Tribunal Especial de Integridad y Transparencia dentro del Órgano Judicial, 

responsable de investigar las denuncias presentadas en contra de los funcionarios judiciales 

permanentes, temporales y ocasionales. En este sentido, al Tribunal le correspondería la investigación 

y resolución de denuncias de nepotismo dentro del Órgano Judicial.  

[102] El Tribunal Especial de Integridad y Transparencia debe encargarse de la investigación, 

juzgamiento, defensa y aplicación de las sanciones que corresponda a las faltas cometidas por los 

servidores judiciales de carrera permanentes, temporales u ocasionales, nombrados dentro del Órgano 

Judicial, como principales, suplentes, interinos, itinerantes o encargados de los puestos que ocupan, 

de conformidad con lo establecido en la ley.  

[103] No obstante, de conformidad con el artículo 308
56

, la fecha límite para iniciar la designación 

de los miembros del Tribunal fue el 27 de febrero de 2016, seis meses después de la promulgación de 

la nueva ley. El Comité aconsejaría que el Estado analizado considere iniciar el proceso de 

designación. Por lo tanto, formulará una recomendación al respecto. (Véase recomendación 1.1.3.17 

de la sección 1.1.3 del capítulo II de este informe) 

                                                           
52 Panama señala que el término “servidores judiciales” abarca tanto jueces como auxiliares de la administración. Véase 

también el Art. 2 de la Ley 9/94. (sobre el nepotismo en el servicio público) 
53 Disponible en: http://www.organojudicial.gob.pa/wp-

content/uploads/2015/11/Ley_53_de_2015_Que_regula_la_Carrera_Judicial1.pdf 
54 Ibid.  
55 Ibid.  
56 Ibid. 
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[104] Además, durante la visita in situ, la organización de la sociedad civil Alianza Ciudadana Pro 

Justicia resaltó que no está funcionando el Tribunal Especial de Integridad y Transparencia –creado 

como parte de la carrera judicial –, por lo que ahora mismo no está en función un sistema ético y 

disciplinario a lo interno del sistema de justicia; es decir, que si algún ciudadano quiere denunciar a 

un juez no hay manera de investigarlo ni de enjuiciarlo, porque las normas fueron derogadas y las 

nuevas reglas que existen no se pueden aplicar, ya que no están las instancias que creó la nueva ley.  

Medida b) sugerida por el Comité, que requiere atención adicional en el marco de la Tercera Ronda: 

 

Modificar el artículo 34 del Reglamento de Carrera Judicial a manera de ampliar la publicidad de 

las convocatorias a través de la utilización de medios como el Internet. 

[105] Con respecto a la medida anterior, en su respuesta, el Estado analizado presenta información 

y nuevos desarrollos. En este sentido, el Comité observa los siguientes como pasos que lo llevan a 

concluir que la medida se ha considerado satisfactoriamente
57

:  

[106] “El aspecto de la publicidad en la convocatorias sugerido, a través de medios como el 

Internet, es fortalecido y ampliado con la Ley 53 de 27 de agosto de 2015, al establecer Objetivos y 

parámetros de los procedimientos de selección en el artículo 92.” 

 

[107] “Artículo 92. Objetivos y parámetros de los procedimientos de selección. Los 

procedimientos de selección para el ingreso, traslado y ascenso o promoción en las carreras del 

Órgano Judicial garantizarán que los elegibles exhiban las competencias organizacionales, 

específicas y técnicas requeridas para que su desempeño en el puesto contribuya a alcanzar los 

objetivos institucionales. 

Los concursos generales para los procedimientos de ingreso y traslado para cada cargo 

serán convocados anualmente a través del sitio electrónico del Órgano Judicial y publicados en los 

murales de la Institución y de las entidades públicas y privadas que frecuenten los potenciales 

aspirantes que cuenten con el perfil de los cargos. Los procedimientos se sujetarán a lo dispuesto en 

las normas subsiguientes.” 

[108] En vista de lo anterior, el Comité toma nota de la consideración satisfactoria por el Estado 

analizado de la medida b), tomando en cuenta que ha adoptado disposiciones en la Ley 53/2015 para 

la publicación y divulgación amplia de las vacantes dentro de la carrera judicial utilizando medios 

como el Internet. 

[109] No obstante, durante la visita in situ, los representantes de la Corte Suprema revelaron que 

uno de los obstáculos más importantes que ha enfrentado el Estado analizado es la falta de recursos 

financieros para implementar la Ley 53/2015. En ese sentido, aunque el artículo 308
58

 establece que 

ocho meses después de la promulgación de la Ley 53/2015 los funcionarios públicos deberán ser 

admitidos a través de procedimientos ordinarios de ingreso, aún no ha habido ingresos a la carrera 

judicial mediante concursos públicos debido a la insuficiencia de recursos financieros para llevar a 

cabo los exámenes.  

[110] Además, durante la visita in situ, los representantes de la Corte Suprema informaron que en 

2010 y 2011 se llevaron a cabo un total de 861 (ochocientos sesenta y un) concursos públicos de 

                                                           
57 Ibid. 
58 Ibid.   
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ingreso al servicio de la carrera judicial. De 2012 a 2015 solamente se realizaron 13 (trece) concursos 

públicos, mientras que en 2016 ninguno ha tenido lugar hasta la fecha de la visita in situ. 
59 

[111] Por lo tanto, el Comité formulará una recomendación al respecto en el sentido de que el 

Estado analizado, dentro de los recursos disponibles, considere poner a disposición del Órgano 

Judicial los recursos necesarios para agilizar la implementación de la legislación existente. (Véase 

recomendación 1.1.3.18 de la sección 1.1.3 del capítulo II de este informe) 

[112] Asimismo, y de conformidad con el artículo 308
60

, la fecha límite para iniciar la 

implementación de los concursos públicos competitivos para las vacantes en la carrera judicial fue el 

27 de abril de 2016, por lo que el Estado analizado debería considerar la posibilidad de iniciar este 

proceso. Por lo tanto, el Comité formulará una recomendación al respecto. (Véase recomendación 

1.1.3.19 de la sección 1.1.3 del capítulo II de este informe) 

[113] Adicionalmente, la organización de sociedad civil Alianza Ciudadana Pro Justicia informó, 

en la visita in situ, que se han escogido a 930 funcionarios para el nuevo modelo penal, sin que se les 

apliquen las reglas establecidas en la Ley de Carrera Judicial, que están vigentes. Con el cambio al 

nuevo sistema acusatorio, la nueva Ley de Carrera Judicial todavía no se está aplicando. Los 

nombramientos siguen efectuándose de manera totalmente discrecional y no con base en méritos, 

aplicando las disposiciones provisionales temporales, lo que provoca que los funcionarios nombrados 
sean vulnerables ante quienes los designaron.  

Medida c) sugerida por el Comité, que requiere atención adicional en el marco de la Tercera Ronda: 

Requerir que el Jefe de Despacho, al seleccionar a un candidato en particular, deje un registro 

escrito que justifique sus decisiones en los procedimientos de selección para el ingreso a la Carrera 

Judicial, a fin de que sea posible impugnar los procesos de selección para dichos cargos.  

[114] Con respecto a la medida anterior, en su respuesta, el Estado analizado presenta información y 

nuevos desarrollos. En este sentido, el Comité observa los siguientes como pasos que lo llevan a 

concluir que la medida se ha considerado satisfactoriamente
61

:  

[115] “Con la regulación de la Carrera Judicial a través de la Ley 53 de 27 de agosto de 2015 el 

proceso de seleccionar a un candidato es más transparente, y desarrolla procedimientos mecanismos 

de impugnación, ya que para la selección se cumple con varias etapas, posteriores a la convocatoria, 

las cuales son establecidas en el artículo 95: 

[116] Procedimientos, artículo 95: Procedimiento de concurso abierto.  

El concurso abierto es el procedimiento a través del cual se deben llenar las vacantes que se generen 

en el Órgano Judicial que no sean susceptibles de ser cubiertas por las vías de traslado, ascenso o 

libre nombramiento de la unidad nominadora.  

[117] Para el procedimiento de concursos abiertos, la Secretaría Técnica de Recursos Humanos 

efectuará la convocatoria anual correspondiente en que precisará los datos de los puestos de cada 

                                                           
59 Véase la presentación de la Corte Suprema, diapositiva 13. http://www.oas.org/juridico/english/pan.htm 
60 Disponible en: http://www.organojudicial.gob.pa/wp-

content/uploads/2015/11/Ley_53_de_2015_Que_regula_la_Carrera_Judicial1.pdf 
61 Véase la presentación de la Corte Suprema, diapositiva 13. http://www.oas.org/juridico/english/pan.htm 
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carrera, así como las instrucciones para la formalización de interés a través de la aplicación 

informática respectiva.  

[118] Este procedimiento consta de las cinco fases siguientes: 

Presentación electrónica de documentos vía Internet, debidamente escaneados, en que consten las 

ejecutorias y los antecedentes académicos y laborales, que posteriormente se autenticarán previa 

cita, por la Dirección de Selección de Recursos Humanos, que emitirá la certificación 

correspondiente. Esta fase tiene un valor máximo de 20 %. 

Superación de pruebas psicológicas y técnicas aplicadas por la Dirección de Selección de Recursos 

Humanos de acuerdo con la naturaleza del cargo al que se aspira. Esta fase es valorada con un 

máximo de 20 %.  

Concurso de oposición, ante una comisión de evaluación y técnicos en competencias. Esta fase tiene 

un valor de hasta el 20 %.  

Entrevista ante representantes de la unidad nominadora y un representante de la sociedad civil. Esta 

fase tiene un valor de hasta el 20 %. 

[119] En vista de lo anterior, el Comité toma nota de la consideración satisfactoria por el Estado 

analizado de la medida c), tomando en cuenta que ha adoptado disposiciones en la Ley 53/2015 que 

permiten la transparencia en el proceso de selección, con lo que asegura la apertura, la equidad y la 

eficiencia en el sistema de contratación de funcionarios públicos para la carrera judicial. 

Medida d) sugerida por el Comité, que requiere atención adicional en el marco de la Tercera Ronda:  

Desarrollar, a través de los procedimientos jurídicos y administrativos ordinarios correspondientes y 

teniendo en cuenta el principio del debido proceso, disposiciones que establezcan, ya sea por la vía 

administrativa, judicial o ambas, mecanismos de impugnación dirigidos a aclarar, modificar o 

revocar esos actos substanciales que integran los procedimientos de reclutamiento y selección de 

personal, garantizando una tramitación oportuna, objetiva, imparcial y eficaz. 

[120] Con respecto a la medida anterior, en su respuesta, el Estado analizado presenta información 

y nuevos desarrollos. En este sentido, el Comité destaca, como un paso que contribuye al avance en 

la implementación de esta medida, lo siguiente: 

[121] “Las personas que se sientan afectadas por la forma en que fueron evaluadas en las cuatro 

primeras fases podrán presentar recurso de reconsideración ante la autoridad encargada de la 

valoración de la fase correspondiente dentro de los dos días siguientes de aquel en que reciban la 

notificación por correo electrónico, el que deberá sustentarse al momento de la interposición o 

dentro de los dos días siguientes. Todas las reconsideraciones contra la misma decisión serán 

resueltas por la autoridad que la emite a través de un solo pronunciamiento dentro del término de 

diez días hábiles.” 

[122] “Contra los resultados de la fase de entrevistas no cabe ningún recurso.” 

[123] “El consejo de administración de la carrera correspondiente, con fundamento en el 

cumplimiento de los parámetros establecidos, emitirá la resolución en la que se consignen los 

detalles del procedimiento de selección, la puntuación final obtenida y el nombre de quienes resulten 
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ganadores, la comunicará por edicto, al público en general, que será fijado en la página electrónica 

del Órgano Judicial y ordenará que la Secretaría Técnica de Recursos Humanos envíe la 

información correspondiente a las unidades nominadoras que deben llenar las vacantes, para que se 

realice el nombramiento de quien ocupe la primera posición. Con la misma lista se llenarán las 

vacantes que a través de concurso abierto deban ser ocupadas en el Órgano Judicial, hasta que se 

emita la decisión del próximo concurso.” 

[124] El Comité observa que aunque en la Ley 53/2015 se han establecido los concursos públicos 

basados en méritos para la carrera judicial, aún no se han implementado. Sin embargo, el Comité 

reconoce que los parámetros para el desarrollo de exámenes competitivos basados en méritos 

previstos en la legislación existente incluyen mecanismos para asegurar la igualdad de oportunidades 

para los solicitantes durante cuatro de las cinco fases del proceso.  

[125] Además, el Comité observa que con respecto a las cuatro primeras fases del concurso 

público, el Estado analizado debería considerar ampliar el periodo del recurso de consideración ante 

la autoridad, que es de dos días, ya que este periodo es bastante limitado y no otorga al candidato la 

oportunidad de revisar adecuadamente su pedido (Véase recomendación 1.1.3.20 de la sección 1.1.3 

del capítulo II de este informe.) 

[126] No obstante, el Comité observa que con respecto a la última fase del concurso público, la 

etapa de entrevista, las leyes vigentes no le otorgan a un candidato el derecho de apelar el proceso de 

contratación si considera que se presentó algún tipo de irregularidad durante la entrevista. En este 

sentido, el Comité estima que los candidatos que solicitan ingreso para una vacante a través de un 

concurso abierto deberían tener acceso a mecanismos de apelación durante todas las etapas del 

concurso, a fin de que sean acordes con los principios de legalidad, equidad, neutralidad, igualdad y 

transparencia. Por consiguiente, el Comité modificará la recomendación, tomando en cuenta que el 

Estado analizado considere la inclusión de mecanismos para asegurar la igualdad de oportunidades 

para los solicitantes en todas las etapas del concurso. (Véase recomendación 1.1.3.20 de la sección 

1.1.3 del capítulo II de este informe) 

Recomendación 1.1.3: 

Fortalecer los sistemas para la contratación de los funcionarios públicos de la Carrera del Servicio 

Legislativo.  

 

Medida a) sugerida por el Comité, que requiere atención adicional en el marco de la Tercera Ronda: 

 

Establecer disposiciones que requieran la publicación del Manual de Clasificación de Puestos de 

manera que pueda ser consultado por cualquier persona.  

[127] Con respecto a la medida anterior, en su respuesta, el Estado analizado presenta información 

y nuevos desarrollos. En este sentido, el Comité destaca, como un paso que contribuye al avance en 

la implementación de esta medida, lo siguiente
62

: 

[128] “La institución cuenta con un Manual de Clasificación de puestos, esta pendiente de 

publicación en la pagina Web.” 

                                                           
62 Véase la presentación de la Asamblea Legislativa, diapositiva 33. http://www.oas.org/juridico/english/pan.htm 
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[129] El Comité observa que, durante la visita in situ, los representantes del Órgano Legislativo 

informaron que solamente el Consejo de Carrera del Servicio Legislativo puede autorizar la 

publicación del Manual y su accesibilidad para el público en general en el sitio Web. De hecho, este 

Consejo tiene a su cargo la resolución de apelaciones, así como la autorización de procedimientos y 

disposiciones reglamentarias propuestas dentro de la Carrera del Servicio Legislativo. 

[130] No obstante, el Consejo ha estado inactivo durante los últimos siete años. El artículo 9 de la 

Ley 12/1998 (Ley de la Carrera del Servicio Legislativo), que estableció la creación del Consejo de 

Carrera del Servicio Legislativo y sus funciones, fue modificado por el artículo 3 de la Ley 

04/2010
63

el 25 de febrero de 2010. Tomando en cuenta que las leyes vigentes modificaron la 

composición de los integrantes del Consejo, se disolvió el directorio y no se ha vuelto a integrar. Por 

lo tanto, el Comité formulará una recomendación al respecto en el sentido de que el Estado analizado 

considere reactivar el Consejo de Carrera del Servicio Legislativo nombrando a sus miembros y 

cerciorándose de que disponga de los recursos humanos, financieros y tecnológicos necesarios para el 

adecuado desempeño de sus funciones, tomando en cuenta la disponibilidad de recursos. (Véase 

recomendación 1.1.3.21 de la sección 1.1.3 del capítulo II de este informe) 

[131] Considerando la información suministrada por el Estado analizado en su respuesta al 

cuestionario, el Comité toma nota de las medidas adoptadas por el Estado analizado para avanzar en 

su implementación de la medida a), así como de la necesidad de que continúe prestando atención a la 

misma, tomando en cuenta que aunque el Estado analizado ha adoptado un Manual de Clasificación 

de Puestos para la Carrera del Servicio Legislativo, no existen disposiciones establecidas en la 

legislación vigente que requieran específicamente su publicación de tal manera que pueda ser 

consultado por cualquier persona. (Véase recomendación 1.1.3.22 de la sección 1.1.3 del capítulo II 

de este informe) 

Medida b) sugerida por el Comité, que requiere atención adicional en el marco de la Tercera Ronda: 

Requerir que la Autoridad Nominadora, al seleccionar a un candidato en particular, deje un registro 

escrito que justifique sus decisiones en los procedimientos ordinarios de ingreso a la Carrera del 

Servicio Legislativo, a fin de que sea posible impugnar los procesos de selección para dichos cargos.  

[132] Con respecto a la medida anterior, en su respuesta, el Estado analizado presenta información 

y nuevos desarrollos. En este sentido, el Comité destaca, como un paso que contribuye al avance en 

la implementación de esta medida, lo siguiente
64

: 

[133] “La institución cuenta con un procedimiento ordinario de ingreso a la carrera del servicio 

legislativa establecido mediante ley 12 de 10 de febrero de 1998, que desarrolla la carrera de 

servicio legislativa y dicta otras disposiciones, y reformada por Ley 16 de 2008, ley 43 de 30 de junio 

de 2009, ley 4 de 25 de febrero de 2010, a través del cual es posible impugnar los procesos de 

selección para dichos cargos, no obstante en este momento el consejo de carrera legislativa no esta 

activado.” 

[134] El Comité observa que el artículo 28 de la Ley 16/2009 y el artículo 48 de la Resolución 

178/2010 (Reglamento de Administración de Recursos Humanos en la Carrera del Servicio 

Legislativo)
65

 señalan que la Autoridad Nominadora tendrá la potestad de seleccionar de manera 

                                                           
63 Disponible en : https://www.gacetaoficial.gob.pa/pdfTemp/26477_C/GacetaNo_26477c_20100225.pdf 
64 Véase la presentación de la Asamblea Legislativa, diapositiva 33. http://www.oas.org/juridico/english/pan.htm 
65 Disponible en: http://www.asamblea.gob.pa/transpasm/reglamento_interno_de_administracion_de_recursos_humanos.pdf 
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discrecional a uno de los candidatos aprobados de una lista de candidatos y no está obligada 

legalmente a respetar exclusivamente el orden de clasificación de los candidatos.  

[135] “Articulo 48. El Presidente de la Asamblea Nacional seleccionará discrecionalmente, de la 

terna o lista, a uno de los candidatos para llenar la vacante y notificará a la Dirección de Recursos 

Humanos el nombre del candidato seleccionado. El candidato elegido deberá estar disponible 

inmediatamente para ejercer el cargo. De no estarlo, el Presidente escogerá entre los restantes 

candidatos de la terna.”
66

 

[136] Asimismo, el Comité observa que el Estado analizado presenta progreso con respecto a los 

mecanismos establecidos para impugnar los resultados de los concursos públicos en la Carrera del 

Servicio Legislativo. En ese sentido, la Resolución 178/2010 (Reglamento de Administración de 

Recursos Humanos en la Carrera del Servicio Legislativo) establece ciertos mecanismos que prevén 

la posibilidad de impugnar los resultados, como permitir que los candidatos presenten un recurso de 

apelación cuando no se les aprueba para participar en un concurso público específico. Asimismo, 

permite que los candidatos soliciten una reevaluación de los documentos
67

 relacionados con el 

concurso dentro de un plazo de dos días a partir del anuncio de los resultados.  

[137] Sin embargo, el Comité estima que las disposiciones vigentes tienen un alcance limitado y no 

establecen mecanismos de recurso contra las etapas sustantivas de los procedimientos de 

reclutamiento y selección de personal en general, como, por ejemplo, los requisitos y las 

prohibiciones para el concurso. 

[138] Considerando la información suministrada en su respuesta, el Comité toma nota de las 

medidas adoptadas por el Estado analizado para avanzar en su implementación de la medida b), así 

como de la necesidad de que continúe prestando atención a la misma, tomando en cuenta que el 

Estado analizado debería considerar la posibilidad de establecer disposiciones que requieran que la 

Autoridad Nominadora, al seleccionar a un candidato específico, provea un registro por escrito en el 

que explique sus decisiones en los procedimientos ordinarios de ingreso a la Carrera del Servicio 

Legislativo de tal manera que sea posible impugnar los procedimientos de selección para dichos 

cargos. Esto permitiría la transparencia en el proceso de selección y así aseguraría la publicidad, 

equidad y eficiencia en el sistema de contratación de funcionarios públicos en la rama legislativa. 

(Véase recomendación 1.1.3.23 de la sección 1.1.3 del capítulo II de este informe) 

[139] Adicionalmente, no existen lineamientos que establezcan los criterios que se emplean dentro 

del proceso de selección de un candidato específico. El Comité observa que esta selección debería ir 

acompañada por una explicación por escrito basada en criterios objetivos, como la experiencia 

laboral y los antecedentes académicos, por ejemplo. Por lo tanto, el Comité formulará una 

recomendación al respecto, tomando en cuenta que en el nombramiento del personal, la Autoridad 

Nominadora debería considerar la posibilidad de que se tomara en cuenta en la selección el orden de 

los puntajes obtenidos por los candidatos. (Véase recomendación 1.1.3.24 de la sección 1.1.3 del 

capítulo II de este informe) 

Medida c) sugerida por el Comité, que requiere atención adicional en el marco de la Tercera Ronda: 

                                                           
66 Ibíd. 
67 Panamá señala que el perfil del candidato se evalúa directamente contra la descripción del cargo para el cual concursa, 

para determinar así si reúne los requisitos mínimos para desempeñar dicho cargo, tal como lo estipula nuestro Reglamento 

de Recursos Humanos, sin embargo mientras no se ejecute del Proceso ordinario de ingreso (POI) esto no se aplica 

totalmente. 
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Perfeccionar la Ley de la Carrera del Servicio Legislativo a fin de introducir disposiciones con 

respecto a plazos, métodos de publicación e impugnaciones a las reglas de los concursos. 

[140] Con respecto a la medida anterior, en su respuesta, el Estado analizado presenta información 

y nuevos desarrollos. En este sentido, el Comité destaca, como un paso que contribuye al avance en 

la implementación de esta medida, lo siguiente
68

: 

[141] “La Ley de carrera del Servicio Legislativo, está vigente, desarrollada y cuenta con 

disposiciones de plazos, no obstante en este momento el Consejo de Carrera Legislativo no está 

activado.”  

[142] El Comité observa que la Resolución 178/2010 (Reglamento de Administración de Recursos 

Humanos en la Carrera del Servicio Legislativo) no especifica de qué manera se deben publicar las 

convocatorias para los concursos. Los artículos 30 y 31 establecen que los concursos públicos tienen 

que convocarse por lo menos con diez (10) días de antelación al inicio del concurso. Sin embargo, no 

contienen lineamientos sobre la manera y los sitios en que deben difundirse los concursos públicos. 

Por consiguiente, el Comité aconseja que el Estado analizado contemple la posibilidad de publicar 

estas convocatorias a través de un sistema electrónico que permita su divulgación entre el público en 

general, posiblemente en Internet, así como a través de un periódico de distribución nacional.  

[143] Adicionalmente, el marco jurídico existente no contiene disposiciones que señalen la manera 

en que se deben realizar las convocatorias para la carrera administrativa, como la publicación de 

períodos mínimos para que los candidatos puedan presentar su solicitud para un concurso o los 

tiempos generales para su selección.  

[144] Considerando la información suministrada en su respuesta, el Comité toma nota de las 

medidas adoptadas por el Estado analizado para avanzar en su implementación de la medida c), así 

como de la necesidad de que continúe prestando atención a la misma, tomando en cuenta que el 

Estado analizado debería considerar la posibilidad de introducir en su marco jurídico disposiciones 

que establezcan con mayor detalle los plazos, métodos de publicación e impugnaciones a las reglas 

de los concursos. (Véase recomendación 1.1.3.25 de la sección 1.1.3 del capítulo II de este informe) 

[145] El Comité observa que, durante la visita in situ, los representantes del Órgano Legislativo 

informaron que solamente el Consejo de Carrera del Servicio Legislativo puede autorizar la 

publicación del Manual y su accesibilidad para el público en general en el sitio Web. De hecho, este 

Consejo tiene a su cargo la resolución de apelaciones, así como la autorización de procedimientos y 

disposiciones reglamentarias propuestas dentro de la Carrera del Servicio Legislativo. 

[146] El Comité también estima importante señalar que durante la visita in situ, los representantes 

del Órgano Legislativo informaron que solamente el Consejo de Carrera del Servicio Legislativo 

puede autorizar la realización de concursos públicos. No obstante, el Consejo ha estado inactivo 

durante los últimos siete años, pues la conformación de sus integrantes depende del Presidente de la 

Asamblea Legislativa. 

Medida d) sugerida por el Comité, que requiere atención adicional en el marco de la Tercera Ronda: 

 

Establecer expresamente en la legislación la prohibición al nepotismo y la nulidad de los 

nombramientos realizados en contravención a dichas disposiciones. 

                                                           
68 Véase la presentación de la Asamblea Legislativa, diapositiva 33. http://www.oas.org/juridico/english/pan.htm 
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[147] Durante la visita in situ, los representantes del Órgano Legislativo informaron que la 

Resolución 112 del 29 de julio de 2002 (Código de Ética del Órgano Legislativo)
69

 es la ley vigente 

que establece la prohibición del nepotismo en la carrera legislativa. Su artículo 14 señala que está 

prohibido que el servidor público incurra en actos de nepotismo en beneficio de familiares o 

parientes. No impone específicamente la prohibición de beneficiar a parientes relacionados hasta el 

tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad. Además, la Resolución 178/2010 (Reglamento 

de Administración de Recursos Humanos en la Carrera del Servicio Legislativo) no contiene 

disposiciones que prohíban el nepotismo ni la nulidad de los nombramientos realizados en 

contravención a dichas disposiciones.  

[148] Asimismo, el Comité observa que, durante la visita in situ, los representantes la Asamblea 

Nacional declararon que no existe ningún mecanismo para detectar casos de nepotismo en el ingreso 

a la carrera legislativa o un órgano que vele por el cumplimiento del Código de Ética del Órgano 

Legislativo. Se informó que durante el proceso de contratación no se requiere que el candidato 

suministre una declaración oral o jurada respecto a esta información.  

 

[149] Considerando la información suministrada por el Estado analizado, el Comité toma nota de 

las medidas adoptadas por el Estado analizado para avanzar en su implementación de la medida d), 

así como de la necesidad de que continúe prestando atención a la misma, tomando en cuenta la 

cobertura limitada de las disposiciones normativas relacionadas con el nepotismo. El Estado 

analizado debería considerar la posibilidad de introducir en su marco jurídico disposiciones que 

establezcan específicamente la prohibición del nepotismo en relación con los candidatos relacionados 

hasta el tercer grado por consanguinidad y segundo de afinidad con la Autoridad Nominadora y el 

superior inmediato del puesto vacante, la nulidad de los nombramientos realizados en contravención 

a dichas disposiciones, así como mecanismos para detectar casos de nepotismo en el ingreso a la 

carrera legislativa. (Véase recomendación 1.1.3.26 de la sección 1.1.3 del capítulo II de este informe) 

1.1.2. Nuevos desarrollos con respecto a las disposiciones de la Convención sobre los 

sistemas para la contratación de funcionarios públicos  

 

1.1.2.1 Nuevos desarrollos con respecto al marco jurídico  

 

a) Cobertura  

 

 Disposiciones de rango legal y de diversa naturaleza jurídica aplicables a la 

mayoría del personal del Poder Ejecutivo, entre las que cabe destacar las 

siguientes:  

 

[150] – El Decreto Ejecutivo 44/2008 del 11 de abril de 2008
70

, que modifica y adiciona artículos 

al Decreto Ejecutivo 222/97, tiene como objetivo brindar más eficiencia, claridad y comprensión a la 

implementación de la Ley de la Carrera Administrativa. La mayoría de las modificaciones no alteran 

la importancia del texto original; sin embargo, se deben tomar en cuenta los siguientes artículos:  

 

[151] El artículo 4 establece que la carrera administrativa es obligatoria para todas las 

dependencias del Estado y se aplicará también, en caso necesario, para complementar las ya 

                                                           
69 Resolución 112 del 29 de julio de 2002. http://www.asamblea.gob.pa/transpasm/codigo_etica_serv_leg.pdf 
70 Disponible en: http://www.oas.org/juridico/PDFs/mesicic5_pan_res_ane_con_fun_4.pdf 
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existentes para instituciones públicas específicas. El artículo 24 establece que los servidores públicos 

en funciones que laboren en puestos de nivel 101 (cargos de apoyo operativo) adquirirán su 

condición de Carrera Administrativa después de dos años de labores ininterrumpidos, sin necesidad 

de concurso ni de verificación previa de que reúnen los requisitos mínimos para el cargo. El artículo 

135 señala que para participar en un concurso interno, el servidor público deberá tener por lo menos 

dos años de servicios ininterrumpidos en su categoría, además de un mínimo de 102 horas de 

instrucción relacionada con su puesto en los dos últimos años. 

 

[152] – La Resolución 2/2008 del 30 de abril de 2008
71

 (Reglamento Técnico de Reclutamiento y 

Selección para Ascenso e Ingreso a la Carrera Administrativa), que establece las normas generales de 

reclutamiento y selección de los aspirantes a ascender o ingresar al Sistema de Carrera 

Administrativa y contiene reglas para la contratación de personal para concursos internos y externos 

basados en méritos, como los procedimientos para las convocatorias a concurso, los requisitos para 

los candidatos, exámenes, entrevistas y criterios de competencia que se evaluarán para las decisiones 

adoptadas durante el proceso, así como la publicación de los resultados en cada etapa y la posibilidad 

de presentar apelaciones. 

 

[153] – El Proyecto de Ley 230/2015
72

 que adopta medidas para la modernización de los recursos 

humanos dentro del sistema de la carrera administrativa. En este Proyecto de Ley se sugiere la 

creación de un Tribunal Administrativo de la Función Pública, la preparación y actualización de 

Manuales Institucionales de Clases Ocupacionales, la implementación de evaluaciones del 

rendimiento y el reconocimiento de los derechos de los servidores públicos, como estabilidad laboral, 

remuneración y capacitación. También requiere que los servidores públicos cumplan con los 

requisitos mínimos de educación y experiencia exigidos en los Manuales Institucionales de Clases 

Ocupacionales. Se propone también reinstaurar la acreditación como servidores públicos a las 

personas que la hayan perdido con la promulgación de la Ley 43/2009. 

 

 Disposiciones de rango legal y de diversa naturaleza jurídica aplicables a la 

mayoría del personal del Poder Judicial, entre las que cabe destacar las 

siguientes:  

 

[154] – La Ley 53 del 27 de agosto de 2015
73

, que regula y estructura la carrera judicial y establece 

los procedimientos de selección y nombramiento del personal.  

 

[155] Los artículos 7 a 10 prevén los procedimientos para la creación y elaboración de los 

Manuales de Puestos que deberán contener lo siguiente: factores como nomenclatura, grado, misión 

del puesto, competencias requeridas para el desarrollo de la función, resultados esperados, persona o 

dependencia a la que estos deben reportarse, responsabilidades, condiciones ambientales, riesgos, 

criterios o estándares de desempeño y especificación con el propósito de orientar la gestión del 

recurso humano en las áreas de reclutamiento, selección, integración, formación, evaluación, 

clasificación, remuneración, ascensos, salud, seguridad y otras acciones. la Secretaría Técnica de 

Recursos Humanos garantizará que la especificación de los puestos de trabajo contenga las 

calificaciones y competencias requeridas para el adecuado desempeño de las funciones que 

                                                           
71 Disponible en : 

http://www.digeca.gob.pa/tmp/file/1183/REGLAMENTO%20TECNICO%20DE%20ASCENSO%20E%20INGRESO%20

2008.pdf 
72 Disponible en: http://www.asamblea.gob.pa/proyley/2015_P_230.pdf, 
73 Disponible en: http://www.organojudicial.gob.pa/wp-

content/uploads/2015/11/Ley_53_de_2015_Que_regula_la_Carrera_Judicial1.pdf 
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correspondan. Asimismo, coordinará la preparación y presentación oportuna al consejo de 

administración de la carrera de que se trate del manual que contendrá la definición de las 

competencias organizacionales, específicas y técnicas de cada puesto de trabajo. Anualmente se 

realizará una revisión general de todos los puestos existentes con el fin de recomendar los ajustes y 

modificaciones que se requieran. 

 

[156] El artículo 55 provee los requisitos de ingreso y permanencia en la carrera judicial, que 

incluyen: (1) estar en pleno ejercicio de sus derechos civiles; (2) reunir los requisitos mínimos para el 

cargo; (3) no haber sido declarado culpable de cometer un delito intencional; (4) no tener 

incompatibilidad para ejercer las responsabilidades del cargo; (5) haber aprobado satisfactoriamente 

los exámenes y cursos de formación de ingreso exigidos; y (6) no haber sido destituido por motivos 

disciplinarios del Poder Judicial o condenado por falta a la ética profesional. 

 

[157] El artículo 64 dispone que uno de los deberes generales del servidor público en la carrera 

judicial es evitar actuar con nepotismo.  

 

[158] Los artículos 92 y 95 establecen los procedimientos para cubrir las vacantes en el Poder 

Judicial. Disponen que los concursos generales serán convocados anualmente por la Secretaría 

Técnica de Recursos Humanos a través del sitio electrónico del Órgano Judicial y publicados en los 

murales de la Institución y de las entidades públicas y privadas. El concurso consta de las cinco fases 

siguientes: (1) presentación electrónica de documentos (vía Internet), (2) pruebas psicológicas y 

técnicas, (3) curso de formación, (4) entrevista. Los resultados parciales son confidenciales y solo se 

darán a conocer al candidato. Los candidatos tienen dos días después de recibir la notificación de los 

resultados para presentar un recurso de reconsideración con respecto a las calificaciones y la 

Secretaría tendrá diez días para decidir si el recurso se considerará fundado o no.  

 

[159] Con respecto a la última fase del concurso público, la etapa de entrevista, las leyes vigentes 

no le otorgan a un candidato el derecho de apelar el proceso de contratación si considera que se 

presentó algún tipo de irregularidad durante la entrevista.  

 

 Disposiciones de rango legal y de diversa naturaleza jurídica aplicables a la 

mayoría del personal del Poder Legislativo, entre las que cabe destacar las 

siguientes:  

 

[160] – La Ley 04 del 24 de febrero de 2010
74

, que reforma y añade artículos a la Ley 12/98 (Ley 

de la Carrera del Servicio Legislativo). El artículo 9 modifica la composición de los integrantes 

designados al Consejo de Carrera del Servicio Legislativo establecida en la Ley 12/98 añadiendo al 

Consejo al Presidente de la Asociación de Empleados y eliminando al Presidente de la Comisión de 

Ética y a uno de los representantes de los servidores de carrera del servicio judicial.  

 

[161] – La Resolución 178/2010
75

, (Reglamento de Administración de Recursos Humanos en la 

Carrera del Servicio Legislativo) cuyo artículo 12 señala que la selección para la carrera legislativa se 

hará con base en la competencia profesional, méritos y moral pública de los aspirantes. El artículo 13 

establece que los instrumentos de selección para una vacante son el concurso de antecedentes, los 

exámenes de libre oposición, las evaluaciones de ingreso o cualquier combinación de los anteriores. 

                                                           
74 Disponible en: https://www.gacetaoficial.gob.pa/pdfTemp/26477_C/GacetaNo_26477c_20100225.pdf 
75 Disponible en: http://www.asamblea.gob.pa/transpasm/reglamento_interno_de_administracion_ 

de_recursos_humanos.pdf 
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El artículo 14 establece que la Dirección de Recursos Humanos le asignará a cada aspirante una clave 

o equivalente que impida al calificador conocer la identidad del aspirante. El artículo 30 establece 

que las convocatorias a concurso público por lo menos con 10 días de antelación a la ejecución de las 

pruebas. El artículo 46 dispone que los aspirantes pueden solicitar por escrito la revisión de los 

resultados en un término de dos días a partir de la fecha de su notificación. El artículo 48 establece 

que el Presidente de la Asamblea Nacional está facultado para seleccionar discrecionalmente a uno de 

los candidatos aprobados de una lista de aspirantes y, por lo tanto, no tiene obligación legal de 

respetar exclusivamente el orden de clasificación de los candidatos.  

 

[162] La Resolución 112 del 29 de julio de 2002
76

 (Código de Ética del Poder Legislativo). Los 

artículos 13 y 14 establecen la prohibición de que un servidor público actúe con nepotismo en 

beneficio de familiares o parientes relacionados por consanguinidad o afinidad.  

 

(b) Observaciones 
 

[163] En primer lugar, el Comité desea reconocer las medidas normativas nuevas que ha adoptado 

República de Panamá para continuar sus esfuerzos para crear, mantener y fortalecer sus sistemas para 

la contratación de funcionarios públicos a que se refiere el artículo III, párrafo 5 de la Convención.  

 

[164] No obstante, estima pertinente formular varios comentarios sobre la conveniencia de 

fortalecer, desarrollar y/o adaptar ciertas disposiciones relativas a estos nuevos desarrollos, 

independientemente de las observaciones efectuadas por el Comité en la sección 1.1.1. anterior en 

relación con el seguimiento de la implementación de las recomendaciones que se le formularon al 

Estado analizado en el informe de la Segunda Ronda. 

 

[165] Con respecto a los nuevos desarrollos en materia legal aplicables a la mayoría de los 

servidores públicos en el Poder Ejecutivo, el Comité observa lo siguiente: 

 

[166] Con respecto al Decreto Ejecutivo 44/2008 del 11 de abril de 2008
77

, y a los efectos del 

mejoramiento continuo en la salvaguarda de los principios de transparencia, igualdad, justicia y 

eficiencia en los procesos de examen competitivo basado en méritos, el Comité estima que es 

importante que el Estado analizado considere la posibilidad de derogar las disposiciones legales que 

permiten que se designe a funcionarios interinos y empleados de confianza para puestos permanentes 

vacantes sin que hayan participado previamente en un concurso externo o verificación de requisitos 

mínimos para el cargo, a fin de promover la igualdad de oportunidades de acceso a los puestos 

públicos y fomentar los concursos externos para este fin. (Véase recomendación 1.1.3.28 de la 

sección 1.1.3 del capítulo II de este informe) 

 

[167] Con respecto a los nuevos desarrollos en materia legal aplicables a la mayoría de los servidores 

públicos en el Poder Judicial, el Comité observa lo siguiente: 

 

[168] Independientemente de las observaciones efectuadas por el Comité en la sección 1.1.1. 

anterior en relación con el seguimiento de la implementación de las recomendaciones que se le 

formularon al Estado analizado en el informe de la Segunda Ronda, el Comité observa que los 

representantes del Poder Judicial informaron durante la visita in situ que todavía no se inicia la 

elaboración de los Manuales de Clases Ocupacionales debido a la falta de recursos financieros. En 

                                                           
76 Resolución 112 de 29 de julio de 2002. http://www.oas.org/juridico/english/pan.htm 
77 Disponible en: http://www.oas.org/juridico/PDFs/mesicic5_pan_res_ane_con_fun_4.pdf 
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ese sentido, solamente podrán llevarse a cabo concursos públicos anuales cuando se hayan elaborado 

y aprobado las clasificaciones ocupacionales para la carrera judicial. El Comité estima importante 

que el Estado analizado, dentro de sus recursos, considere la posibilidad de suministrar los recursos 

humanos, financieros y tecnológicos necesarios para la implementación de la Ley 53/2015. (Véase 

recomendación 1.1.3.18 de la sección 1.1.3 del capítulo II de este informe) 

 

1.1.2.2 Nuevos desarrollos con respecto a tecnología  

 

[169] Con respecto a los desarrollos en este sentido en el Poder Ejecutivo, Panamá hizo 

referencia en su respuesta
78

 a la creación en 2010 de DIGECA WEB
79

 (Dirección General de Carrera 

Administrativa), que contiene datos sobre la estructura de la carrera administrativa y toda la 

información sobre la Administración de Recursos Humanos. Además, el Estado analizado está 

desarrollando un Sistema de Información para la Administración de Recursos Humanos en el Sector 

Público, que integrará módulos sobre los Manuales de Clasificación de Puestos, Recursos Humanos y 

Evaluación del Desempeño. 
 

1.1.2.3 Resultados 

 

[170] El Comité observa que ni el Poder Ejecutivo, ni el Judicial, ni el Legislativo ofrecen 

resultados objetivos con respecto al sistema de contratación de funcionarios públicos que se aplica 

bajo sus respectivas competencias.  

 

[171] El Comité observa, por ejemplo, que en la respuesta al cuestionario, el Estado analizado no 

suministra información estadística con respecto al número de procesos de reclutamiento y selección 

que se realizaron en un año dado en el Poder Ejecutivo. Lo mismo ocurre al examinar lo relativo al 

Poder Legislativo.  

 

[172] Durante la visita in situ, los representantes del Poder Judicial presentaron la siguiente 

información sobre el número de procesos de selección realizados entre 2010 y 2015
80

: 

 

                                                           
78 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 89. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
79 Disponible en: http://201.218.239.201/digeca/ 
80 Véase la presentación de la Corte Suprema, diapositiva 13. http://www.oas.org/juridico/english/pan.htm 
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Concursos 
Convocados Cantidad 

2010-2011 861 

2012-2013 0 

2014-2015 13 

Total 874 

Concursos tramitados  CANTIDAD 

2010-2011 211 

2012-2013 0 

2014-2015      663  (1) 
Total 874 

2014 -2015   
Concursos finiquitados 430 

Concursos por 
finiquitar      233 (2) 

Total 663 
(1)	Corresponden	a	los	13	concursos	convocados	en	el	2014	y	los	650	convocados	en	el	
2010-2011	
(2)	120	concursos	en	la	unidad	nominadora	por	decidir;	60	en	período	probatorio	y	53	
con	recursos	

CONCURSOS	CONVOCADOS	Y		TRAMITADOS	
Período	2010-2015	

	

 
 

 

[173] Sin embargo, no se suministró información con respecto al número de servidores públicos 

admitidos a la carrera judicial en los 874 concursos públicos realizados entre 2010 y 2015, ni 

estadísticas sobre el número de concursos públicos y admisiones ocurridos en 2016. En ese sentido, 

el Estado analizado informó que no se realizaron concursos públicos después de la promulgación de 

la Ley 53/2015 debido a falta de recursos financieros. No obstante, el Comité reitera la importancia 

de que el Estado analizado considere la posibilidad de hacer esfuerzos para adoptar las medidas 

pertinentes para iniciar concursos basados en méritos para cubrir los puestos permanentes en el Poder 

Judicial. (Véase recomendación 1.1.3.27 de la sección 1.1.3 del capítulo II de este informe) 
 

[174]  Así pues, el Comité informa que no puede recurrir a datos estadísticos sobre el número de 

concursos llevados a cabo en un año, cuántos se completaron, cuántos fueron abandonados, cuántas 

personas se registraron para un puesto o cuántas personas ingresaron al servicio público en un año 

dado. La falta de información le dificulta al Comité determinar la eficiencia y la transparencia del 

sistema existente para la contratación de funcionarios públicos. El Comité formulará una 

recomendación. (Véase recomendación 1.1.3.28 de la sección 1.1.3 del capítulo II de este informe) 

 

1.1.3 Recomendaciones: 

 

[175] En vista de los comentarios planteados en las secciones 1.1.1 y 1.1.2 del Capítulo II de este 

informe, el Comité sugiere que el Estado analizado considere las siguientes recomendaciones: 

 
 

1.1.3.1  Establecer disposiciones que requieran específicamente la publicación de los 

Manuales de Clases Ocupacionales de manera que puedan ser consultados por 

cualquier persona. (Véase párrafo 27 en el capítulo III, sección 1.1.1. de este 

informe) 
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1.1.3.2 Considerar la posibilidad de establecer disposiciones legales que requieran que las 

dependencias preparen, actualicen y revisen sus Manuales de Clases Ocupacionales 

dentro de las 47 instituciones de la carrera administrativa. (Véase párrafo 28 en el 

capítulo III, sección 1.1.1. de este informe) 

 

1.1.3.3 Adoptar lineamientos basados en criterios objetivos que utilicen las Autoridades 

Nominadoras al seleccionar a un candidato de la lista presentada por la Dirección 

General de la Carrera Administrativa. (Véase párrafo 36 en el capítulo III, sección 

1.1.1. de este informe) 

 

1.1.3.4 Contemplar la adopción de disposiciones legales que requieran que, al nombrar al 

personal de la carrera administrativa, la Autoridad Nominadora realice la selección 

tomando en cuenta el orden de las calificaciones obtenidas por los candidatos. 

(Véase párrafo 37 en el capítulo III, sección 1.1.1. de este informe) 

 

1.1.3.5 Reactivar el Consejo Técnico de Carrera Administrativa designando a sus miembros 

y asegurando que disponga de los recursos humanos, financieros y tecnológicos 

necesarios para el adecuado desempeño de sus funciones, tomando en cuenta la 

disponibilidad de recursos. (Véase párrafo 47 en el capítulo III, sección 1.1.1. de este 

informe) 

 

1.1.3.6 Adoptar las disposiciones necesarias para la publicación y difusión amplia de las 

vacantes dentro de la carrera administrativa. (Veéase párrafo 55 en el capítulo III, 

sección 1.1.1. de este informe) 

 

1.1.3.7 Contemplar la adopción de disposiciones legales que señalen la manera en que se 

deberán publicar los avisos de vacantes en la carrera administrativa, como establecer 

plazos mínimos para la publicación de los avisos, así como plazos mínimos durante 

los cuales se pueden aceptar registros de solicitantes. (Véase párrafo 56 en el capítulo 

III, sección 1.1.1. de este informe) 

 

1.1.3.8 Establecer mecanismos como, por ejemplo, un sistema electrónico, para la 

publicación uniforme y la divulgación general de las convocatorias para concursos 

externos abiertos en la carrera administrativa. (Véase párrafo 57 en el capítulo III, 

sección 1.1.1. de este informe) 

 

1.1.3.9 Considerar extender la prohibición de optar por ocupar puestos públicos a las 

personas que guardan relaciones de parentesco hasta el tercer grado de 

consanguinidad y segundo de afinidad con el superior inmediato del puesto vacante, 

previendo mecanismos que permitan garantizar su control. (Véase párrafo 63 en el 

capítulo III, sección 1.1.1. de este informe) 

 

1.1.3.10 Adoptar mecanismos que aseguren el cumplimiento de la prohibición de optar por 

ocupar puestos públicos a las personas que guardan relaciones de parentesco hasta el 

tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad con el superior inmediato del 

puesto vacante. (Véase párrafo 65 en el capítulo III, sección 1.1.1. de este informe) 
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1.1.3.11 Considerar el establecimiento expreso en la legislación la nulidad de los 

nombramientos realizados en contravención a sus disposiciones. (Véase párrafo 70 

en el capítulo III, sección 1.1.1. de este informe) 

 

1.1.3.12 Desarrollar disposiciones que establezcan, mecanismos de impugnación dirigidos a 

aclarar, modificar o revocar esos actos substanciales que integran los procedimientos 

de reclutamiento y selección de personal, garantizando una tramitación oportuna, 

objetiva, imparcial y eficaz. (Véase párrafo 76 en el capítulo III, sección 1.1.1. de 

este informe) 

 

1.1.3.13 Reactivar la Junta de Apelaciones y Conciliación designando a sus miembros y 

asegurando que disponga de los recursos humanos, financieros y tecnológicos 

necesarios para el adecuado desempeño de sus funciones, tomando en cuenta la 

disponibilidad de recursos. (Véase párrafo 77 en el capítulo II, sección 1.1.1. de este 

informe) 

 

1.1.3.14 Concluir el procedimiento especial de ingreso para los servidores públicos que 

ingresaron antes de la entrada en vigor del Reglamento de la Ley de Carrera 

Administrativa y garantizar que, posteriormente a la aplicación del procedimiento 

especial de ingreso, los puestos vacantes sean llenados a través del procedimiento 

ordinario de ingreso. (Véase párrafo 86 en el capítulo II, sección 1.1.1. de este 

informe) 

 

1.1.3.15 Fortalecer la Dirección General de Carrera Administrativa, dotándola de autonomía e 

independencia del Poder Ejecutivo así como de los recursos necesarios para la 

implementación integral de la Ley de Carrera Administrativa y de su Reglamento, 

tomando en cuenta la disponibilidad de recursos. (Véase párrafo 92 en el capítulo II, 

sección 1.1.1. de este informe) 

 

1.1.3.16 Considerar la posibilidad de adoptar disposiciones legales que prohíban el nepotismo 

en el ingreso de servidores públicos a la carrera judicial y que también declaren la 

nulidad de los nombramientos realizados en contravención a dichas disposiciones, 

previendo mecanismos que permitan garantizar su control. (Véase párrafo 100 en el 

capítulo II, sección 1.1.1. de este informe) 

 

1.1.3.17 Nombrar a los miembros del Tribunal Especial de Integridad y Transparencia del 

Poder Judicial, y asegurar que disponga de los recursos humanos, financieros y 

tecnológicos necesarios para el adecuado desempeño de sus funciones, dentro de los 

recursos disponibles (Véase párrafo 103 en el capítulo II, sección 1.1.1. de este 

informe) 

 

1.1.3.18 Asegurar que el Poder Judicial disponga de los recursos humanos, financieros y 

tecnológicos necesarios para la implementación correcta de la Ley 53/2015, dentro 

de los recursos disponibles. (Véase párrafo 111 en el capítulo II, sección 1.1.1. de 

este informe) 
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1.1.3.19 Iniciar los procedimientos establecidos por la Ley 53/2015 para asegurar el ingreso 

de los servidores públicos a través de concursos públicos competitivos para la carrera 

judicial. (Véase párrafo 112 en el capítulo II, sección 1.1.1. de este informe) 

 

1.1.3.20 Adoptar mecanismos para asegurar la igualdad de oportunidades para los solicitantes 

en todas las etapas de los concursos públicos para el ingreso a la carrera judicial y, en 

especial, incluir la ampliación del periodo del recurso de consideración respecto a las 

cuatro primeras fases del concurso público, para que el candidato tenga la 

oportunidad de revisar adecuadamente su pedido. (Véase párrafo 125 y 126 en el 

capítulo II, sección 1.1.1 de este informe.) 

 

1.1.3.21 Reactivar el Consejo de Carrera del Servicio Legislativo mediante la designación de 

sus miembros y asegurar que disponga de los recursos humanos, financieros y 

tecnológicos necesarios para el adecuado desempeño de sus funciones, dentro de los 

recursos disponibles. (Véase párrafo 130 en el capítulo II, sección 1.1.1. de este 

informe) 

 

1.1.3.22 Establecer disposiciones que requieran la publicación del Manual de Clasificación de 

Puestos de la carrera legislativa de manera que pueda ser consultado por cualquier 

persona. (Véase párrafo 131 en el capítulo II, sección 1.1.1. de este informe)  

 

1.1.3.23 Requerir que la Autoridad Nominadora, al seleccionar a un candidato en particular, 

deje un registro escrito que justifique sus decisiones en los procedimientos ordinarios 

de ingreso a la Carrera del Servicio Legislativo, a fin de que sea posible impugnar los 

procesos de selección para dichos cargos. (Véase párrafo 138 en el capítulo II, 

sección 1.1.1. de este informe)  

 

1.1.3.24 Contemplar la adopción de disposiciones legales que requieran que, al nombrar al 

personal de la carrera legislativa, la Autoridad Nominadora considere realizar la 

selección tomando en cuenta el orden de las calificaciones obtenidas por los 

candidatos. (Véase párrafo 139 en el capítulo II, sección 1.1.1. de este informe) 

 

1.1.3.25 Considerar el perfeccionamiento de la Ley de la Carrera del Servicio Legislativo a 

fin de introducir disposiciones con respecto a plazos, métodos de publicación e 

impugnaciones a las reglas de los concursos públicos. (Véase párrafo 144 en el 

capítulo II, sección 1.1.1. de este informe) 

 

1.1.3.26 Considerar la adopción de disposiciones que establezcan específicamente la 

prohibición del nepotismo en relación con los candidatos que guarden relación hasta 

el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad con la Autoridad 

Nominadora y los superiores inmediatos del cargo vacante, la nulidad de los 

nombramientos realizados en contravención a dichas disposiciones, así como 

mecanismos para detectar casos de nepotismo en el ingreso a la carrera legislativa. 

(Véase párrafo 149 en el capítulo II, sección 1.1.1. de este informe) 

 

1.1.3.27 Contemplar la posibilidad de derogar las disposiciones legales que permiten que se 

designe a funcionarios interinos y empleados de confianza para puestos permanentes 

vacantes en la carrera administrativa sin que hayan participado previamente en un 
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concurso externo o verificación de los requisitos mínimos para el cargo, a fin de 

promover la igualdad de oportunidades de acceso a los puestos públicos y fomentar 

los concursos externos para este fin. (Véase párrafo 166 en el capítulo II, sección 

1.1.1. de este informe) 

 

1.1.3.28 Adoptar las medidas que correspondan para fortalecer la compilación y actualización 

de estadísticas relativas a los servidores públicos de los poderes Ejecutivo, 

Legislativo y Judicial, en relación, entre otros, con el número de oportunidades de 

empleo publicadas y el número y porcentaje de servidores públicos empleados 

mediante procesos de selección basados en méritos; así como poner a disposición del 

público el número de concursos efectuados en un año dado, cuántos se completaron, 

cuántos fueron abandonados, cuántas personas presentaron solicitud para un cargo y 

cuántas personas ingresaron al servicio público en un año dado, a fin de identificar 

desafíos y recomendar medidas correctivas cuando corresponda. (Véase párrafo 174 

en el capítulo II, sección 1.1.1. de este informe) 

 

1.2. SISTEMAS PARA LA ADQUISICIÓN DE BIENES Y SERVICIOS POR PARTE DEL 

ESTADO  

1.2.1 Seguimiento de la implementación de las recomendaciones formuladas en 

la Segunda Ronda 

Recomendación 1.2.1 sugerida por el Comité, que requiere atención adicional en el marco de la 

Tercera Ronda: 

Fortalecer los sistemas para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado. 

Medida a) sugerida por el Comité, que requiere atención adicional en el marco de la Tercera Ronda:  

Continuar adoptando medidas para la adaptación o adecuación de las entidades excluidas del 

ámbito de aplicación de la Ley No. 22 de 2006, de manera a evitar la fragmentación del sistema 

general de contratación estatal, al igual que para lograr la armonía en el manejo de diversos 

regímenes de contratación, guiándose para esto por los principios de publicidad, equidad y 

eficiencia previstos en la Convención.  

[176] Con respecto a la medida anterior, en su respuesta, el Estado analizado presenta información 

y nuevos desarrollos. En este sentido, el Comité destaca, como un paso que contribuye al avance en 

la implementación de esta medida, lo siguiente
81

: 

[177] “Se está reformando casi íntegramente la ley 22 de 27 de junio de 2006, mediante un 

proceso altamente consultado durante nueve (9) meses. En este proyecto
82

 se ha incluido a las Juntas 

Comunales y todas las Entidades Descentralizadas. Solo la materia de medicamentos no se ha 

incluido en el caso de la Caja de Seguro Social.” 

                                                           
81 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 57. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
82 Disponible en: http://www.asamblea.gob.pa/proyley/2016_P_305.pdf 

http://www.asamblea.gob.pa/proyley/2016_P_305.pdf
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[178] El Comité observa que en el informe de la Segunda Ronda para Panamá se observó que la 

Ley 22/2006 no se aplica a las contrataciones que realicen los municipios, las juntas comunales y 

locales y la Caja de Seguro Social, aplicándose solamente en forma supletoria. 

 

[179] Asimismo, el Comité observa que durante la visita in situ, los representantes de la Dirección 

General de Contrataciones Públicas (DGCP) informaron que el Presidente ha vetado ocho artículos 

del proyecto de ley 305/2016 y que sería necesario que se debatiera por segunda vez en la Asamblea 

Nacional. Uno de los vetos al Proyecto de Ley por parte del Ejecutivo se relaciona con el artículo 1, 

pues excluye de su cobertura la adquisición por parte de la Caja de Seguro Social (CSS) de 

medicamentos, insumos, equipo médico y otros productos relacionados con la salud humana.  

[180] Considerando la información suministrada en su respuesta, el Comité toma nota de las 

medidas adoptadas por el Estado analizado para avanzar en su implementación de la medida a), así 

como de la necesidad de que continúe prestando atención a la misma, tomando en cuenta que el 

Estado analizado debería considerar evitar la fragmentación del sistema general de adquisiciones que 

esto provoca y garantizar la armonía en la administración de los diversos regímenes de adquisición. 

(Véase recomendación 1.2.3.1 de la sección 1.2.3 del capítulo II de este informe) 

[181] Adicionalmente, la organización de la sociedad civil Alianza Ciudadana Pro Justicia informó 

en su respuesta
83

 al cuestionario que “ con el Proyecto de Ley 305/2016 no se evita la fragmentación, 

ya que dicha norma seguirá siendo la Ley General de aplicación supletoria en caso de 

procedimientos contenidos en Leyes Especiales, no obstante, el 17 de junio, el Presidente de la 

Republica veto parcialmente el proyecto aprobado, indicando entre una e las objeciones la no 

inclusión de los medicamentos y los insumos médicos dentro de los procedimientos generales de la 

Ley 22, a fin de eliminar la dispersión normativa que existe en esta materia.”  

[182] Asimismo, y sobre la importancia de evitar la fragmentación del sistema general de 

adquisiciones, la organización de la sociedad civil MOVIN (Movimiento Independiente) informó 

durante la visita in situ
84

 que “la Caja de Seguro Social, entidad que durante diez años ha tenido 

amplios presupuestos propios, autonomía legal en materia de contratación y por lo tanto escoge 

cuando se ajusta al Texto Único de la Ley 22. Esta institución no da evidencias de mayor efectividad 

en su gestión. Sus procesos de contratación pública son notables por lo demorado, poco transparente 

y erráticos siendo necesario frecuentemente ser subsanados por orden de la Contraloría. Sus 

procesos son discrecionales al punto donde hasta las opiniones legales que utilizan varían pues un 

día interpretan la ley de una manera y al otro día de otra.”  

Medida b) sugerida por el Comité, que requiere atención adicional en el marco de la Tercera Ronda: 

Continuar desarrollando y fortaleciendo el Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas 

PanamaCompra (www.panamacompra.gob.pa), con el propósito de asegurar la transparencia, 

publicidad, equidad y eficiencia en los sistemas para la adquisición de bienes y servicios por parte  

                                                           
83 Respuesta al cuestionario de Alianza Ciudadana Pro Justicia, página 26. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
84 Véase la presentación de MOVIN, página 3. http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 

http://www.panamacompra.gob.pa/
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[183] Con respecto a la medida anterior, en su respuesta, el Estado analizado presenta información 

y nuevos desarrollos. En este sentido, el Comité destaca, como un paso que contribuye al avance en 

la implementación de esta medida, lo siguiente
85

: 

[184] “El Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas está en proceso de cambiar a la versión 

3 que tendrá mejores aplicaciones, tales como webinars, chats, intercomunicaciones con otras 

plataformas del Estado, como el Registro Público y Caja del Seguro Social. Podemos destacar entre 

sus características: Reportes estadísticos, Inteligencia de negocios, Mayor agilidad y rapidez, 

Subastas en reversa, Subastas comunes, es más amigable a la vista de los usuarios. Ya contando con 

los fondos se está preparando el pliego de cargos, utilizando el mecanismo que el Banco Mundial 

dispone, ya que los recursos son financiados por este organismo. Se prevé que el nuevo sistema esté 

listo en el año 2017.”  

[185] Además, con el fin de fortalecer a PanamáCompra, el Estado analizado informa que ha 

impartido una serie de cursos de capacitación a contratistas nacionales e internacionales sobre la Ley 22, 

incluyendo una guía sobre cómo utilizar el sistema PanamaCompra y los procedimientos de contratación 

pública. 

[186] Considerando la información suministrada en su respuesta, el Comité reconoce los esfuerzos 

realizados para avanzar en su implementación de la medida b), así como la necesidad de que se 

considere el fortalecimiento del Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas, PanamaCompra. 

(Véase recomendación 1.2.3.2 de la sección 1.2.3 del capítulo II de este informe)  

[187] Asimismo, durante la visita in situ, los representantes de la Dirección General de 

Contrataciones Públicas (DGCP) informaron que el valor estimado de los contratos y de los informes 

técnicos en que se indica la forma en que se obtuvieron estos valores no son publicados en el sitio 

electrónico PanamaCompra. Dado que este es un elemento fundamental de la transparencia y la 

rendición de cuentas en las compras públicas, el Comité formulará una recomendación al respecto. 

(Véase recomendación 1.2.3.3 de la sección 1.2.3 del capítulo II de este informe)  

[188] Adicionalmente, la organización de la sociedad civil Alianza Ciudadana Pro Justicia informó 

en su respuesta al cuestionario
86

 que “Sobre el sistema PanamaCompra las quejas son mucho más 

nacionales que internacionales. Con la reforma introducida por el Proyecto de Ley 305, pendiente de 

nueva discusión en la Asamblea Nacional, es obligatorio publicar el precio oficial o de referencia de 

las contrataciones. Sería positivo que también fuera obligatorio publicar el informe técnico que 

sirvió de base para el cálculo, lo cual puede incluirse en la reglamentación.”  

Medida c) sugerida por el Comité, que requiere atención adicional en el marco de la Tercera Ronda: 

Efectuar las modificaciones que haya lugar a los fines de establecer mecanismos de control social de 

la actividad contractual, tales como veedurías ciudadanas, y de continuar fortaleciendo los 

principios de publicidad, igualdad y eficiencia consagrados en la Convención.  

                                                           
85 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 59. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
86 Respuesta al cuestionario de Alianza Ciudadana Pro Justicia, página 27. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
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[189] Con respecto a la medida anterior, en su respuesta, el Estado analizado presenta información 

y nuevos desarrollos. En este sentido, el Comité destaca, como un paso que contribuye al avance en 

la implementación de esta medida, lo siguiente
87

: 

[190] Durante la visita in situ, los representantes de la DGCP informaron que la ley vigente no 

establece todavía mecanismos de control social para las actividades de contratación. Los relacionados 

con los principios de publicidad, igualdad y eficiencia existen en la legislación actual, pero no se han 

desarrollado todavía. En este sentido, con la promulgación del Proyecto de Ley 305/2016, se 

fortalecerán la sociedad civil y el sistema de compras públicas. Además, en su respuesta al 

cuestionario, el Estado analizado señala que el Proyecto de Ley fortalece los principios 

recomendados, además de crear el principio de igualdad para los licitantes.  

[191] Considerando la información suministrada en su respuesta, el Comité reconoce los esfuerzos 

realizados para avanzar en su implementación de la medida c), así como la necesidad de que se 

continúe prestando atención a la misma, tomando en cuenta que el Estado analizado debería 

considerar la posibilidad de establecer mecanismos de control social en las actividades de 

contratación, así como de fortalecer los principios de publicidad, igualdad y eficiencia en las compras 

públicas. (Véase recomendación 1.2.3.4 de la sección 1.2.3 del capítulo II de este informe)  

[192] Adicionalmente, la organización de la sociedad civil MOVIN subrayó, durante la visita in 

situ
88

, el hecho de que no se permite el control social en las compras públicas de bienes y servicios. 

“Se han creado mecanismos de control para evitar que estas organizaciones tengan acceso a la 

información. La información se limita y manipula, incluso la que aparece en el portal 

PanamaCompra, donde se dan casos de demorar el registro en línea de escritos de inconformidad 

para dar aviso u oportunidad a que las instituciones publiquen las adjudicaciones y se declaré 

extemporánea cualquier queja afectando los legítimos derechos de los proponentes y propiciando 

desconfianza en el sistema.” 

Medida d) sugerida por el Comité, que requiere atención adicional en el marco de la Tercera Ronda: 

Estudiar la posibilidad de establecer, cuando sea pertinente, criterios y metodologías de evaluación 

uniformes para las licitaciones, guiándose en los principios de equidad y eficiencia previstos en la 

Convención.  

[193] Con respecto a la medida anterior, en su respuesta, el Estado analizado presenta información 

y nuevos desarrollos. En este sentido, el Comité destaca, como un paso que contribuye al avance en 

la implementación de esta medida, lo siguiente
89

: 

[194] El Estado analizado informa que actualmente está trabajando con el Banco Mundial a fin de 

estandarizar los documentos que se utilizan para las compras públicas y que ya ha seleccionado a la 

empresa que se encargará de este procedimiento. La idea es estandarizar alrededor de 40 documentos, 

tales como los términos y condiciones de licitación, contratos, cartas de referencia y otros.  

                                                           
87 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 64. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
88 Véase la presentación de MOVIN, página 2. http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
89 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 66. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
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[195] En ese sentido, el Comité observa que la Resolución 072/2008
90

 establece que la DGCP es 

responsable de estandarizar los aspectos generales de los términos y condiciones de licitación para 

cada modo de contratación, así como de los formularios e instructivos. Sin embargo, hasta la fecha no 

existen términos y condiciones uniformes para las licitaciones ni otros documentos relacionados con 

el proceso de licitación, tales como manuales y guías de distintos tópicos, como el desarrollo de 

estudios de mercado y requisitos habilitantes, entre otros. En este sentido, ante la ausencia de tales 

criterios, cada institución establece, de acuerdo con sus propias facultades discrecionales, las 

fórmulas para evaluar precios, calidad o idoneidad técnica en los procesos de licitación.  

[196] Considerando la información suministrada en su respuesta, el Comité reconoce los esfuerzos 

realizados para avanzar en su implementación de la medida d), así como la necesidad de que se 

continúe prestando atención a la misma, tomando en cuenta que el Estado analizado debería 

considerar la posibilidad de establecer criterios uniformes para los documentos relacionados con los 

términos y condiciones de las licitaciones, así como para otros documentos conexos. (Véase 

recomendación 1.2.3.5 de la sección 1.2.3 del capítulo II de este informe)  

[197] Además, la organización de la sociedad civil Alianza Ciudadana Pro Justicia, en su respuesta 

al cuestionario
91

 resaltó que “La Ley contempla la obligación de incluir en los pliegos los criterios y 

metodologías de evaluación de las propuestas. No obstante lo anterior, hasta la fecha la DGCP no 

ha emitido modelos estandarizados, ni instructivos u orientaciones para la redacción de pliegos 

uniformes.  

Medida e) sugerida por el Comité, que requiere atención adicional en el marco de la Tercera Ronda: 

Dar continuidad a la realización de evaluaciones integrales periódicas que permitan valorar la 

utilización y efectividad del sistema de adquisiciones del Sector Público y, con base en sus 

resultados, definir y considerar la adopción de medidas específicas que permitan asegurar la 

transparencia, publicidad, equidad y eficiencia del mismo. 

[198] Con respecto a la medida anterior, en su respuesta, el Estado analizado presenta información 

y nuevos desarrollos. En este sentido, el Comité destaca, como un paso que contribuye al avance en 

la implementación de esta medida, lo siguiente
92

: 

[199] En su respuesta, el Estado analizado informa que está realizando una evaluación anual en 

asociación con el Banco Interamericano de Desarrollo (BID). El primer informe se publicará este 

año.  

[200] En este sentido, el Comité observa que recibió del Estado analizado un documento titulado 

“La evaluación del sistema de compras públicas en Panamá”
93

, que parece ser una autoevaluación del 

sistema de compras públicas del país.  

[201] Considerando la información suministrada en su respuesta, el Comité reconoce los esfuerzos 

realizados para avanzar en su implementación de la medida e); sin embargo, al no disponer de 

información adicional sobre los resultados oficiales de la evaluación efectuada por el Banco 

                                                           
90 Disponible en: http://www.dgcp.gob.pa/images/legislacion/resoluciones/5_resolucion_72_documentos_estandares.pdf  
91 Véase la respuesta al cuestionario de Alianza Ciudadana Pro Justicia, página 29. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
92 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 66. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
93 Véase el documento de MAPS Panamá, http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 

http://www.dgcp.gob.pa/images/legislacion/resoluciones/5_resolucion_72_documentos_estandares.pdf
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Interamericano de Desarrollo (BID), el Comité reitera la medida recomendada y aconseja que el 

Estado analizado considere examinar los resultados de la evaluación del sistema de adquisiciones del 

sector público en Panamá efectuada por el BID, y considere la posibilidad de adoptar medidas 

específicas para asegurar la realización de evaluaciones integrales periódicas para valorar la utilización y 

efectividad del sistema de adquisiciones del sector público y, a partir de los resultados, adopte medidas 

específicas para asegurar la publicidad, equidad y eficiencia en sus operaciones”. (Véase recomendación 

1.2.3.6 de la sección 1.2.3 del capítulo II de este informe)  

1.2.2 Nuevos desarrollos con respecto a las disposiciones de la Convención sobre 

los sistemas para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado 

1.2.2.1 Nuevos desarrollos con respecto al marco jurídico  

  a) Cobertura 

 

 Disposiciones de rango legal y de diversa naturaleza jurídica, entre las 

que cabe destacar las siguientes:  

 

[202] La Ley publicada el 27 de junio de 2011 en la Gaceta Oficial 26829, la versión vigente de la 

Ley 22/2006, aplicable a la contratación pública por el gobierno central y que consolida en una sola 

varias leyes relacionadas con la adquisición pública que se habían promulgado a lo largo de varios 

años.  

[203] El artículo 30 de la ley actual incorpora dos procedimientos nuevos a las adquisiciones 

públicas: la licitación abreviada y la licitación por mejor valor con evaluación separada. Estos 

procedimientos fueron introducidos, respectivamente, por medio de la Ley 69/2009
94

 y la Ley 

12/2010
95

. El artículo 10 establece como una de las funciones de la DGCP la de imponer multas a los 

servidores públicos que violen los principios y las normas de contratación pública previstos en la Ley 

22/2006.  

 

[204] El artículo 58 dispone que la entidad licitante podrá cancelar la convocatoria del acto público 

antes de recibir propuestas, sin mayor fundamentación. En este sentido, un fallo de la Corte Suprema 

del 18 de abril de 2016, declaró que la porción del artículo “sin mayor fundamentación” se debería 

declarar inconstitucional
96

. En esa misma decisión del 18 de abril de 2016 también se declaran 

inconstitucionales los artículos 58, 62 [parágrafo], 92 y 93 de la Ley 22/2006 vigente. El artículo 62, 

parágrafo, se refiere a las excepciones en las adquisiciones públicas para aquellas que guarden 

relación con la seguridad ciudadana, presidencial y del Estado. El artículo 92 se refiere a las 

excepciones en contratos de consultoría que no sobrepasen los 300,000 balboas y el artículo 93 a las 

excepciones en la contratación cuando se relacione con servicios de promoción y publicidad 

internacionales. 

 

[205] El artículo 103 establece que se deberá depositar una fianza del 15% de la cantidad total de la 

propuesta al presentar un recurso de impugnación por actos ilegales o arbitrarios durante un proceso 

de selección para todos los tipos de contrato. La cantidad establecida en la versión anterior de esta ley 

era del 10% de la cantidad total de la propuesta.  

 

                                                           
94 Disponible en:  http://v1.panamacompra.gob.pa/documentosconvertidos/2159-01.pdf 
95 Disponible en: http://docs.panama.justia.com/federales/leyes/12-de-2010-mar-19-2010.pdf 
96 Fallo de inconstitucionalidad del 18 de abril de 2016, http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
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[206] El Proyecto de Ley 305/2016
97

, que sugiere la inclusión de 20 (veinte) artículos nuevos, la 

modificación de 69 (sesenta y nueve) artículos y la derogación de un artículo de la Ley 22/2006, con 

el objetivo de mejorar la eficiencia y los niveles de transparencia en el sistema de adquisiciones 

públicas de bienes y servicios en el Estado analizado. Recientemente, el Presidente vetó ocho 

artículos de este Proyecto de Ley, por lo que será necesario discutirlo por segunda vez en la 

Asamblea Nacional. 

 

 

b) Observaciones  

 

[207] En primer lugar, el Comité desea reconocer los nuevos desarrollos en el marco jurídico de 

Panamá que establecen, mantienen y fortalecen los sistemas para la adquisición de bienes y servicios 

por parte del Estado de acuerdo con lo previsto en la Convención Interamericana contra la 

Corrupción.  

 

[208] Dicho lo anterior, el Comité estima pertinente formular comentarios adicionales, 

independientemente de las observaciones efectuadas por el Comité en la sección 1.2.1 anterior en 

relación con el seguimiento de la implementación de las recomendaciones que se le formularon al 

Estado analizado en la Segunda Ronda. 

 

[209] Con respecto a la inclusión de la licitación abreviada como proceso nuevo para las 

adquisiciones públicas, el Comité observa que, de acuerdo con la ley, estas licitaciones se abrirán a 

propuestas durante tres a cinco días antes de la fecha de cierre, dependiendo del valor del contrato. El 

Comité considera que este proceso podría no dar tiempo suficiente ni una oportunidad justa para que 

todos los contratistas redacten y presenten su mejor propuesta para el proyecto y, por consiguiente, 

podría poner en entredicho la transparencia, apertura y justicia del proceso. El Comité formulará una 

recomendación. (Véase recomendación 1.2.3.7 de la sección 1.2.3 del capítulo II de este informe) 

 

[210] Con respecto al artículo 103, que establece que se deberá depositar una fianza del 15% de la 

cantidad total de la propuesta al presentar un recurso de impugnación por actos ilegales o arbitrarios 

durante un proceso de selección para todos los tipos de contrato, el Comité estima que el Estado 

analizado debería tomar en cuenta que el pago de una comisión de tal magnitud para un 

procedimiento administrativo podría disuadir a los participantes potenciales de defender sus derechos 

e intereses legítimos, así como vulnerar el principio de acceso a la justicia por parte de los ciudadanos 

que no deberían tener trabas económicas para hacer valer derechos fundamentales. En este sentido, el 

Comité considera que esta disposición restringe el acceso a recursos legales y distorsiona 

directamente el concurso para la adquisición pública de bienes y servicios, por lo que formulará una 

recomendación en este sentido. (Véase recomendación 1.2.3.8 de la sección 1.2.3 del capítulo II de 

este informe) 

1.2.2.2 Nuevos desarrollos con respecto a tecnología 

[211] En su respuesta al cuestionario, el Estado analizado presenta varios desarrollos tecnológicos, 

como sigue
98

:  

                                                           
97 Disponible en: http://www.asamblea.gob.pa/proyley/2016_P_305.pdf 
98 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, páginas 93-94. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 

http://www.asamblea.gob.pa/proyley/2016_P_305.pdf
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[212] En primer lugar, el Estado analizado hace referencia al Sistema de Control Ciudadano de 

Obras del Estado (COBE Ciudadano)99, que estaba enmarcado para uso Institucional pero en abril de 

2010 se libera y permite, a través de la página Web de la Contraloría General de la República, el 

acceso del público en general a información actualizada de los avances y ejecución de las obras 

estatales, con el fin de promover la transparencia y la participación ciudadana en la fiscalización de 

las mismas. 

[213] Adicionalmente, durante la visita in situ, el Estado analizado presentó información100 sobre 

su plan de lanzar su nuevo portal de compras públicas, llamado PanamaCompra versión 3, que 

contendrá nuevas características, como interacción del comprador con los vendedores, medición de 

las demandas, compra Inteligente, planificación de la compra pública, interconexión con otros 

portales estatales, webinars y capacitación virtual, interface amigable con el usuario y facilidad para 

la fiscalización de los procesos. No se cuenta actualmente con un calendario detallado de la 

implementación del nuevo sistema de contrataciones públicas, pero se estima iniciar la nueva versión 

a finales del año 2017. 

1.2.2.3 Resultados 

[214] El Comité toma nota de que el Estado analizado no suministró en su respuesta al cuestionario 

resultados objetivos con respecto al sistema para la adquisición de bienes y servicios
101

.  

[215] El Comité observa que la Contraloría General de la República suministró el siguiente cuadro 

sobre los distintos procesos de licitación pública que se llevaron a cabo entre 2010 y marzo de 2015:  

 

 
Tipo de acto 2010-2011 2011-2012 Nov. 2013-Oct. 

2014 

2015 

Compra 

menor y caja 

menuda 

$ 1,008,736.67 $ 2,632,014.14 $ 1,114,008.92 $ 915,933.87 

Licitación 

pública  

$ 1,088,157.37 $ 1,819,768.65 $ 2,022,895.50 $ 711,576.44 

Convenio 

marco  

$ 198,377.40  $ 983,188.92 $ 728,482.59 

Otras 

contrataciones 

(contrataciones 

directas, 

vigencia 

expirada) 

$ 333,172.50 $ 1,279,522.50 $ 3,388,575.23 $ 8,276,200.06 

TOTAL $ 2,628,443.94 $ 5,731,305.29 $ 7,508,668.57 $ 10,634,207.96 

 

% 2010-2011 2011-2012 Nov 2013-Oct 2014 2015 

Compra 38% 46% 15% 9% 

                                                           
99 Disponible en: http://www.contraloria.gob.pa/cobeconsulta/ConsultaCobe.aspx 
100 Véase la presentación de la DGCP, diapositiva 23. http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
101 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 99. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
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menor y caja 

menuda 

Licitación 

pública  

41% 32% 27% 7% 

Convenio 

marco  

8% 0% 13% 7% 

Otras 

contrataciones 

(contrataciones 

directas, 

vigencia 

expirada 

13% 22% 45% 78% 

TOTAL 100% 100% 100% 100% 

 

[216] En este sentido, el Comité observa que el cuadro que presenta el Estado analizado carece de 

información con respecto a los meses de enero a octubre de 2013. Durante la visita in situ se le 

solicitó al país mayor información sobre el período faltante con el objetivo de aclarar los datos 

presentados, pero no se le presentó subsecuentemente ningún otro documento al Comité para su 

análisis.  

 

[217] Asimismo, el Comité observa que, de acuerdo con el cuadro presentado por la CGR, el 

número de procesos efectuados mediante licitación pública se ha reducido año con año, hasta llegar a 

un total del 7% en 2015. Por otra parte, el número los procesos llevados a cabo mediante otros tipos 

de contratación, como la contratación directa y de vigencia expirada han aumentado en los últimos 

cinco años, hasta alcanzar el 78% en 2015.  

 

[218] Con referencia a la información suministrada, el Comité sugiere que el Estado analizado 

considere la posibilidad de asegurar que se utilicen las licitaciones públicas como norma, en lugar de 

excepción, como se puede ver en el cuadro anterior, para garantizar una mayor transparencia, 

apertura y justicia en el proceso. Aunque la contratación directa está autorizada como excepción en el 

artículo 62 de la Ley 22/2006, es importante recordar que el uso excesivo de esta modalidad puede 

verse como un medio para evitar los procesos de licitación más complejos, con más requisitos y 

trámites. Por lo tanto, el Comité formulará una recomendación al respecto. (Véase recomendación 

1.2.3.9 de la sección 1.2.3 del capítulo II de este informe) 

 

[219] Asimismo, la DGCP presentó un cuadro durante la visita in situ102 que contiene información 

sobre los distintos procesos competitivos de licitación que se llevaron a cabo en 2015. Sin embargo, 

las cifras presentadas no son acordes con las que presentó la CGR para ese mismo período.  

 

 

Actos Públicos del 1 de enero de 2015 al 28 de diciembre de 2015 

  Monto Cant.  

Compras Menores 282,560,565.19 97,840 

Ley 51 - Caja de Seguro Social 190,204,343.09 9895 

Licitación Abreviada Mejor Valor  333,942,413.49 230 

Licitación Abreviada por Precio  401,215,375.00 420 

                                                           
102 Véase la presentación de la DGCP, diapositiva 03. http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
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Licitación por Mejor Valor  850,478,330.90 251 

Licitación Por mejor Valor Evaluación 

Separada 2,595,045,509.83 7 

Licitación Pública 394,050,243.75 2,259 

Compras por Catalogo Electrónico 143,075,209.15 39,806 

Proceso Excepcional 219,080,621.22 1,679 

Subasta 7,808,825.38 71 

      

TOTAL  B/. 5,417,461,437.00  152,458 

 

 

[220] Por lo tanto, el Comité toma nota de que no puede utilizar datos estadísticos sobre la cantidad 

y las modalidades de los procesos de licitación llevados a cabo en un año, por ejemplo, cuántos se 

completaron o cuántos se suspendieron. Asimismo, el Estado analizado debería considerar la 

posibilidad de presentar un desglose del número y el valor de los contratos adjudicados por medios 

competitivos y no competitivos y por el total de contratos anuales, para los últimos cinco años. En 

ese sentido, la falta de información le dificulta al Comité determinar la eficiencia y la transparencia 

del sistema existente de compras públicas de bienes y servicios. El Comité formulará una 

recomendación al respecto. (Véase recomendación 1.2.3.10 de la sección 1.1.3 del capítulo II de este 

informe.) 

 

[221] Asimismo, el Estado analizado presentó, durante la visita in situ, una lista
103

 que contiene las 

sanciones de inhabilitación para celebrar contratos con la Administración Pública impuestas a las 

empresas en Panamá. El artículo 16 de la Ley 22/2006 establece varias situaciones en que la 

Administración puede imponer esta prohibición a una compañía o individuo, incluida la terminación 

de un contrato público como resultado de conductas irregulares por parte del contratista o el inicio de 

procedimientos de insolvencia. 

 

[222] Sin embargo, esta ley no establece la prohibición de celebrar contratos con el sector público 

para personas naturales o jurídicas que hayan cometido delitos contra la administración pública, tales 

como corrupción o otros delitos económicos. Por consiguiente, el Comité formulará una 

recomendación en este respecto. (Véase recomendación 1.2.3.11 de la sección 1.1.3 del capítulo II de 

este informe.) 

 

1.2.1 Recomendaciones  

[223] En vista de los comentarios planteados en las secciones 1.2.1 y 1.2.2 del capítulo II de este 

informe, el Comité sugiere que el Estado analizado considere las siguientes recomendaciones: 

 

1.2.3.1  Evitar la fragmentación del sistema general de contratación estatal, al igual que para 

lograr la armonía en el manejo de diversos regímenes de contratación, guiándose 

para esto por los principios de publicidad, equidad y eficiencia previstos en la 

Convención. (Véase párrafo 180 en el capítulo II, sección 1.2.1.1 de este informe) 

                                                           
103 Disponible en: http://www.panamacompra.gob.pa/portal/EmpresasInhabilitadas.aspx 

http://www.panamacompra.gob.pa/portal/EmpresasInhabilitadas.aspx


44 

 

1.2.3.2 Fortalecer el Sistema Electrónico de Contrataciones Públicas, “PanamaCompra” 

(www.panamacompra.gob.pa) con el propósito de asegurar la transparencia, 

publicidad, equidad y eficiencia en los sistemas para la adquisición de bienes y 

servicios por parte del Estado que dispone la Convención. (Véase párrafo 186 en el 

capítulo II, sección 1.2.1.1 de este informe) 

1.2.3.3 Publicar en el sitio web PanamaCompra los informes técnicos expedidos para 

calcular un valor estimado para un contrato, así como las reglas y métodos que se 

emplearon para calcular este valor, para asegurar la transparencia y la rendición de 

cuentas en las compras públicas. (Véase párrafo 187 en el capítulo II, sección 1.2.1.1 

de este informe) 

1.2.3.4 Efectuar las modificaciones que haya lugar a los fines de establecer mecanismos de 

control social de la actividad contractual y de continuar fortaleciendo los principios 

de publicidad, igualdad y eficiencia consagrados en la Convención. (Véase párrafo 

191 en el capítulo II, sección 1.2.1.1 de este informe) 

1.2.3.5 Estudiar la posibilidad de establecer, cuando sea pertinente, criterios y metodologías 

de evaluación uniformes para las licitaciones, guiándose en los principios de equidad 

y eficiencia previstos en la Convención. (Véase párrafo 196 en el capítulo II, sección 

1.2.1.1. de este informe) 

1.2.3.6 Examinar los resultados de la evaluación del sistema de adquisiciones del sector 

público en Panamá efectuada por el BID, y adoptar medidas específicas, tales como el 

uso de indicadores y monitoreo proprio para asegurar la realización de evaluaciones 

integrales periódicas para valorar la utilización y efectividad del sistema de 

adquisiciones del sector público y, a partir de los resultados, adopte medidas específicas 

para asegurar la publicidad, equidad y eficiencia en sus operaciones, de ser necesario. 

(Véase párrafo 201 en el capítulo II, sección 1.2.1.1 de este informe) 

1.2.3.7  Considerar la posibilidad de hacer modificaciones legales pertinentes al proceso de 

licitación abreviada en la contratación pública, para proporcionar tiempo suficiente a 

todos los contratistas para que puedan presentar su mejor propuesta para el proyecto, 

con el fin de garantizar la transparencia, apertura y equidad del proceso. (Véase 

párrafo 209, en el capítulo II, sección 1.2.2.1 de este informe)  

 

1.2.3.8 Considerar la posibilidad de revisar la legislación existente, eliminando el requisito 

de depositar una fianza para presentar una denuncia sobre un acto ilegal o arbitrario 

en un proceso de selección para todos los tipos de contrataciones. (Véase párrafo 210 

en el capítulo II, sección 1.2.2.2 de este informe) 

 

1.2.3.9 Asegurar que se utilicen las licitaciones públicas como norma, en lugar de excepción, 

para garantizar una mayor transparencia, apertura y justicia en el sistema de compras 

públicas. (Véase párrafo 218 en el capítulo II, sección 1.2.2.2 de este informe) 

  

1.2.3.10 Adoptar las medidas pertinentes para fortalecer la compilación y actualización de 

estadísticas relacionadas con las compras públicas de bienes, servicios y obras, 

relativas, entre otros, al número, modalidad y valor de los contratos adjudicados 

http://www.panamacompra.gob.pa/
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anualmente por medios competitivos y no competitivos, así como sanciones al 

contratistas, con miras a garantizar la eficiencia y la transparencia del sistema actual, 

identificar desafíos y recomendar medidas correctivas, de ser el caso. (Véase párrafo 

220 en el capítulo II, sección 1.2.2.2 de este informe) 

 

1.2.3.11 Considerar la posibilidad de adoptar disposiciones legales que establezcan la 

prohibición de celebrar contratos con el sector público para personas naturales o 

jurídicas que hayan sido sancionados por actos o delitos contra la contra la 

administración pública o otros delitos económicos. (Véase párrafo 222 en el capítulo 

II, sección 1.2.2.2 de este informe) 

 

SISTEMAS PARA PROTEGER A LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y CIUDADANOS 

PARTICULARES QUE DENUNCIEN DE BUENA FE ACTOS DE CORRUPCIÓN 

(ARTICULO III, PÁRRAFO 8 DE LA CONVENCIÓN) 

2.1 Seguimiento de la implementación de la recomendación formulada en la Segunda 

Ronda 

Recomendación 2.1 sugerida por el Comité, que requiere atención adicional en el marco de la Tercera 

Ronda: 

Crear un sistema para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien 

de buena fe actos de corrupción.  

Medida sugerida: 

Adoptar, a través de los procedimientos legales y administrativos que correspondan, un instrumento 

jurídico que establezca los sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos 

particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción incluyendo la protección de su 

identidad, de conformidad con su Constitución y los principios fundamentales de su ordenamiento 

jurídico interno, lo cual podría incluir, entre otros, los siguientes aspectos:  

a) Protección para quienes denuncien actos de corrupción que puedan ser objeto de investigación en 

sede administrativa o judicial.  

b) Medidas de protección, orientadas no solamente hacia la integridad física del denunciante y su 

familia, sino también hacia la protección de su situación laboral, especialmente tratándose de un 

funcionario público que denuncie actos de corrupción que puedan involucrar a superiores 

jerárquicos o a sus compañeros de trabajo.  

c) Disposiciones que sancionen el incumplimiento de las normas y/u obligaciones en materia de 

protección.  

d) Simplificar la solicitud de protección del denunciante.  

e) Mecanismos de denuncia, como la denuncia anónima y la denuncia con protección de identidad, 

que garanticen la seguridad personal y la confidencialidad de identidad de los funcionarios públicos 

y ciudadanos particulares que de buena fe denuncien actos de corrupción.  
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f) Mecanismos para denunciar las amenazas o represalias de las que pueda ser objeto el 

denunciante, señalando las autoridades competentes para tramitar las solicitudes de protección y las 

instancias responsables de brindarla.  

g) Mecanismos que faciliten, cuando sea pertinente, la cooperación internacional en las materias 

anteriores, incluyendo la asistencia técnica y la cooperación recíproca que establece la Convención, 

así como el intercambio de experiencias, la capacitación y la asistencia mutua.  

h) La competencia de las autoridades judiciales y administrativas con relación a este tema, 

distinguiendo claramente la una de otra.  

[224] Con respecto a la medida anterior, en su respuesta, el Estado analizado presenta información 

y nuevos desarrollos. En este sentido, el Comité destaca, como un paso que contribuye al avance en 

la implementación de esta medida, lo siguiente
104

: 

[225] En el área donde rige el Sistema Penal de Corte Acusatorio el mismo Código de 

Procedimiento establece en su artículo 69105, párrafo segundo lo siguiente: 

“El Ministerio Público deberá adoptar las medidas necesarias para proteger a las víctimas, los 

testigos, los denunciantes y demás intervinientes en el proceso penal, y para ello ejecutará, sin 

mayor trámite bajo su dirección, un programa para su asistencia y protección…” 

[226] Mediante Gaceta Oficial 27777-A del 11 de mayo de 2015, se establece el Protocolo de 

Actuación de la Unidad de Protección a Víctimas, testigos, Peritos en el proceso penal (UPAVIT) no 

obstante no abarca solamente casos de corrupción.  

[227] Durante la visita in situ, un representante de la UPAVIT informó que, en principio, tienen 

acceso a la Unidad los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que busquen protección cuando 

denuncian actos de corrupción en el proceso penal; sin embargo, no ha habido ningún caso de este tipo 

en la Unidad desde su creación en mayo de 2015.
106

  

[228] Considerando la información suministrada en la respuesta, el Comité reconoce los esfuerzos 

realizados para avanzar en la implementación de la recomendación 2.1. Sin embargo, toma nota de 

que el Estado analizado no ha promulgado una ley específica para establecer medidas y sistemas para 

proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de 

corrupción. Por consiguiente, reitera la necesidad de que el Estado analizado preste atención 

adicional a estas medidas, tomando en cuenta los criterios establecidos en la Ley Modelo para 

Facilitar e Incentivar la Denuncia de Actos de Corrupción y Proteger a sus Denunciantes y 

Testigos
107

. (Véase recomendación 2.3.1 de la sección 2.3 del capítulo II de este informe) 

                                                           
104 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 66. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
105 Disponible en: http://www.oas.org/juridico/PDFs/mesicic4_pan_ley63.pdf 
106

 El Estado analizado informa que existe fue presentado al pleno Legislativo un ateproyecto de ley que establece 

medidas de protección para personas que denuncien delitos contra la administración publica. 
107 Ley Modelo para Facilitar e Incentivar la Denuncia de Actos de Corrupción y Proteger a sus Denunciantes y Testigos, 

http://www.oas.org/juridico/PDFs/model_law_reporting.pdf 

http://www.oas.org/juridico/PDFs/model_law_reporting.pdf
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[229] Asimismo, la organización de la sociedad civil Alianza Ciudadana Pro Justicia, en su 

respuesta al cuestionario para la Quinta Ronda
108

, subrayó que no se han visto avances significativos 

en la adopción de las medidas recomendadas. Según ellos, “el país carece de disposiciones que 

ofrezcan garantías reales de protección a los informantes o testigos cuando denuncian actos de 

corrupción.” 

 

2.2 Nuevos desarrollos con respecto a la disposición de la Convención sobre sistemas 

para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que 

denuncien de buena fe actos de corrupción  

2.2.1 Nuevos desarrollos con respecto al marco jurídico  

a) Cobertura 

[230] El Estado analizado suministró la siguiente información como un nuevo desarrollo con 

respecto a la disposición de la Convención sobre sistemas para proteger a los funcionarios públicos y 

ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción109. 

[231] Código de Procedimento Penal de 29 de agosto de 2008. El artículo 69, párrafo segundo 

establece que el Ministerio Público deberá adoptar las medidas necesarias para proteger a las 

víctimas, los testigos, los denunciantes y demás intervinientes en el proceso penal, y para ello 

ejecutará, sin mayor trámite bajo su dirección, un programa para su asistencia y protección.  

[232] La resolución No. 15 del 25 de marzo de 2014, que reestructura la Secretaría de Protección a 

Víctimas, Testigos, Peritos y Demás Intervinientes en el Proceso Penal (SEPROVIT) para adaptar sus 

procedimientos y mecanismos al sistema de procedimiento penal acusatorio que el Estado analizado 

está implementando gradualmente
110. 

[233] Protocolo de Actuación de la Unidad de Protección a Víctimas, testigos, Peritos en el proceso 

penal (UPAVIT), mediante Gaceta Oficial 27777-A del 11 de mayo de 2015. El órgano tiene como 

objetivo ofrecer asistencia legal gratuita a las víctimas del delito en el proceso penal en general.  

b) Observaciones 

[234] El Comité observa que aunque la protección que la SEPROVIT y la UPAVIT ponen a 

disposición de las víctimas y testigos podría aplicarse a casos que involucren a personas que denuncian 

actos de corrupción, no está diseñadas específicamente para tales casos. Además, no incluye protección 

para las personas que denuncian actos de corrupción que se puedan investigar mediante procesos 

administrativos o no penales.  

[235] En este sentido, el Comité reitera la recomendación planteada en la sección 2.1 anterior sobre 

la necesidad de que el Estado analizado considere la posibilidad de promulgar legislación que 

suministre protección integral a quienes denuncien de buena fe actos de corrupción y a sus familias, 

incluyendo la retención de su identidad y la protección en su lugar de trabajo, requisitos para acceso a 

                                                           
108 Respuesta al cuestionario de Alianza Ciudadana Pro Justicia, página 33. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
109 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 66. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
110 Disponible en: http://www.oas.org/juridico/PDFs/mesicic5_pan_res_ane_prot_den_4.pdf 
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protección de los denunciantes, entre otras salvaguardas, tomando en cuenta los criterios establecidos 

en la Ley Modelo para Facilitar e Incentivar la Denuncia de Actos de Corrupción y Proteger a sus 

Denunciantes y Testigos. (Véase recomendación 2.3.1 de la sección 2.3 del capítulo II de este 

informe)  

2.2.2  Nuevos desarrollos con respecto a tecnología 

[236] El Estado analizado no suministró información sobre desarrollos en este sentido ni en su 

respuesta al cuestionario ni durante la visita in situ. 

2.2.3  Resultados 

[237] Durante la visita in situ, los representantes de la Contraloría General de la República (CGR) 

informaron que el programa “Denuncia Ciudadana” ha recibido, de 2010 a 2016, 540 denuncias, que 

incluyen irregularidades en el trabajo, las compras públicas de bienes y servicios, el manejo de los 

fondos y bienes públicos y otros aspectos no especificados. Además, el Comité observa que en el sitio 

web del programa
111

, se obtuvieron los siguientes resultados para el año 2016:  

Denuncias Recibidas % 

Irregularidades Laborales 22.17 
Irregularidades de Bienes 42.88 
Irregularidades de Contratación Publica 3.69 
Alteración 1.74 
Otros 29.51 
Estatus de las Denuncias % 

En Valoracion 0.15 
Descartadas 46.32 
En Investigación 0.89 
En Revisión 0.00 
Concluída 52.64 

[238] Asimismo, durante la visita in situ, los representantes de la CGR también informaron que el 

programa “Denuncia Ciudadana” no permite ya las denuncias anónimas en su página. Todos los 

denunciantes deben suministrar su identificación al denunciar, aunque se garantiza que se mantendrá la 

confidencialidad de los nombres e identidades durante la investigación.  

[239] El Comité estima importante observar que la información suministrada en forma anónima no 

debe considerarse menos fehaciente, por lo que las denuncias anónimas deberían evaluarse sobre la 

base de su fondo, al igual que cualquier otra denuncia. Además, el anonimato podría ofrecer un fuerte 

incentivo para que los informantes presenten sus denuncias. El Estado analizado debería considerar la 

posibilidad de adoptar mecanismos que establezcan la protección de la identidad permitiendo la 

presentación de denuncias anónimas en el programa “Denuncias Ciudadanas”, tomando en cuenta los 

criterios previstos en el artículo 10 de la Ley Modelo para Facilitar e Incentivar la Denuncia de Actos 

de Corrupción y Proteger a sus Denunciantes y Testigos. Por lo tanto, el Comité formulará una 

recomendación al respecto. (Véase recomendación 2.3.2 de la sección 2.3 del capítulo II de este 

informe)  

[240] Durante la visita in situ, los representantes de la CGR indicaron que, para poder llevar a cabo 

con eficiencia  su trabajo, requerirían los recursos humanos y el financiamiento necesarios. El Comité 

formulará una recomendación en este sentido, aconsejando que el estado analizado asegure que la CGR 

                                                           
111 Disponible en: http://www.denunciaciudadana.gob.pa/publico/ 
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disponga de los recursos humanos, financieros y tecnológicos necesarios para el adecuado desempeño de 

sus funciones, dentro de los recursos disponibles. (Véase recomendación 2.3.3 de la sección 2.3 del 

capítulo II de este informe)  

2.3 Recomendaciones 

[241] En vista de los comentarios planteados en la sección 2 del capítulo II de este informe, el Comité 

sugiere que el Estado analizado considere las siguientes recomendaciones: 

2.3.1 Adoptar, a través de los procedimientos legales y administrativos que correspondan, 

un instrumento jurídico, tal como la Ley Modelo para Facilitar e Incentivar la 

Denuncia de Actos de Corrupción y Proteger a sus Denunciantes y Testigos, que 

establezca los sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos 

particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción incluyendo la protección 

de su identidad, de conformidad con su Constitución y los principios fundamentales 

de su ordenamiento jurídico interno, lo cual podría incluir, entre otros, los siguientes 

aspectos: (Véase párrafo 235 en el capítulo II, sección 2.2 de este informe) 

a) Protección para quienes denuncien actos de corrupción que puedan ser objeto de 

investigación en sede administrativa o judicial.  

b) Medidas de protección, orientadas no solamente hacia la integridad física del 

denunciante y su familia, sino también hacia la protección de su situación laboral, 

especialmente tratándose de un funcionario público que denuncie actos de corrupción 

que puedan involucrar a superiores jerárquicos o a sus compañeros de trabajo.  

c) Disposiciones que sancionen el incumplimiento de las normas y/u obligaciones en 

materia de protección.  

d) Simplificar la solicitud de protección del denunciante.  

e) Mecanismos de denuncia, como la denuncia anónima y la denuncia con protección 

de identidad, que garanticen la seguridad personal y la confidencialidad de identidad 

de los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que de buena fe denuncien 

actos de corrupción.  

f) Mecanismos para denunciar las amenazas o represalias de las que pueda ser objeto 

el denunciante, señalando las autoridades competentes para tramitar las solicitudes 

de protección y las instancias responsables de brindarla.  

g) Mecanismos que faciliten, cuando sea pertinente, la cooperación internacional en 

las materias anteriores, incluyendo la asistencia técnica y la cooperación recíproca 

que establece la Convención, así como el intercambio de experiencias, la 

capacitación y la asistencia mutua.  

h) La competencia de las autoridades judiciales y administrativas con relación a este 

tema, distinguiendo claramente la una de otra. 

2.3.2 Adoptar mecanismos que permitan la presentación de denuncias anónimas en el 

programa “Denuncias Ciudadanas”, tomando en cuenta los criterios previstos en el 
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artículo 10 de la Ley Modelo para Facilitar e Incentivar la Denuncia de Actos de 

Corrupción y Proteger a sus Denunciantes y Testigos. (Véase párrafo 239 en el 

capítulo II, sección 2.2 de este informe) 

 

2.3.3 Asegurar, dentro de los recursos disponibles, que la CGR disponga de los recursos 

humanos, financieros y tecnológicos necesarios para el adecuado desempeño de sus 

funciones. (Véase párrafo 240 en el capítulo II, sección 2.2 de este informe) 

3. ACTOS DE CORRUPCIÓN (ARTÍCULO VI DE LA CONVENCIÓN) 

3.1. Seguimiento de la implementación de las recomendaciones formuladas en la Segunda 

Ronda 

Recomendación 3.1 sugerida por el Comité, que requiere atención adicional en el marco de la Tercera 

Ronda:  

Estudiar la posibilidad de revisar la legislación vigente en la República de Panamá, en particular la 

legislación penal, de manera que se amplíe el concepto de servidor público para efectos penales a 

aquellos particulares que prestan función pública o administran, bajo cualquier título o modalidad, 

fondos públicos.  

[242] Con respecto a la recomendación anterior, en su respuesta, el Estado analizado presenta 

información y nuevos desarrollos. En este sentido, el Comité destaca, como un paso que contribuye al 

avance en la implementación de esta medida, lo siguiente
112

: 

[243] “En materia penal nuestro Código sustantivo tipifica como delito (denominado PECULADO 

POR EXTENSIÓN) la conducta desplegada por particulares que hayan sido encargados por 

cualquier concepto de fondos, rentas y efectos de una entidad pública o también particulares 

legalmente nombrados como depositarios de caudales o efectos públicos, bienes embargados 

depositados por autoridad pública aunque pertenezcan a particulares, a los representantes de 

personas jurídicas que se hayan encargado de administrar dineros, bienes o valores que formen 

parte del caudal estatal. (Ley 14 de 2007). El tipo penal no admite duda ni discusión al respecto, el 

particular puede ser sancionado. 

[244] En este sentido, el Comité observa que aunque el artículo 343 del Código Penal
113

 contempla 

a los particulares que administran fondos públicos bajo cualquier título o modalidad, esta disposición 

solamente es aplicable para el delito específico de peculado y no se relaciona con otras prácticas 

corruptas contenidas en el marco jurídico de Panamá.  

[245] Además, la definición de servidor público consagrada en el artículo 299 de la Constitución de 

la República de Panamá
114

 no se refiere específicamente a los ciudadanos particulares que 

desempeñan funciones públicas o que manejan fondos públicos bajo cualquier título o modalidad, en 

nombre del Estado o a servicio del Estado.   

                                                           
112 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 73. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
113 Disponible en: http://biblioteca.cejamericas.org/bitstream/handle/2015/5480/CODIGO%20PENAL%20-

%20AJUSTADO_panama.pdf?sequence=1&isAllowed=y 
114 Disponible en: http://www.asamblea.gob.pa/cep/const_constitucion1941.pdf 
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[246] Considerando la información suministrada en la respuesta, el Comité reconoce los esfuerzos 

realizados para avanzar en la implementación de la recomendación 3.1. Sin embargo, toma nota de 

que el Estado analizado no ha revisado todavía su legislación de manera que se amplíe el concepto de 

servidor público, para efectos penales, a aquellos particulares que prestan función pública o 

administran fondos públicos bajo cualquier título o modalidad en nombre del Estado o a servicio del 

Estado. Por consiguiente, reitera la necesidad de que el Estado analizado preste atención adicional a 

esta medida. (Véase la recomendación 3.3.1 en el capítulo III, sección 3.3 de este informe.)  

Recomendación 3.2.  

Modificar y/o complementar el Nuevo Código Penal, a fin de ampliar la cobertura y adecuarla a los 

requisitos del artículo VI(1) de la Convención Interamericana contra la Corrupción..  

Medida a) sugerida por el Comité, que requiere atención adicional en el marco de la Tercera Ronda:  

Los artículos 339 y 340 del Nuevo Código Penal podrían complementarse de tal manera que 

incluyeran el elemento “para sí mismo o para otra persona o entidad”.  

[247] Con respecto a la medida anterior, en su respuesta, el Estado analizado presenta información 

y nuevos desarrollos. En este sentido, el Comité destaca, como un paso que contribuye al avance en 

la implementación de esta medida, lo siguiente
115

: 

[248] El Estado analizado informa que las reformas al Código Penal relacionadas con delitos en contra 

del servicio público se están llevando a cabo mediante un proyecto guiado por la UNODC en asociación 

con la Embajada del Reino Unido en la Ciudad de Panamá y en consulta con la sociedad civil, el Órgano 

Judicial, la DGCP y el Ministerio de Relaciones Exteriores. Se le añadiría lo siguiente al artículo 339: 

“…para tercera persona, natural o jurídica, grupo de interés, organismo o corporación, dinero, 

titulo, valores nacionales o municipales o cualquier activo o cosa de valor…” 

[249] Adicionalmente, en su respuesta al cuestionario, el Estado analizado informa que “En cuanto 

a la recomendación que establece la medida a) al artículo 340 del Código Penal (Peculado Culposo) 

no aplicaría la frase “para sí mismo” por la misma naturaleza del tipo penal, es decir, este tipo 

penal es de acción culposa, así que quien comete el delito de Peculado Culposo, mal pudiese cometer 

de igual forma el delito de Peculado Doloso, por lo tanto la recomendación no aplicaría para este 

tipo penal.” 

[250] El Comité observa, sin embargo, que el artículo 340 en la medida a) no se refiere en sí al 

delito de peculado culposo, como lo indica su respuesta, sino al peculado pasivo en relación con los 

miembros del Órgano Judicial o del Ministerio Público. Debido a varias de reformas aplicadas, el 

artículo 340 se cambió para ser el artículo 346 en el Código Penal vigente y modificado
116

, 

modificándose solamente su número, pero sin cambios en el texto mismo. Por consiguiente, la 

respuesta suministrada por el Estado analizado no reconoce la medida recomendada.  

                                                           
115 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 74. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
116 Artículo 346. El servidor público que, desempeñándose como miembro del Órgano Judicial o del Ministerio Público, 

autoridad administrativa, árbitro o cualquier cargo que deba decidir un asunto de su conocimiento o competencia, 

personalmente o por persona interpuesta, acepte, reciba o solicite donativo, promesa, dinero, beneficio o ventaja para 

perjudicar o favorecer a una de las partes en el proceso, o a consecuencia de haber perjudicado o favorecido a una de ellas, 

será sancionado con prisión de cuatro a ocho años. 
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[251] El Comité toma nota de la información suministrada por el Estado analizado en su respuesta al 

cuestionario con respecto a las medidas emprendidas para implementar la medida a) de la anterior 

recomendación. El artículo 346 del Código Penal habla de “personal o por interpuesta persona”, es decir, 

si lo recibe para sí mismo o por medio de alguien más. Así mismo habla de que haya aceptación, 

recepción o solicitud. En vista de lo anterior, el Comité toma nota de parte de la consideración 

satisfactoria por el Estado analizado de la medida a), artículo 346 del Código Penal.  

[252] Sin embargo, el Comité reitera la necesidad de que el Estado analizado preste atención 

adicional a la implementación de la medida a), e incluya el elemento “para si mismo o para otra 

persona o entidad” en el artículo 345 del Código Penal modificado. (Véase la recomendación 3.3.2 en 

el capítulo III, sección 3.3 de este informe.) 

Medida b) sugerida por el Comité, que requiere atención adicional en el marco de la Tercera Ronda: 

El artículo 341 del Nuevo Código Penal podría complementarse de tal manera que incluyera el 

elemento “para sí mismo o para otra persona o entidad”.  

[253] En su respuesta al cuestionario, el Estado analizado
117

 informó nuevamente que las reformas al 

Código Penal relacionadas con delitos en contra del servicio público se están llevando a cabo mediante 

un proyecto guiado por la ANTAI y UNODC en asociación con la Embajada del Reino Unido en la 

Ciudad de Panamá y en consulta con la sociedad civil, el Órgano Judicial, la DGCP, el Ministerio de 

Relaciones Exteriores y el Ministerio Público.  

[254] Considerando la información suministrada en su respuesta, el Comité reconoce los esfuerzos 

realizados para avanzar en su implementación de la medida b), así como de la necesidad de que continúe 

prestando atención a la misma, tomando en cuenta que el Estado analizado debería revisar el artículo 

347
118

 del Código Penal vigente con la inclusión del elemento “para sí mismo o para otra persona o 

entidad”. (Véase la recomendación 3.3.3 en el capítulo III, sección 3.3 de este informe.) 

Medida c) sugerida por el Comité, que requiere atención adicional en el marco de la Tercera Ronda: 

Reformar el artículo 323 del Nuevo Código Penal estableciendo el mínimo de dos personas para 

incurrir en el delito de asociación ilícita. 

[255] El Estado analizado, en su respuesta al cuestionario, informa que no ha cumplido con la 

medida de la anterior recomendación con respecto al artículo 329 del Código Penal vigente
119

. El 

Comité reitera la necesidad de que el Estado analizado preste atención adicional a esta medida (Véase 

la recomendación 3.3.4 en el capítulo III, sección 3.3 de este informe.)  

3.2.  Nuevos desarrollos con respecto a la disposición de la Convención sobre actos de 

corrupción 

3.2.1. Nuevos desarrollos en el marco jurídico 

                                                           
117 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 75. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
118 Artículo 347. Quien, bajo cualquier modalidad, ofrezca, prometa o entregue a un servidor público donativo, promesa, 

dinero o cualquier beneficio o ventaja para que realice, retarde u omita algún acto propio de su cargo o empleo o en 

violación de sus obligaciones, será sancionado con prisión de tres a seis años. 
119 Artículo 329. Cuando tres o más personas se concierten con el propósito de cometer delitos, cada una de ella será 

sancionada por ese solo hecho con prisión de tres a cinco años. 
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[256] El Estado analizado no hizo referencia alguna a nuevos desarrollos con respecto a su marco 

jurídico en este ámbito.  

3.2.2  Nuevos desarrollos con respecto a tecnología  

[257] El Estado analizado no hizo referencia alguna a nuevos desarrollos con respecto a tecnología en 

este ámbito. 

3.2.3. Resultados  

[258] Durante la visita in situ, el Estado analizado suministró los siguientes cuadros sobre los 

resultados obtenidos con respecto a los actos de corrupción a que se refiere el artículo VI de la 

Convención
120

 

MINISTERIO PÚBLICO – FISCALIA ANTICORRUCIÓN 

CUADRO COMPARATIVO DE LAS ENTRADAS DE EXPEDIENTES 

POR TIPO DE DELITO 

DE LOS AÑOS 2014,  2015 y Agosto 2016 

TIPO DE ENTRADAS POR  DELITO 

GÉNERICO  
AÑOS   

  2014 2015 2016 

TOTAL 712 648 321 

Contra El Patrimonio Económico 109 27 14 

Delitos Contra El Orden Económico 48 173 21 

Delito Contra La Administración Pública 525 437 270 

Delitos Contra La Fe Pública 30 11 16 

TIPO DE SENTENCIAS POR PERSONAS AÑOS   

TOTAL 2014 2015 2016 

PERSONAS CONDENADAS 74 94 72 

PERSONAS ABSUELTAS 22 24 26 

Fuente: Centro de Estadísticas Ministerio 

Público       

[259] El Comité estima que los resultados anteriores relativos a los casos recibidos por las oficinas 

anticorrupción indican que las disposiciones vigentes en Panamá que tipifican como delito los actos de 

corrupción a que se refiere el artículo VI de la Convención se han aplicado a casos concretos. El Comité 

considera que esto constituye un paso positivo para la implementación de la Convención.  

[260] La información suministrada por el Estado analizado toma en cuenta las categorías generales de 

los casos relacionados con la corrupción. Sin embargo no incluye información detallada ni desglosada 

por delitos específicos de corrupción. Durante la visita in situ se solicitó mayor información sobre delitos 

                                                           
120 Véase la presentación del Ministerio Público, diapositivas 23-25. 

 http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
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específicos con el objetivo de aclarar los datos presentados, pero no se le presentó subsecuentemente 

ningún otro documento al Comité para su análisis.
121

 

[261] Así pues, el Comité toma nota de que no puede utilizar los datos estadísticos relacionados con 

casos de corrupción presentados por el Estado analizado y, por consiguiente, aconseja que considere la 

posibilidad de presentar un desglose detallado del número de casos procesados, el número de personas 

enjuiciadas, el número de condenas, absoluciones y desestimaciones por tipo de delito relacionado con 

corrupción durante los últimos cinco años, así como la posibilidad de tener un sistema actualizado y en 

línea. (Véase la recomendación 3.3.5 en el capítulo III, sección 3.3 de este informe.) 

3.3. Recomendaciones  

[262] En vista de los comentarios planteados en las secciones 3.1 y 3.2 del capítulo II de este informe, 

el Comité sugiere que el Estado analizado considere las siguientes recomendaciones: 

3.3.1 Estudiar la posibilidad de revisar la legislación vigente en la República de Panamá, 

en particular la legislación penal, de manera que se amplíe el concepto de servidor 

público para efectos penales a aquellos particulares que prestan función pública o 

administran fondos públicos bajo cualquier título o modalidad. (Véase párrafo 246 en 

el capítulo III, sección 3.2 de este informe) 

3.3.2 Revisar el artículo 345 del Nuevo Código Penal de tal manera que se amplíe su 

cobertura para cumplir los requisitos del artículo VI(1) de la Convención 

Interamericana contra la Corrupción incluyendo el elemento “para sí mismo o para 

otra persona o entidad”. (Véase párrafo 252 en el capítulo III, sección 3.2 de este 

informe) 

3.3.3 Revisar el artículo 347 del Nuevo Código Penal de tal manera que se amplíe su 

cobertura para cumplir los requisitos del artículo VI(1) de la Convención 

Interamericana contra la Corrupción incluyendo el elemento “para sí mismo o para 

otra persona o entidad”. (Véase párrafo 254 en el capítulo III, sección 3.2 de este 

informe) 

3.3.4 Revisar el artículo 329 del Nuevo Código Penal estableciendo el mínimo de dos 

personas para incurrir en el delito de asociación ilícita. (Véase párrafo 255 en el 

capítulo III, sección 3.2 de este informe) 

3.3.5 Consolidar y publicar un desglose detallado del número de casos procesados, el 

número de personas enjuiciadas, el número de condenas, absoluciones y 

desestimaciones por tipo de delito relacionado con corrupción durante los últimos 

cinco años. (Véase párrafo 261 en el capítulo III, sección 3.2 de este informe) 

 

4. RECOMENDACIONES GENERALES 

                                                           
121 Véase nueva información presentada por Panamá. http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 

 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm
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Recomendación 4.1 sugerida por el Comité, que requiere atención adicional en el marco de la Tercera 

Ronda: 

Diseñar e implementar, según convenga, programas de capacitación para los servidores públicos 

encargados de la aplicación de los sistemas, normas, medidas y mecanismos considerados en el 

presente informe, con el fin de garantizar su adecuada comprensión, manejo e implementación.  

[263] En su respuesta al cuestionario
122

, el Estado analizado expresó que la CGR ha implementado un 

total de dieciséis (16) actividades de capacitación a nivel nacional del Programa de Ética Pública y 

Competencias Institucionales, de los cuales se ha capacitado a seiscientos tres (603) funcionarios de 

todas las direcciones de la Contraloría General de la República en un período de tres (3) años (2014-

2015-2016). 

[264] La DGCP también informó que con las reformas a la Ley 22/2006 
123

se hace obligatoria la 

capacitación de 40 horas anuales a los miembros de los departamentos de compras. 

[265] Además, la DIGECA señaló en la respuesta al cuestionario que en 2010 introdujo un Programa 

de Capacitación Inductiva, que ha puesto a disposición de las Oficinas Institucionales de Recursos 

Humanos, el cual recoge entre sus objetivos, transmitir al nuevo empleado los elementos básicos de la 

cultura organizacional, resaltando los principios éticos y morales que deben enmarcar el comportamiento 

de todo servidor público al ingresar al nuevo sistema de Carrera Administrativa. Este programa incluye 

entre otros aspectos, el análisis de la relación del servidor público con la normativa que regula su 

relación con el Estado como patrono, su relación con la institución de la cual forma parte y su relación 

con el grupo y puesto de trabajo. Este nivel se desarrollará de acuerdo a la metodología que establezca 

cada institución, para tales fines. 

[266] La DIGECA también suministró información sobre las siguientes actividades de capacitación 

que se les ofrecieron a los servidores públicos de 2013 a 2016:  

                                                           
122 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, páginas 78-81. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
123 Disponible en: 

http://www.panamacompra.gob.pa/portal/files/Legislacion/Leyes/TEXTO_UNICO_LEY_22_2006_VERS_FINAL_11_06_

2006.pdf 
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2013 2014 2015 2016 (mayo)

2016 (proyección 

fina l )

1146 *588 **3800 **2650 **6200

CIFRAS GLOBALES 

*AÑO ELECTORAL Y DE TRANSICIÓN DEL GOBIERNO

**NUEVAS POLITICAS DE CAPACITACIÓN 

** Incluye capacitación y Relaciones  Laborales  

DIRECCIÓN GENERAL DE CARRERA ADMINISTRATIVA

CAPACITACIONES REALIZADAS POR LA DIRECCIÓN DE CAPACITACIÓN

2013 A 206 (MAYO)

PRINCIPALES AREAS DE CAPACITACIÓN :Acciones de recursos humanos, técnicas de 

supervisión, Redacción y ortografía, formación de instructores, modificación de estructuras,  

informática básica, inducción a la administración pública, relaciones efectivas de trabajo, 

atención al público, trabajo en equipo, legislación y normativa de carrera administrativa, 

aplicación del régimen disciplinario, ética del servidor público, calidad, atención al público, 

relaciones laborales y bienestar del servidor público, factor humano, reglamento interno, 

análisis financiero, Evaluación del desempeño,  Manejo del estés, clasificación y auditoria de 

puestos, manejo del estrés, liderazgo, auditoría y control interno gubernamental, mediación y 

resolución de conflictos.  

[267] En vista de que en las secciones 1, 2 y 3 del capítulo II de este informe se presenta un 

seguimiento actualizado y detallado de las recomendaciones formuladas a Panamá en la Segunda Ronda 

de Análisis, así como los sistemas, normas, medidas y mecanismos que tienen que ver con las 

recomendaciones sugeridas, el Comité adopta lo señalado en estas secciones y, por consiguiente, 

considera redundante esta recomendación. 

Recomendación 4.2 sugerida por el Comité, que requiere atención adicional en el marco de la Tercera 

Ronda: 

Seleccionar y desarrollar procedimientos e indicadores, cuando sea apropiado y cuando ellos no 

existan aún, para analizar los resultados de los sistemas, normas, medidas y mecanismos 

considerados en el presente informe, y para verificar el seguimiento de las recomendaciones 

formuladas en el mismo.  

[268] En su respuesta al cuestionario
124

, el Estado analizado indica que la CGR confeccionará 

indicadores para la medición del impacto del Programa de Ética Pública y Competencias Institucionales 

en la Gestión Institucional mediante la implementación de la Autoevaluación del Índice de Integridad 

Institucional (IntoSaint)125, proyecto auspiciado por la Organización Latinoamericana y del Caribe de 

Entidades Superiores (OLACEFS), que rige todas las Contralorías de la Región. En el mes de abril de 

2016, se realizó el primer taller para la evaluación de la integridad con funcionarios de todas las 

direcciones, en el cual se está a la espera de los resultados preliminares del Taller. 

                                                           
124 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, páginas 78-81. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
125 Disponible en: http://www.olacefs.com/p9232/  

http://www.olacefs.com/p9232/
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[269] Asimismo, el Estado analizado informa que la Dirección General de Carrera Administrativa ha 

desarrollado y adecuado programas de gestión e información que le permiten conocer los indicadores en 

determinadas áreas, entre los cuales destacan. El Programa de Evaluación del Desempeño (EDES), el 

Sistema de Información y Gestión de Organización y Recursos Humanos (SIGRHU), el cual conforma el 

soporte técnico metodológico e informático del Sistema de Clasificación de Puestos y Retribución. 

Igualmente se cuenta con el programa tecnológico Psicosof que es una herramienta para la selección del 

recurso humano con criterio técnico, capacidades y competencias. Actualmente se trabaja, con la 

asistencia técnica de la Autoridad de Innovación gubernamental, en un sistema más moderno e integrado, 

denominado: Sistema Integrado de Gestión de Recursos Humanos, que incluye toda la información 

pertinente a las acciones de las Oficinas Institucionales de Recursos Humanos y sus componentes 

informativos y estadísticos. 

[270] En vista de que en las secciones 1, 2 y 3 del capítulo II de este informe se presenta un 

seguimiento actualizado y detallado de las recomendaciones formuladas a Panamá en la Segunda Ronda 

de Análisis, así como los sistemas, normas, medidas y mecanismos que tienen que ver con las 

recomendaciones sugeridas, el Comité adopta lo señalado en estas secciones y, por consiguiente, 

considera redundante esta recomendación. 

III.  ANÁLISIS, CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES DE LA 

IMPLEMENTACIÓN POR LA REPÚBLICA DEL PANAMÁ DE LAS 

DISPOSICIONES DE LA CONVENCIÓN SELECCIONADAS PARA LA QUINTA 

RONDA DE ANÁLISIS  

1. INSTRUCCIONES AL PERSONAL DE LAS ENTIDADES PÚBLICAS, QUE 

ASEGUREN LA ADECUADA COMPRENSIÓN DE SUS RESPONSABILIDADES Y 

LAS NORMAS ÉTICAS QUE RIGEN SUS ACTIVIDADES (ARTÍCULO III, 

PÁRRAFO 3 DE LA CONVENCIÓN) 

[271] De conformidad con la Metodología adoptada por el Comité para la Quinta Ronda relativa a la 

implementación del artículo III, párrafo 3 de la Convención, en torno a las medidas orientadas a 

establecer, mantener y fortalecer “instrucciones al personal de las entidades públicas, que aseguren la 

adecuada comprensión de sus responsabilidades y las normas éticas que rigen sus actividades”, el 

Estado analizado seleccionó al personal del Órgano Ejecutivo cubierto por el Régimen de Servicio Civil, 

el personal de carrera y de confianza del Órgano Legislativo y todo el personal del Órgano Judicial, 

puesto que el Estado analizado considera que son los grupos principales que ameritan esta revisión, 

debido a que constituyen una mayoría o por la importancia de sus funciones.  

[272] En seguida se presenta una breve descripción de los tres órganos seleccionados por la 

República de Panamá que se examinarán en esta sección:  

 

[273] La Contraloría General de la República es la entidad responsable de fiscalizar, regular y 

controlar los movimientos de los fondos y bienes públicos, y examinar, intervenir y fenecer las 

cuentas relativas a esto. 

 

[274] La Dirección General de Contrataciones Públicas es una entidad pública autónoma, con 

patrimonio propio, personería jurídica, autonomía en su régimen interno e independencia en el 

ejercicio de sus funciones, que tendrá facultad para regular, interpretar, fiscalizar y asesorar en los 

procedimientos de selección de contratista que realicen las instituciones estatales, sujeta a la 
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fiscalización de la Contraloría General de la República y a las políticas del Órgano Ejecutivo, para lo 

cual el enlace será el Ministerio de Economía y Finanzas. 

 

[275] La Dirección General de Carrera Administrativa actúa como organismo normativo y 

ejecutivo de las políticas de recursos humanos que dicte el Órgano Ejecutivo, y tiene como facultades 

diseñar el sistema de administración de recursos humanos, su organización, programas y mecanismos 

de ejecución, información, evaluación y control, dictar los reglamentos, sistemas y procedimientos 

que faciliten la puesta en práctica de las medidas y disposiciones señaladas y ejecutar las políticas de 

recursos humanos del sector público basadas en las directrices del órgano ejecutivo. 

 

1.1    Existencia y previsiones de un marco jurídico y/o de otras medidas 

 

[276] Panamá cuenta con un conjunto de disposiciones y/o de otras medidas que proveen 

instrucciones al personal de las entidades públicas para asegurar su adecuada comprensión de las 

responsabilidades y las normas éticas que rigen sus actividades, entre las cuales se destacan las 

siguientes: 

 Disposiciones de rango legal y de diversa naturaleza jurídica aplicables al personal 

seleccionado de la Contraloría General de la República, entre las que cabe mencionar: 

[277] En relación con las disposiciones y/o medidas para proveer instrucciones al personal de la 

Contraloría General de la República, el Decreto Núm. 422-LEG de 16 de noviembre de 2010
126

, 

aprueba los instrumentos jurídicos titulados Código de Ética y Código de Conducta
127

 de los 

Servidores Públicos de la Contraloría General de la República y establece que le corresponde al 

Departamento de Ética Pública y Transparencia, adscrito a la Secretaria General, fomentar en la 

Institución la cultura de la conducta y ética en la gestión pública, impulsando los principios éticos 

como conjunto de preceptos que sirven para generar la confianza y la credibilidad de la comunidad, 

en el servicio público que presta la Contraloría General. 

[278] Sobre la manera en la que se dan a conocer al personal las responsabilidades y funciones a su 

cargo, el Estado analizado señala que todo servidor al ingresar a la Contraloría, una vez toma de 

posesión del cargo en el Departamento de Acciones de Personal, se le hace entrega de un juego de 

documentos que contiene: Reglamento Interno, Ley 32 de 1984, Código ética y de conducta, carné 

laboral, formulario de ACH y las funciones según el cargo a desempeñar. El nuevo servidor debe 

firmar indicando que recibe esta documentación y además se le comunica que posteriormente 

participará en el Seminario de Inducción a nuevos servidores; en este seminario se cumplirá con el 

mandato del Artículo 24 del Reglamento Interno
128

 y se familiarizará al servidor en la misión, visión, 

estructura orgánica, funcionamiento y otros aspectos generales de la Institución, así como en las 

normas, deberes y derechos, programas y beneficios
129

. 

                                                           
126 Disponible en: http://gacetas.procuraduria-admon.gob.pa/26668-C_2010.pdf 
127 Disponible en: http://www.contraloria.gob.pa/assets/código-de-ética_2015.pdf y 

http://www.contraloria.gob.pa/assets/código-de-conducta_2015.pdf 
128 “Artículo 24: DEL PROCESO DE INDUCCIÓN El servidor Público de la Contraloría General una vez haya tomado 

posesión del cargo en la Dirección de Recursos Humanos, será objeto del proceso de inducción; a fin de familiarizarle con 

la misión, acción, estructura organizacional, funcionamiento, Reglamento Interno y otros aspectos generales de la 

Institución. Corresponde al superior inmediato del servidor suministrarle por escrito las funciones  básicas e instrucciones 

específicas del cargo a desempeñar.” 
129  Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 8. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 

http://www.contraloria.gob.pa/assets/código-de-ética_2015.pdf
http://www.contraloria.gob.pa/assets/código-de-conducta_2015.pdf
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[279] Asimismo, al momento de ingresar a la Institución, se le entrega al nuevo servidor las 

funciones del cargo a desempeñar y al llevarlo a la unidad administrativa de la cual va a formar parte, 

el jefe inmediato o a quien él designe, le instruirá en las tareas específicas del cargo. Las funciones de 

un cargo solo pueden ser modificadas cuando se autoriza la reclasificación de un cargo ya sea para 

disminución o adición de tareas
130

. 

[280] Sobre la existencia de programas y cursos de inducción, capacitación o instrucción al 

personal sobre las normas éticas que rigen sus actividades, el Estado analizado informa que el 

Seminario de Inducción se brinda a los servidores de reciente ingreso, y a aquellos que después de un 

nombramiento temporal son nombrados en posiciones permanentes. Es organizado por el Instituto 

Superior de Fiscalización, Control y Gestión Pública y la Dirección Nacional de Desarrollo de los 

Recursos Humanos. A los nuevos servidores, se les instruye en temas generales de la Contraloría 

General, como datos históricos, composición, estructura, Contralores anteriores, oficinas regionales y 

valores institucionales. Estos temas están a cargo de personal del Instituto Superior de Fiscalización, 

Control y Gestión Pública. Por otra parte, personal de la Dirección Nacional de Desarrollo de los 

Recursos Humanos presenta 3 temas: Reglamento Interno, Sistema de Gestión por Competencias y 

Beneficios para los servidores de la Contraloría
131

. 

[281] El seminario tiene una duración de 8 horas en la mayoría de los casos, no obstante, puede 

tener una duración hasta de 40 horas cuando se incluye el conocimiento y manejo de herramientas 

informáticas como el SCAFID y el COBE a los que aplican y en estos casos personal de las áreas 

correspondientes instruyen a los servidores en el uso de las mismas. 

[282] Asimismo, el Estado analizado indica, en su respuesta al cuestionario, que a través del 

Instituto Superior de Fiscalización, Control y Gestión Pública ha desarrollado en el 2015, 2 Cursos 

Virtuales de Ética Pública y con una duración de 24 horas virtuales cada uno, en donde se hace 

énfasis en la aplicación de los Códigos de Ética y Conducta, y se fomenta la práctica de los valores 

instituciones, como son la transparencia, legalidad, independencia, responsabilidad, probidad e 

integridad, ética, calidad, confidencialidad, justicia e igualdad
132

. 

[283] Adicionalmente, el Seminario de Ética Pública y Competencias Institucionales se desarrolla 

desde septiembre de 2014 a abril de 2016, con una actividad mensual de capacitación de 40 horas 

semanales en la Sede de la CGR y 24 horas semanales para las Regionales del país, con participantes 

de todas las direcciones de la CGR y donde se dictan los siguientes temas: Cultura Organizacional, 

Ética Pública, Actitud, Liderazgo y Relaciones Interpersonales
133

.  

[284] Además, durante la ejecución del Seminario de Ética Pública y Competencias Institucionales 

se desarrollan pruebas escritas en donde queda la evidencia sobre la comprensión o no de los 

artículos contenidos en los Códigos, los cuales son verificados en la clase y el participante de no 

comprenderlos, el facilitador amplía su explicación mediante ejemplos suscitados anteriormente en su 

aplicación. El seminario de Ética Pública y Transparencia es obligatorio para todos los funcionarios 

de la CGR
134

.  

[285] Con respecto a la utilización de tecnologías modernas de comunicación para dar a conocer al 

personal las normas éticas existentes, el Estado analizado señala que utiliza tecnologías de la 

                                                           
130 Ibid. página 9. 
131 Ibid.  
132  Véase la presentación de la CGR, diapositiva 5. http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
133 Ibid. diapositiva 23. 
134 Ibid. diapositiva 6. 
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información y las comunicaciones, como las proyecciones en el Sistema de Circuito Cerrado de TV 

presente en el edificio sede, cápsulas informativas para la concienciación sobre los artículos 

contenidos en los Códigos de Ética y Conducta y la práctica de valores institucionales Además, 

también se proyecta cápsulas informativas sobre los Códigos de Ética y Conducta por la intranet y los 

correos electrónicos institucionales, el cual le llega a todos los usuarios a nivel nacional
135

. 

[286] Sobre la existencia de instancias ante las cuales puede acudir el personal para obtener 

información o resolver dudas sobre el alcance o la manera de interpretar las normas éticas, el Estado 

analizado señala que el personal puede consultar a los distintos departamentos de la Dirección de 

Desarrollo de los Recursos Humanos para absolver dudas, obtener orientación o información con 

respecto de su relación laboral y las funciones o responsabilidades que tiene a su cargo, además del 

acceso al material en la intranet
136

. 

 Disposiciones de rango legal y de diversa naturaleza jurídica aplicables al personal 

seleccionado de la Dirección General de Contrataciones Públicas, entre las que cabe 

mencionar: 

[287] En relación con las disposiciones y/o medidas para proveer instrucciones al personal de la 

Dirección General de Contrataciones Públicas (DGCP), el Decreto Ejecutivo Nr. 246 de 15 de 

Diciembre de 2004
137

 dicta el Código Unificado de Ética de los Servidores Públicos que laboran en 

las entidades del Gobierno Central. Las disposiciones del Decreto son de cumplimiento obligatorio 

para todos los funcionarios o servidores públicos, sin perjuicio de su nivel jerárquico, que presten 

servicios en las diferentes instituciones del gobierno central, entidades autónomas o semiautonomas, 

lo mismo que en empresas y sociedades con participación estatal mayoritaria. Durante la visita in 

situ, el estado analizado informó que no tiene su propio Código de ética.  

[288] Asimismo, la DGCP tiene un Reglamento Interno, que reglamenta las disposiciones 

disciplinarias, el trámite de acciones de recursos humanos y en especial, de los derechos, deberes y 

responsabilidades de los servidores públicos
138

. 

[289] Sobre la manera en la que se dan a conocer al personal las responsabilidades y funciones a su 

cargo
139

, el Estado analizado señala que las responsabilidades y funciones se dan a conocer de forma 

oral al momento de comenzar el desempeño y en las primeras semanas, así como con la firma del 

contrato de trabajo donde se señala la posición. La única constancia es el contrato de trabajo, de lo 

demás no queda constancia.  

[290] Asimismo, durante la visita in situ el Estado analizado indicó que no existe un programa en 

la institución que garantice la inducción que toque normas éticas al personal. Además, al momento de 

ingresar a la Institución, al nuevo servidor no se le entrega el Código de Ética y Conducta o 

documento con funciones del cargo a desempeñar. Sin embargo, el Estado analizado señala que al 

ingreso se lleva a cabo una inducción basada en sus disposiciones normativas internas que contiene 

las normas generales y los aspectos técnicos de las funciones que deberá desempeñar el servidor 

público.  

                                                           
135 Ibid.  
136 Ibid. página 12. 
137 Disponible en:  http://www.up.ac.pa/ftp/2010/principal/transparencia/codigo_de_etica.pdf 
138 Disponible en:  http://www.panamacompra.gob.pa/portal/files/Acercade/ResolucionNo372007.pdf 
139 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 11. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 

http://www.up.ac.pa/ftp/2010/principal/transparencia/codigo_de_etica.pdf
http://www.panamacompra.gob.pa/portal/files/Acercade/ResolucionNo372007.pdf
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[291] Sobre la existencia de instancias ante las cuales puede acudir el personal para obtener 

información o resolver dudas sobre el alcance o la manera de interpretar las normas éticas, el Estado 

analizado señala que el personal puede consultar a su propio departamento o a la Oficina Institucional 

de Recursos Humanos.  

[292] Con respecto a la utilización de tecnologías modernas de comunicación para dar a conocer al 

personal las normas éticas existentes, el Estado analizado señala que utiliza tecnologías de la 

información y las telecomunicaciones, como los correos electrónicos institucionales y una revista 

digital
140

. 

[293] Adicionalmente, el Estado analizado informó durante la visita in situ que no ha sido posible 

impartir capacitación al personal de las entidades públicas para asegurar una comprensión adecuada 

de sus responsabilidades y de las normas éticas que rigen sus actividades debido a la falta de recursos 

financieros. 

 Disposiciones de rango legal y de diversa naturaleza jurídica aplicables al personal de la 

Dirección General de Carrera Administrativa, entre las que cabe mencionar: 

[294] En relación con las disposiciones y/o medidas para proveer instrucciones al personal de la 

Dirección General de Carrera Administrativa (DIGECA)141, el artículo 101 del Capítulo V de la Ley 

9/94, señala que tras su ingreso en una institución pública, el funcionario será sometido a un proceso 

obligatorio de inducción para orientarlo y situarlo en su cargo, además de informarlo de sus derechos, 

prohibiciones y funciones.  

[295] Asimismo, el artículo 100 de la Ley 9/94142 señala que la DIGECA es responsable de proveer 

la metodología uniforme sobre el proceso de inducción, que correrá a cargo de las oficinas de 

recursos humanos de las instituciones del país, así como los documentos generales que permitan al 

nuevo funcionario su plena integración a la carrera de la administración pública.  

[296] Sin embargo, durante la visita in situ, el Estado analizado informó que aunque 

progresivamente se han impartido cursos de inducción sobre normas éticas y responsabilidades, no se 

están llevando a cabo de acuerdo con lo establecido por la ley, que indica que se deberán realizar al 

ingresar los servidores a una institución específica.  

[297] El Comité observa también que durante la visita in situ, la DIGECA informó que aunque 

existe un manual que suministra una metodología uniforme para los procesos de inducción, está 

obsoleto y actualmente no existen planes para su actualización ni para introducir nuevos lineamientos 

y documentos generales relacionados con los procesos de inducción que deben llevar a cabo las 

oficinas de recursos humanos en las instituciones de la carrera administrativa, debido a la falta de 

recursos financieros.  

[298] Asimismo, la DIGECA cita el Decreto Ejecutivo Nr. 246 de 15 de Diciembre de 2004143 dicta 

el Código Unificado de Ética de los Servidores Públicos que laboran en las entidades del Gobierno 

Central. Las disposiciones del Decreto son de cumplimiento obligatorio para todos los funcionarios o 

servidores públicos, sin perjuicio de su nivel jerárquico, que presten servicios en las diferentes 

                                                           
140 Disponible en: http://www.dgcp.gob.pa/sala-de-prensa/960-dgcp-jornada-intensa 
141  Disponible en http://www.oas.org/juridico/spanish/pan_res81.pdf 
142 Ibid.  
143 Disponible en http://www.up.ac.pa/ftp/2010/principal/transparencia/codigo_de_etica.pdf 

http://www.up.ac.pa/ftp/2010/principal/transparencia/codigo_de_etica.pdf


62 

 

instituciones del gobierno central, entidades autónomas o semiautonomas, lo mismo que en empresas 

y sociedades con participación estatal mayoritaria. 

[299] Sobre la existencia de programas y cursos de inducción, capacitación o instrucción al 

personal sobre las normas éticas que rigen sus actividades, el Estado analizado informa que el Texto 

Único de la Ley 9 de 1994, le da carácter obligatorio a los programas y curso de inducción o 

instrucción al personal que se rige por las disposiciones de la misma. Actualmente, la Dirección 

General de Carrera Administrativa ha desarrollado un programa de inducción144, instrumento que 

sirve de guía para su implementación en las instituciones por parte de las Oficinas Institucionales de 

Recursos Humanos. Este programa está actualizado al año 2010145. 

[300] Adicionalmente, la capacitación que proporciona la DIGECA a los servidores públicos de la 

carrera administrativa no incluye, como parte de los cursos, mecanismos de evaluación para medir la 

eficacia de la calidad del aprendizaje logrado durante el proceso de capacitación.  

[301] Sobre la manera en la que se dan a conocer al personal las responsabilidades y funciones a su 

cargo146, el Estado analizado señala que es responsabilidad del jefe inmediato, en coordinación con la 

Oficina Institucional de Recursos Humanos, proveer al servidor público, por escrito todo lo relativo a 

sus funciones, tareas, actividades y responsabilidades, de acuerdo al Manual de Clases 

Ocupacionales. 

[302] Asimismo, las normas éticas también son dadas a conocer a los servidores públicos como 

parte de los programas de inducción, reinducción y capacitación. Las Oficinas Institucionales de 

Recursos Humanos entregan copia del Reglamento a los servidores, Código de Ética y Conducta y 

demás disposiciones disciplinarias durante los cursos. Igualmente, las distintas instancias 

administrativas al igual que DIGECA, incluyen estos instrumentos en su página Web.  

[303] Por otra parte, la Dirección General de Carrera Administrativa, a través de la Dirección de 

Relaciones Laborales y Bienestar del Servidor Público, en apoyo a la gestión de la Oficinas 

Institucionales de Recursos Humanos, incluye dentro de sus responsabilidades relativas a la difusión 

y fiscalización del Régimen Disciplinario, información relativa al Código de Ética, la Ley de 

Transparencia, Convenciones y Protocolos Internacionales Anticorrupción147. 

[304] Con respecto a la utilización de tecnologías modernas de comunicación para dar a conocer al 

personal las normas éticas existentes, el Estado analizado señala que utiliza tecnologías de la 

información y las telecomunicaciones, como los correos electrónicos institucionales, para informar a 

los servidores públicos a lo largo del país sobre las instrucciones y acciones relacionadas con las 

normas éticas. Asimismo, con respecto a las responsabilidades del personal, la DIGECA publica en 

su sitio Web Modelos del Reglamento Interno y Programas de Inducción para las instituciones de la 

carrera administrativa, así como sus Manuales de las Clases Ocupacionales148. 

                                                           
144http://www.digeca.gob.pa/tmp/file/1178/PROPUESTA_DE_GUIA_METODOLOGICA_PARA_LA_ELABORACION_

DE_PROG_DE_INDUCCION_DEL_PERSONAL_A_LA_ORGANIZACION_PUBLICA.pdf  
145 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 11. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
146 Ibid.   
147 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 13. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
148 Disponible en:  http://www.digeca.gob.pa/Manuales-de-las-Clases-Ocupacionales-por-Institucion 

http://www.digeca.gob.pa/Manuales-de-las-Clases-Ocupacionales-por-Institucion
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[305] Durante la visita in situ, la DIGECA informó que149 no se imparten capacitaciones virtuales 

relacionadas con las normas y responsabilidades éticas a los servidores públicos en la carrera 

administrativa.  

[306] Sobre la existencia de instancias ante las cuales puede acudir el personal para obtener 

información o resolver dudas sobre el alcance o la manera de interpretar las normas éticas, el Estado 

analizado señala que el personal puede consultar a las Oficinas Institucionales de Recursos Humanos 

que son las encargadas a nivel institucional, como instancias donde los servidores públicos pueden 

acudir para obtener información, aclarar dudas relativas a la forma de desempeñar adecuadamente sus 

actividades, responsabilidades y funciones150. 

1.2. Adecuación del marco jurídico y/o de otras medidas 

[307] En relación con las disposiciones de rango legal y de diversa naturaleza jurídica analizadas 

por el Comité sobre las medidas destinadas a proveer instrucciones al personal de las entidades 

públicas de los tres órganos seleccionados por el Estado analizado para asegurar la adecuada 

comprensión de sus responsabilidades y las normas éticas que rigen sus actividades, el Comité 

observa que son pertinentes para la promoción de los propósitos de la Convención.  

 

[308] No obstante, el Comité estima oportuno efectuar algunas observaciones con respecto a estas 

disposiciones y/o otras medidas: 
 

 En cuanto a las disposiciones y/o otras medidas aplicables al personal de la CGR, el Comité 

observa lo siguiente: 
 

 

[309] Con base en la información presentada por el Estado analizado en su respuesta al 

cuestionario, así como la información recogida durante la visita in situ, el Comité es consciente y 

reconoce las actividades de capacitación e instrucción que ha venido llevando a cabo la institución 

para certificarse de que su personal comprenda adecuadamente sus responsabilidades éticas y las 

normas que rigen sus actividades. No obstante, a fin de fortalecer la transparencia y el conocimiento 

público de estas actividades, el Comité resalta la necesidad que el Estado analizado considere la 

posibilidad de dar mayor divulgación de dar mayor divulgación y publicidad a su implementación y 

sus resultados, principalmente a través del portal oficial de la CGR en el Internet. (Véase 

recomendación 1.4.1 del capítulo III de este informe) 

 

[310] Asimismo, aunque la capacitación impartida por la CGR a los servidores públicos con 

respecto a las responsabilidades y normas éticas provee orientación para que identifiquen y manejen 

los conflictos de intereses potenciales y se eviten sus infracciones
151

, el Código de Ética y Conducta 

presentado por el Estado analizado no contiene las acciones específicas detalladas en que no deben 

incurrir los funcionarios, ni los riesgos de corrupción inherentes en el desempeño de sus deberes o las 

consecuencias y sanciones por participar en prácticas corruptas. El Comité estima que se requiere un 

Código más exhaustivo tanto para proteger al funcionario como para velar a la vez por la integridad 

del gobierno. (Véase recomendación 1.4.2 del capítulo III de este informe) 

 

                                                           
149 Véase la presentación de la DIGECA, diapositiva 33. http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
150 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 12. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
151 Disponible en: https://www.contraloria.gob.pa/assets/programa-de-etica_noviembre_2016.pdf 
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[311] Por último, la CGR informa
152

 que una de las debilidades encontradas durante la 

Capacitación del Programa de Ética Pública y Competencias Institucionales es la selección de 

funcionarios de las Direcciones Misionales, ya que por el volumen e importancia del desarrollo de 

auditorías, han tenido escasa participación en el Programa. Cabe señalar que se están realizando los 

ajustes necesarios para que mejore la participación de los funcionarios de estas direcciones. El 

Comité formulará una recomendación al respecto. (Véase recomendación 1.4.3 del capítulo III de 

este informe) 

 

 

 En cuanto a las disposiciones y/o otras medidas aplicables al personal de la DGCP, el Comité 

observa lo siguiente: 

 

[312] El Comité observa que la DGCP no distribuye una copia del Código de Ética a los servidores 

públicos de nuevo ingreso como parte de su proceso de inducción. El Comité aconseja que el Estado 

analizado considere la posibilidad de instituir mecanismos para garantizar que los funcionarios 

nuevos, al ingresar a la carrera administrativa, reconozcan, por escrito, que recibieron, leyeron y 

comprendieron el Código de Ética que se les entrega como parte del proceso de inducción sobre 

normas éticas y responsabilidades. El Comité formulará una recomendación al respecto. (Véase 

recomendación 1.4.4 del capítulo III de este informe) 

 

[313] Asimismo, el Comité observa que la DGCP no les imparte a los servidores públicos, ni al ser 

admitidos ni a lo largo de su trayectoria, capacitación sobre normas éticas y responsabilidades. Dado 

que la capacitación sobre ética, responsabilidades y conducta en la administración pública permite 

que los servidores públicos cumplan los requisitos para el correcto desempeño de sus funciones 

públicas y mejora su conocimiento de los riesgos de corrupción inherentes en el desempeño de sus 

responsabilidades, el Comité formulará una recomendación al respecto. (Véase recomendación 1.4.5 

del capítulo III de este informe) 

 

[314] Asimismo, la DGCP debería considerar, después de implementar capacitaciones formales 

sobre normas éticas y responsabilidades para su personal, incorporar las tecnologías modernas de 

comunicación en las capacitaciones a su personal, tales como webinars, herramientas en línea y 

videoconferencias. A este respecto, el Comité formulará una recomendación. (Véase la 

recomendación 1.4.6 del capítulo III del presente informe). 

 

[315] Finalmente, la implementación de un programa de capacitación formal sobre normas éticas 

para el personal de la DGCP requerirá financiamiento que tendría que estar disponible anualmente, y 

la falta de recursos financieros es otra dificultad citada durante la visita in situ por el Estado 

analizado. En tal sentido, el Estado analizado debería considerar la posibilidad de, dentro de los 

recursos disponibles, suministrarle a la DGCP los recursos presupuestales, tecnológicos y humanos 

necesarios para establecer un programa de capacitación y recapacitación que asegure que su personal 

comprenda adecuadamente las normas éticas y las responsabilidades que rigen sus actividades. El 

Comité formulará una recomendación. (Véase recomendación 1.4.7 del capítulo III de este informe) 

 

 En cuanto a las disposiciones y/o otras medidas aplicables al personal de la DIGECA, el 

Comité observa lo siguiente: 

                                                           
152 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 21. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
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[316] El Comité observa que de acuerdo con la Ley 9/94, es responsabilidad de la DIGECA 

proveer la directriz sobre la información que se incluirá en el proceso de inducción de los 

funcionarios. A pesar de que la DIGECA produjo un Manual para Programas de Inducción que ofrece 

una guía para la implementación de la capacitación sobre responsabilidades y normas éticas, su 

última actualización data de 2010. El Comité aconseja que el Estado analizado contemple la 

actualización regular de este documento para tomar en cuenta los cambios en las leyes y las 

disposiciones reglamentarias y nuevas consideraciones éticas y así garantizar que la información 

mantenga su importancia y pertinencia. Por lo tanto, el Comité formulará una recomendación al 

respecto. (Véase recomendación 1.4.8 del capítulo III de este informe)  

 

[317] Adicionalmente, el Manual presentado por el Estado analizado no señala el contenido 

específico de los temas que se abordarán en el programa de orientación que adopten las instituciones, 

sino que simplemente indica un contenido general de capacitación. El Comité estima que sería 

positivo que esta información mínima en el programa de orientación incluyera disposiciones y otras 

medidas que se consideren apropiadas para que todas las personas que ingresen en la función pública 

conozcan los riesgos de corrupción inherentes en el desempeño de sus deberes, así como las 

consecuencias y sanciones por participar en prácticas corruptas. El Comité formulará una 

recomendación al respecto. (Véase recomendación 1.4.9 del capítulo III de este informe) 

 

[318] Adicionalmente, en su respuesta al cuestionario, el Estado analizado
153

 informó que si el 

personal requiere información adicional sobre el alcance o la interpretación de las normas éticas, 

debe consultar a la Oficina de Recursos Humanos de su institución.  

 

[319] Adicionalmente, el Comité observa que la capacitación que proporciona la DIGECA a los 

servidores públicos de la carrera administrativa no incluye, como parte de los cursos, mecanismos de 

evaluación para medir la eficacia de la calidad del aprendizaje logrado durante el proceso de 

capacitación. El Comité formulará una recomendación al respecto. (Véase recomendación 1.4.10 del 

capítulo III de este informe) 

 

[320] Asimismo, el Código de Ética para los servidores públicos en la carrera administrativa 

presentado por el Estado analizado (Decreto Ejecutivo 246/2004) data de 2004 y debería actualizarse 

para tomar en cuenta los cambios en las leyes y las disposiciones reglamentarias y nuevas 

consideraciones éticas y así garantizar que la información mantenga su importancia y pertinencia. El 

Comité formulará una recomendación al respecto. (Véase recomendación 1.4.11 del capítulo III de 

este informe) 

 

[321] En el mismo orden de ideas, el Código de Ética tampoco contiene las acciones específicas 

detalladas en que no deben incurrir los funcionarios, ni los riesgos de corrupción inherentes en el 

desempeño de sus deberes, o las consecuencias y sanciones por participar en prácticas corruptas. El 

Comité estima que se requiere un Código más exhaustivo, tanto para proteger al funcionario como 

para velar a la vez por la integridad del gobierno, y formulará una recomendación en este sentido. 

(Véase recomendación 1.4.13 del capítulo III de este informe) 

 

[322] Asimismo, el Comité observa que la DIGECA no distribuye una copia del Código de Ética a 

los servidores públicos de nuevo ingreso como parte de su proceso obligatorio de inducción. El 

                                                           
153 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 11. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
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Comité aconseja que el Estado analizado considere la posibilidad de instituir mecanismos para 

garantizar que, al ingresar a la carrera administrativa, los funcionarios reconozcan, por escrito, que 

recibieron, leyeron y comprendieron el Código de Ética que se les entrega como parte del proceso de 

inducción sobre normas éticas y responsabilidades. El Comité formulará una recomendación al 

respecto. (Véase recomendación 1.4.4 del capítulo III de este informe) 

 

[323] En el mismo sentido, aunque la DIGECA ha impartido progresivamente cursos de inducción 

sobre las normas éticas y responsabilidades, no se están llevando a cabo al ingreso de los servidores a 

una institución específica de la carrera administrativa, como se determina en las normas legales. El 

Comité formulará una recomendación al respecto. (Véase recomendación 1.4.13 del capítulo III de 

este informe) 

 

[324] El Comité observa también que la capacitación que proporciona la DIGECA no incorpora 

tecnologías modernas de comunicación, como videoconferencias o cursos virtuales. El Comité 

formulará una recomendación al respecto. (Véase recomendación 1.4.14 del capítulo III de este 

informe) 

 

[325] El Comité es consciente y reconoce las actividades de capacitación e instrucción que ha 

venido llevando a cabo la institución para cerciorarse de que su personal comprenda adecuadamente 

sus responsabilidades éticas y las normas que rigen sus actividades. No obstante, a fin de fortalecer la 

transparencia y el conocimiento público de estas actividades, el Comité resalta la necesidad de dar 

mayor divulgación y publicidad a su implementación y sus resultados, principalmente a través del 

portal oficial de la DIGECA en Internet. (Véase recomendación 1.4.15 del capítulo III de este 

informe) 

 

[326] Finalmente, la implementación de un programa de inducción formal sobre normas éticas para 

el personal de la DIGECA requerirá financiamiento que tendría que estar disponible anualmente, y la 

falta de recursos financieros es otra dificultad citada anteriormente por el Estado analizado. En tal 

sentido, el Estado analizado debería considerar, dentro de los recursos disponibles, la posibilidad de 

suministrarle a la DIGECA los recursos presupuestales, tecnológicos y humanos necesarios para 

instituir un programa de capacitación que asegure que su personal comprenda adecuadamente las 

normas éticas y las responsabilidades que rigen sus actividades. El Comité formulará una 

recomendación. (Véase recomendación 1.4.16 del capítulo III de este informe) 

 

1.3 Resultados 

[327] En su respuesta al cuestionario y durante la visita in situ, el Estado analizado presentó los 

siguientes resultados sobre la aplicación de las disposiciones y/o medidas relativas a la instrucción 

impartida al personal de las entidades públicas para asegurar la adecuada comprensión de sus 

responsabilidades y las normas éticas que rigen sus actividades. 

[328] Con respecto a la CGR, el Estado analizado señaló en su respuesta al cuestionario y durante 

la visita in situ
154

, que entre septiembre de 2014 y abril de 2016 impartió 603 cursos de capacitación 

sobre Ética Publica y Competencias Institucionales, con actividad mensual de capacitación de 40 

horas semanales en la Sede de la CGR y 24 horas semanales para las Regionales del país, con 

participantes de todas las direcciones de la CGR, los cuales representan 15% de participación de un 

                                                           
154 Véase la presentación de la CGR, diapositivas 23-25. http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
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total aproximado de 4,000 funcionarios que integran la CGR, obteniendo la siguiente cantidad de 

participantes por año: 

 

PROGRAMA Sept 2014 2015 Abril 2016 TOTAL 

PRESENCIAL 63 393 61 517 

VIRTUAL 0 86 0 86 

TOTAL 63 479 61 603 

 

[330] Asimismo, en el mes de abril de 2016, se realizó el primer taller para la evaluación de la 

integridad con funcionarios de todas las direcciones, en el cual se está a la espera de los resultados 

preliminares del Taller. 

[331] Adicionalmente, se estarán confeccionando indicadores para la medición del impacto del 

Programa de Ética Pública y Competencias Institucionales en la Gestión Institucional mediante la 

implementación de la Autoevaluación del Índice de Integridad Institucional (IntoSaint), proyecto 

auspiciado por la Organización Latinoamericana y del Caribe de Entidades Superiores (OLACEFS), 

que rige todas las Contralorías de la Región.  

[332] Con respecto a la DGCP no se presentó información ni en la respuesta al cuestionario ni en la 

visita in situ sobre los procesos de capacitación en normas éticas y responsabilidades.  

[333] En su respuesta al cuestionario
155

, la Dirección General de Carrera Administrativa, a través 

de la Dirección de Relaciones Laborales y Bienestar del Servidor Público, ha apoyado la gestión de 

las Oficinas Institucionales de Recursos Humanos, con cursos y capacitaciones relativos a Derechos, 

Deberes, Obligaciones y Prohibiciones de los servidores públicos, el cual incluye el componente de 

ética en la función pública, capacitando a más de 1500 servidores públicos en el año 2016 y alrededor 

de 350 en lo que va del año 2016. Estas actividades se han realizado en apoyo a la gestión de las 

Oficinas Institucionales de Recursos Humanos de más de 30 instituciones de carrera administrativa. 

Estos servidores se han constituido en agentes multiplicadores para la divulgación y reforzamiento de 

este componente, a nivel década institución. 

[334] Adicionalmente, los principales cursos facilitados por la DIGECA a los servidores públicos 

son los de Ética en la Gestión Pública, Ética, transparencia y Lucha contra la Corrupción en la 

Administración Pública, Métodos alternos para Resolución de Conflictos y el Reglamento Interno
156

. 

                                                           
155 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 20. 

http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
156 See Carrera Administrativa – Cursos, pg. 1 and 2. http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 



68 

 

[335] El Comité estima que la información anterior es pertinente para demostrar que las entidades 

del sector público seleccionadas por el Estado analizado han obtenido resultados en la aplicación de 

las disposiciones y/o medidas relativas a la instrucción impartida al personal de las entidades públicas 

para asegurar la adecuada comprensión de sus responsabilidades y funciones.  

 

[336] Sin embargo, el Comité estima que sería útil al Estado analizado considerar la 

complementación de las estadísticas sobre las entidades del sector público seleccionadas, con datos 

sobre cursos de inducción, capacitación e instrucción para asegurar la comprensión correcta de las 

normas éticas que rigen las actividades de su personal, la periodicidad o frecuencia con que se 

imparten, el número de funcionarios públicos que participan en ellos, el uso de herramientas 

tecnológicas para esos fines y las actividades realizadas para determinar si se ha alcanzado el objetivo 

de asegurar la comprensión de esas normas éticas. (Véase recomendación 1.4.17 del capítulo III de 

este informe)  

[337] Por último, el Comité considera conveniente que el Estado analizado considere adoptar las 

medidas necesarias para garantizar que las entidades seleccionadas, así como otras entidades del 

sector público, dispusieran de manuales, directrices y otros instrumentos para los funcionarios 

públicos sobre el desempeño adecuado de sus funciones, que les alertaran sobre los riesgos de 

corrupción inherentes en el desempeño de sus deberes y que les informaran sobre el alcance y la 

interpretación de las normas éticas que rigen sus actividades y las consecuencias de su violación tanto 

para el servicio civil como para los infractores. (Véase recomendación 1.4.18 del capítulo III de este 

informe) 

1.4. Conclusiones y recomendaciones  

 

[338] Con base en el análisis realizado en las secciones anteriores, el Comité formula las siguientes 

conclusiones y recomendaciones con respecto a la implementación en el Estado analizado de las 

disposiciones contenidas en el artículo III, párrafo 3 de la Convención:  

[339] La República de Panamá ha considerado y adoptado medidas destinadas a crear, mantener y 

fortalecer las instrucciones que los órganos seleccionados le proporcionan al personal de las 

entidades públicas para asegurar la adecuada comprensión de sus responsabilidades y las normas 

éticas que rigen sus actividades, de acuerdo con lo dicho en la sección 1 del capítulo III de este 

informe. 

[340] En vista de los comentarios formulados en dicha sección, el Comité sugiere que el Estado 

analizado considere las siguientes recomendaciones: 

1.4.1 Publicar en el sitio Web de la CGR, y en cualquier otro medio que se considere 

conveniente, información sobre las actividades y programas de capacitación e 

instrucción que realiza la CGR a fin de lograr la mayor divulgación y publicidad 

sobre su implementación y sus resultados. (Véase párrafo 309 en el capítulo III, 

sección 1.2 de este informe) 
 

1.4.2 Adoptar las medidas necesarias para garantizar que el Código de Conducta de la 

CGR contenga las acciones específicas detalladas en que no deben incurrir los 

funcionarios y los riesgos de corrupción inherentes en el desempeño de sus deberes, 
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así como las consecuencias y sanciones por participar en prácticas corruptas. (Véase 

párrafo 310 en el capítulo III, sección 1.2 de este informe) 

 

1.4.3 Adoptar las medidas pertinentes para que todos los servidores públicos empleados de 

la CGR tengan disponibilidad para participar en las actividades de capacitación. 

(Véase párrafo 311 en el capítulo III, sección 1.2 de este informe) 

 

1.4.4 Establecer mecanismos para garantizar que los funcionarios nuevos, al ingresar a la 

DGCP y DIGECA, reconozcan, por escrito, que recibieron, leyeron y comprendieron 

el Código de Ética que se les entrega como parte del proceso de inducción sobre 

normas éticas y responsabilidades. (Véanse párrafos 312 y 322 en el capítulo III, 

sección 1.2 de este informe) 

 

1.4.5 Adoptar mecanismos para que la capacitación para el personal de la DGCP sea 

obligatoria y así asegurar la comprensión correcta de las normas éticas que rigen sus 

actividades cuando inicien su desempeño, cuando un cambio en sus funciones 

implique un conjunto distinto de normas éticas aplicables o cuando se hagan 

modificaciones a dichas normas. (Véase párrafo 313 en el capítulo III, sección 1.2 de 

este informe) 

 

1.4.6 Incorporar tecnologías modernas de comunicación en los programas de capacitación 

que se les ofrecen a los funcionarios de la DGCP, que incluyan, entre otros, 

videoconferencias o cursos virtuales. (Véase párrafo 314 en el capítulo III, sección 

1.2 de este informe) 

 

1.4.7 Suministrarle a la DGCP los recursos presupuestales, tecnológicos y humanos 

necesarios, sujetándose a su disponibilidad, para impartir un programa de 

capacitación que asegure que su personal comprenda adecuadamente las normas 

éticas que rigen sus actividades. (Véase párrafo 315 en el capítulo III, sección 1.2 de 

este informe) 

 

1.4.8 Actualizar regularmente el Manual para Programas de Inducción preparado por la 

DIGECA, para tomar en cuenta los cambios en las leyes y las disposiciones 

reglamentarias y nuevas consideraciones éticas y así garantizar que la información 

mantenga su importancia y pertinencia. (Véase párrafo 316 en el capítulo III, sección 

1.2 de este informe) 

 

1.4.9 Adoptar las medidas necesarias para garantizar que la capacitación que se les imparte 

a los servidores públicos en la carrera administrativa contenga las acciones 

específicas detalladas en que no deben incurrir los funcionarios y los riesgos de 

corrupción inherentes en el desempeño de sus deberes, así como las consecuencias y 

sanciones por participar en prácticas corruptas. (Véase párrafo 317 en el capítulo III, 

sección 1.2 de este informe) 

 

1.4.10 Establecer medidas para incluir, cuando sea apropriado, como parte de los cursos, 

mecanismos de evaluación para medir la eficacia de la calidad del aprendizaje 

logrado. (Véase párrafo 319 en el capítulo III, sección 1.2 de este informe) 
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1.4.11 Actualizar el Código de Ética para la carrera administrativa (Decreto 246/2004) para 

tomar en cuenta los cambios en las leyes y las disposiciones reglamentarias y nuevas 

consideraciones éticas y así garantizar que la información mantenga su importancia y 

pertinencia. (Véase párrafo 320 en el capítulo III, sección 1.2 de este informe) 

 

1.4.12 Adoptar mecanismos para que la capacitación para el personal de la carrera 

administrativa sea obligatoria y así asegurar la comprensión correcta de las normas 

éticas que rigen sus actividades cuando inicien su desempeño, cuando un cambio en 

sus funciones implique un conjunto distinto de normas éticas aplicables o cuando se 

hagan modificaciones a dichas normas. (Véase párrafo 323 en el capítulo III, sección 

1.2 de este informe) 

 

1.4.13 Adoptar las medidas necesarias para garantizar que el Código de Ética para la carrera 

administrativa (Decreto 246/2004) contenga las acciones específicas detalladas en 

que no deben incurrir los funcionarios y los riesgos de corrupción inherentes en el 

desempeño de sus deberes, así como las consecuencias y sanciones por participar en 

prácticas corruptas. (Véase párrafo 321 en el capítulo III, sección 1.2 de este 

informe) 

 

1.4.14 Incorporar tecnologías modernas de comunicación en los programas de capacitación 

que se les ofrecen a los funcionarios de la DIGECA, que incluyan, entre otros, 

videoconferencias o cursos virtuales. (Véase párrafo 324 en el capítulo III, sección 

1.2 de este informe) 

 

1.4.15 Publicar en el sitio Web de la DIGECA y en cualquier otro medio que se considere 

conveniente, información sobre las actividades y programas de capacitación e 

instrucción que realiza la DIGECA a fin de lograr la mayor divulgación y publicidad 

sobre su implementación y sus resultados. (Véase párrafo 325 en el capítulo III, 

sección 1.2 de este informe) 

 

1.4.16 Suministrarle a la DIGECA los recursos presupuestales, tecnológicos y humanos 

necesarios, sujetándose a su disponibilidad, para impartir un programa de 

capacitación que asegure que su personal comprenda adecuadamente las normas 

éticas que rigen sus actividades. (Véase párrafo 326 en el capítulo III, sección 1.2 de 

este informe) 

 

1.4.17 Complementar las estadísticas sobre las entidades del sector público seleccionadas 

por el Estado analizado con datos sobre cursos de inducción, capacitación e 

instrucción para asegurar la comprensión correcta de las normas éticas que rigen las 

actividades de su personal, la periodicidad o frecuencia con que se imparten, el 

número de funcionarios públicos que participan en ellos, el uso de herramientas 

tecnológicas para esos fines y las actividades realizadas para determinar si se ha 

alcanzado el objetivo de asegurar la comprensión de esas normas éticas. (Véase 

párrafo 335 en el capítulo III, sección 1.3 de este informe) 

 

1.4.18 Adoptar las medidas necesarias para garantizar que las entidades seleccionadas les 

suministren a los servidores públicos manuales, directrices y otros instrumentos para 

los funcionarios públicos sobre el desempeño adecuado de sus funciones, que les 
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alertaran sobre los riesgos de corrupción inherentes en el desempeño de sus deberes 

y que les informaran sobre el alcance y la interpretación de las normas éticas que 

rigen sus actividades y las consecuencias de su violación tanto para el servicio civil 

como para los infractores. (Véase párrafo 336 en el capítulo III, sección 1.3 de este 

informe) 

 

EL ESTUDIO DE MEDIDAS DE PREVENCIÓN QUE TOMEN EN CUENTA LA 

RELACIÓN ENTRE UNA REMUNERACIÓN EQUITATIVA Y LA PROBIDAD EN EL 

SERVICIO PÚBLICO (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 12 DE LA CONVENCIÓN) 

2.1  ESTUDIOS SOBRE MEDIDAS DE PREVENCIÓN QUE TOMEN EN 

CUENTA LA RELACIÓN ENTRE UNA REMUNERACIÓN EQUITATIVA Y 

LA PROBIDAD EN EL SERVICIO PÚBLICO 

[341] En su respuesta al cuestionario, el Estado analizado señala que no ha llevado a cabo estudios 

sobre medidas de prevención que tomen en cuenta la relación entre una remuneración equitativa y la 

probidad en el servicio público
157

. 

2.2  ESTABLECIMIENTO DE CRITERIOS OBJETIVOS Y TRANSPARENTES 

PARA DETERMINAR LA REMUNERACIÓN DE LOS SERVIDORES 

PÚBLICOS  

2.2.1 Existencia y previsiones de un marco jurídico y/o de otras medidas 

[342] En su respuesta al cuestionario, el Estado analizado señala lo siguiente
158

: 

[343] “La remuneración de los servidores públicos de la CGR, que se encuentra en el Decreto 

Núm. 149-DDRH de 8 de mayo de 2013
159

, por el cual se oficializa la actualización del Sistema de 

Clasificación de Cargos y Política de Sueldos de los Servidores de la CGR, se rige por los 

lineamientos establecidos en la Política de Sueldos, la cual se revisa y verifica periódicamente; la 

misma dicta normas para los nombramientos, promociones, rotación y traslado, aumentos por 

mérito y descensos de personal” 

[344] Con respecto a la DIGECA, la Ley 9 de 1994
160

, que establece la Carrera Administrativa en 

la República de Panamá, en su artículo 75, Capítulo 11, establece que la retribución de los puestos 

tomará en cuenta la clasificación, la realidad fiscal y las condiciones del mercado de trabajo, de 

acuerdo con las políticas de recursos humanos del sector público.  

[345] El Estado analizado señala que el Articulo 9 de la Ley 9/94 determina que entre las funciones 

de la DIGECA está la de presentar al ejecutivo el anteproyecto de Ley General de Sueldos y/o sus 

modificaciones. Asimismo, el Artículo 77 establece que la Ley General de Sueldos será revisada por 

lo menos cada dos anos.  

                                                           
157 Véase la Respuesta de la República de Panamá al Cuestionario de la Quinta Ronda de Análisis, página 21.  
158 Ibid, páginas 22 y 23. 
159 Disponible en: http://gacetas.procuraduria-admon.gob.pa/27492-B_2014.pdf 
160 Disponible en: http://www.oas.org/juridico/spanish/pan_res81.pdf 
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[346] Adicionalmente, Artículo 141 del Decreto Ejecutivo 222 de 1997
161

, indica, entre los criterios 

objetivos para determinar la remuneración de los servidores públicos, que ningún funcionario 

devengará menos del sueldo base que corresponda al puesto que ocupa, que los sueldos de los 

servidores públicos de carrera administrativa serán determinados por la escala salarial que contemple 

la Ley General de sueldos la cual fijará las sumas mínimas, medias y máximas correspondientes a 

cada Clase Ocupacional., y que la Autoridad Nominadora podrá solicitar a la Dirección General de 

Carrera Administrativa ajustes a la retribución de los funcionarios atendiendo a factores tales como 

antigüedad, eficiencia y resultado de la evaluación del desempeño. 

[347] No obstante, el Estado analizado informó durante la visita in situ
162

 que no existen criterios 

objetivos para el otorgamiento de ajustes a la retribución de funcionarios públicos solicitados por la 

Autoridad Nominadora a la DIGECA, conforme lo establecido en el inciso d) del Decreto Ejecutivo 

222/1997.  

[348] Igualmente, el Articulo 142 del Decreto Ejecutivo 222 de 1997
163

, considera el desempeño 

como criterio de equidad y justicia para la valoración del sueldo que devengue el servidor público. 

[349] Sin embargo, el Estado analizado, durante la visita in situ
164

, informó que a la fecha no están 

establecidos criterios objetivos y transparentes en materia de remuneraciones y prestaciones para su 

aplicación a los servidores públicos del Sistema General.  

[350] Asimismo, uno de los objetivos del proyecto de Ley 230 de 2015
165

 es impulsar una Ley 

General de Sueldos, que aun no existe, para el manejo transparente y adecuado de una remuneración 

justa, con incrementos por mérito.  

2.2.2 Adecuación del marco jurídico y/o de otras medidas 

[351] En relación con las disposiciones referidas al establecimiento de criterios objetivos y 

transparentes para determinar la remuneración de los servidores públicos que ha examinado el 

Comité con base en la información que tuvo a su disposición, puede observarse que las mismas son 

pertinentes para los propósitos de la Convención. 

[352] Dicho lo anterior, el Comité toma nota de que la ausencia de un marco jurídico integral 

vigente que establezca normas para la remuneración de los servidores públicos genera disparidades 

en los salarios de los funcionarios que cumplen las mismas tareas, pero trabajan para distintas 

instituciones públicas, pues no existen criterios comunes para determinar estas remuneraciones.  

[353] El Comité estima, por lo tanto, que convendría al Estado analizado considerar la posibilidad 

de establecer un marco jurídico integral que comprenda legislación de políticas de remuneración en el 

sector público, así como criterios objetivos y transparentes para determinar estas remuneraciones. 

(Véase la recomendación en el capítulo III sección 2.2.2 de este informe) 

2.2.2. Conclusiones y recomendaciones 

                                                           
161 Disponible en: http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic2_pan_anexo_2_sp.pdf 
162 Véase la presentación de la DIGECA, diapositiva 40. http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
163 Ibid.  
164 Véase presentación DIGECA, diapositiva 39. http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic5_pan.htm 
165 Disponible en: http://www.asamblea.gob.pa/proyley/2015_P_230.pdf 
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[354] Con base en el análisis realizado en las secciones anteriores sobre la implementación en la 

República de Panamá del artículo III, párrafo 12 de la Convención, el Comité formula las siguientes 

conclusiones y recomendaciones: 

[355] La República de Panamá ha considerado y adoptado medidas orientadas a establecer criterios 

objetivos y transparentes para determinar la remuneración de los servidores públicos, de acuerdo con 

lo dicho en la sección 2 del capítulo III de este informe.  

[356] En vista de los comentarios planteados en esa sección, el Comité sugiere que el Estado 

analizado considere las siguientes recomendaciones: 

- Contemplar el establecimiento de las disposiciones legales necesarias para adoptar 

legislación de políticas de remuneración que comprenda criterios objetivos y 

transparentes para la remuneración equitativa en la totalidad del sector público. 

(Véase párrafo 352 en el capítulo III, sección 2.2.1 de este informe) 

IV.  BUENAS PRÁCTICAS 

 

[356] El Estado analizado no presentó buenas prácticas relacionadas con las disposiciones de la 

Convención seleccionadas para la Segunda y la Quinta Rondas de Análisis. 
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ANEXO 

 

 

AGENDA DE LA VISITA IN SITU A LA REPÚBLICA DE PANAMÁ
*
 

 

Lunes, 17 de octubre de 2016 

16:30 hrs. – 17:00 hrs. 

Por confirmar 

Reunión de coordinación entre los representantes de los Estados 

miembros del Subgrupo y la Secretaría Técnica. 

 

17:00 hrs. – 17:30 hrs. 

Lugar: –Hotel Wyndham 

Reunión de coordinación entre los representantes del Estado 

analizado, los Estados miembros del Subgrupo y la Secretaría 

Técnica. 

 

Martes, 18 de octubre de 2016 

09:00 hrs. – 12:30 hrs. 

Lugar: Centro de 

Capacitación de la 

Procuraduría de la 

Administración - CECPA 

Reuniones con organizaciones de la sociedad civil y/o, entre otros, 

con organizaciones del sector privado, asociaciones profesionales, 

académicos o investigadores.
166

  

Primera Reunión  

09h00 – 10h00 

 

Tema:  

 

Sistemas para la contratación de funcionarios públicos  

 

Participantes sugeridos: 

 
 

Representante de la Alianza Ciudadana Pro Justicia. 

 

Magally Castillo Directora 

 

 

Federación Nacional de Servidores Públicos (FENASEP). 

       

     Alfredo Berrocal 

 

Representante del Movimiento Independiente (MOVIN) 

 

Annette Planells 
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Horacio Icaza 

 

 
 

Segunda Reunión 

10h10 – 11h20 

Temas:  

 

Sistemas de protección de denunciantes de actos de corrupción. 
Tipificación de los Actos de Corrupción 
 

Participantes sugeridos: 

 

 

 

Representante de la Alianza Ciudadana Pro Justicia. 

 

Magally Castillo Directora 

 

Federación Nacional de Servidores Públicos (FENASEP). 

 

Alfredo Berrocal 

 

Representante del Movimiento Independiente (MOVIN) 

 

Annette Planells 

 

Horacio Icaza 

 

 

 

Tercera Reunión 

11h30 – 12h30 

 

Tema:  

 

Sistemas para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado  
 

Participantes sugeridos: 
 

 

Representante de la Alianza Ciudadana Pro Justicia. 

 

Magally Castillo Directora 

 

Representante del Movimiento Independiente (MOVIN) 

 

Annette Planells- Miembro de  la Junta Directiva 

 

Horacio Icaza – Miembro de  la Junta Directiva 

 

 

12:30 hrs. – 14:00 hrs. Almuerzo 
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14:00 hrs. – 17:30 hrs. 

Lugar: Centro de 

Capacitación de la 

Procuraduría de la 

Administración - CECPA 

 

Reuniones con autoridades públicas: tipificación de actos de 

corrupción y los sistemas de protección de denunciantes de dichos 

actos. 

14:00 hrs. – 15:30 hrs.  

 

Panel 1 

 Seguimiento de las recomendaciones de la Segunda Ronda 

relativas a la tipificación de actos de corrupción: 

- Avances, nuevos desarrollos y sus resultados en la implementación 

de las recomendaciones formuladas en la Segunda Ronda. 

Participantes sugeridos: 

Representantes del Ministerio Público (Fiscalía Anticorrupción) 

Tania Sterling – Fiscal/Fiscalía Primera de Descarga de la Fiscalía  

Anticorrupción 

Zuleyka Moore – Fiscal/Fiscalía Tercera de Descarga de la Fiscalía  

Digna Atencio   Fiscal/ Fiscal Superior de Asuntos Internacionales 

Adecio Mojica  Fiscal / Fiscal Adscrito a las Fiscalías Anticorrupción 

Representantes del Órgano Judicial 

Corte Suprema de Justicia 

Ginette Diaz – Directora de Auditoria Judicial 

Danilo Montenegro – Director del Instituto de Defensa Publica 

Asunción Alonso Mojica – Defensora Publica del Instituto de Defensa 

Publica 

 

15:30 hrs. – 15:45 hrs. Receso 

15:45 hrs. – 17:00 hrs. 

 

Panel 2 

 Seguimiento de las recomendaciones de la Segunda Ronda 

relativas a los sistemas de protección de denunciantes de actos de 

corrupción: 

- Avances, nuevos desarrollos y sus resultados en la implementación 

de la recomendación formulada y medidas sugeridas en la Segunda 
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Ronda. 

- Dificultades encontradas en los procesos de implementación. 

Participantes sugeridos: 

Representantes del Ministerio Público (Unidad de Protección a 

Víctimas, Testigos, Peritos en el Proceso Penal - UPAVIT) 

Yamilka Troncoso - Secretaria 

Representantes de la Contraloría General de la República 

Mariangela Pitti – Directora Nacional de Denuncia Ciudadana 

Eric Pérez – Jefe de Ética Publica y Transparencia 

Representantes de la Autoridad Nacional de Transparencia y Acceso a 

la Información (ANTAI)  

Antonio Lam – Jefe de la Oficina de Cooperación Técnica Internacional 

Juan Armengol – Abogado 

Cecilia López – Asesora Legal 

17:00 hrs. – 18:00 hrs. Reunión informal entre los representantes de los Estados miembros del 

Subgrupo y la Secretaría Técnica. 

Miércoles, 19 de octubre de 2016 

09:00 hrs. – 17:00 hrs. 

Lugar: Centro de 

Capacitación de la 

Procuraduría de la 

Administración - CECPA 

Reuniones con autoridades públicas: los sistemas para la 

contratación de funcionarios públicos y su capacitación. 

09:00 hrs. – 12:30 hrs. Panel 3  

 Seguimiento de las recomendaciones de la Segunda Ronda 

relativas a los sistemas para la contratación de funcionarios 

públicos: 

- Avances, nuevos desarrollos y sus resultados en la implementación 

de las recomendaciones formuladas y medidas sugeridas en la 

Segunda Ronda. 

Participantes sugeridos: 

Representantes de la Dirección General de Carrera Administrativa 

(DIGECA)  
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David Montenegro – Director General 

Harmodio Jiménez – Asesor Legal 

Karla Loré – Asesora del Despacho 

Elisa Álvarez- Directora  de Administración de Recursos Humanos 

Guillermo Escobar – Jefe de Asesoría Legal  

 

Representantes del Órgano Judicial (Dirección de Recursos Humanos) 

Vielza Rios – Secretaria Administrativa 

Representantes del Ministerio Público (Dirección de Recursos 

Humanos) 

Silvia Garcia- Recursos Humanos 

Tulia Pardo- Escuela Ministerio Público  

 

Representantes del Órgano Legislativo (Dirección de Recursos 

Humanos) 

Jerry Wilson – Asesor  del Presidente de la Asamblea Nacional 

Luiz Marina Navarro – Directora de Unidad de Desarrollo Institucional 

Juan José  Tuñón  - Sub Director Legal Administrativo 

José Barahona – Jefe del departamento de Administración de Recursos 

Humanos 

Eira Santa María-  Directora de  Recursos Humanos 

Jesibeth Flaantt – Asesora Legal 

 

  

12:30 hrs. – 14:00 hrs. Almuerzo 

14:00 hrs. – 17:00 hrs. Panel 4  

 Instrucciones al personal de las entidades públicas para la 

comprensión de sus responsabilidades y las normas éticas que los 

rigen:  

- Marco jurídico, programas, instancias competentes y uso de 

tecnología. 
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- Resultados. 

- Dificultades. 

Participantes sugeridos: 

Representantes de la Dirección General de Carrera Administrativa 

(DIGECA)  

Harmodio Jimenez – Asesor Legal 

Karla Loré – Asesora del Despacho 

 

Representantes de la Contraloría General de la República (Dirección 

de Desarrollo de Recursos Humanos y Departamento de Ética Pública 

y Transparencia) 

Mariangela Pitti – Directora Nacional de Denuncia Ciudadana 

Eric Pérez – Jefe de Ética Publica y Transparencia 

 

Representantes de  la Dirección General de Contrataciones Públicas 

(Oficina Institucional de Recursos Humanos) 

Asesores Jurídicos: 

Manuel González – Asesor de Secretaria General 

Silka Barrera- Jefa de Recursos Humanos 

Nimia Castro- Sub Jefa de Recursos Humanos 

Marianela Montenegro –Directora Jurídica 

Jorge Cristóbal Acosta, Secretario General 

 

Representantes de la Procuraduría de la Administración (Unidad de 

Ética Pública) 

Sebastian Reyes  Unidad de Ética Pública 

 

Representantes de la Autoridad Nacional de Transparencia y Acceso a 

la Información (ANTAI) 

Antonio Lam – Jefe de la Oficina de Cooperación Técnica Internacional 

Juan Armengol – Abogado 

Cecilia López – Asesora Legal 
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17:00 hrs. – 18:00 hrs. Reunión informal entre los representantes de los Estados miembros del 

Subgrupo y la Secretaría Técnica. 

Jueves, 20 de octubre de 2016 

09:00 hrs. – 15:30 hrs. 

Lugar: Centro de 

Capacitación de la 

Procuraduría de la 

Administración - CECPA 

Reuniones con autoridades públicas: los sistemas para la adquisición 

de bienes y servicios por parte del Estado; estudio de medidas de 

prevención que tomen en cuenta la relación entre una remuneración 

equitativa y la probidad en el servicio público. 

09:00 hrs. – 12:30 hrs Panel 5 

 Seguimiento de las recomendaciones de la Segunda Ronda 

relativas a los sistemas para la adquisición de bienes y servicios 

por parte del Estado: 

- Avances, nuevos desarrollos y sus resultados en la implementación 

de las recomendaciones pendientes de cumplimiento. 

Participantes sugeridos: 

Representantes de  la Dirección General de Contrataciones Públicas 

Asesores Jurídicos: 

Manuel González -Asesor de Secretaria General 

 

Representantes de la Contraloría General de la República 

Mariangela Pitti – Directora Nacional de Denuncia Ciudadana 

Eric Pérez – Jefe de Ética Pública y Transparencia 

Representantes de la Autoridad Nacional de Transparencia y Acceso a 

la Información (ANTAI) 

Antonio Lam – Jefe de la Oficina de Cooperación Técnica Internacional 

Juan Armengol – Abogado 

Cecilia López – Asesora Legal 

 

12:30 hrs. – 14:00 hrs. Almuerzo 

 

14:00 hrs. – 15:30 hrs. 
Panel 6  

 Estudio de medidas de prevención que tomen en cuenta la 
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relación entre una remuneración equitativa y la probidad en el 

servicio público:  

 

- Estudio(s) realizado(s). 

- Criterios objetivos y transparentes para determinar la remuneración 

de los servidores públicos. 

Participantes: 

Representantes de la Dirección General de Carrera Administrativa 

(DIGECA)  

Harmodio Jiménez – Asesor Legal 

Karla Loré – Asesora del Despacho 

Representantes de la Autoridad Nacional de Transparencia y Acceso a 

la Información (ANTAI) 

Antonio Lam – Jefe de la Oficina de Cooperación Técnica Internacional 

Juan Armengol – Abogado 

Cecilia López – Asesora Legal 

 

15:30 hrs. – 16:30 hrs.  
Reunión informal entre los representantes de los Estados miembros del 

Subgrupo y la Secretaría Técnica.  

 

16:30 hrs. – 17:00 hrs. 

 

Reunión final
167/

 entre los representantes del Estado analizado, los 

Estados miembros del Subgrupo y la Secretaría Técnica. 
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AUTORIDAD DE CONTACTO DEL ESTADO ANALIZADO PARA LA COORDINACIÓN 

DE LA VISITA IN SITU, Y REPRESENTANTES DE LOS ESTADOS MIEMBROS DEL 

SUBGRUPO DE ANÁLISIS PRELIMINAR Y LA SECRETARÍA TÉCNICA DEL MESICIC 

 

 

 

ESTADO ANALIZADO:  

 

REPÚBLICA DE PANAMÁ 

  

Angelica Maytin 

Experto Titular ante el Comité de Expertos del MESICIC  

Directora de Transparencia y Acceso a la Información - ANTAI 

 

 

Antonio Lam 

Jefe de la Oficina de Cooperación Técnica Internacional 

Autoridad Nacional de Transparencia y Acceso a la Información 

 

 

ESTADOS MIEMBROS DEL SUBGRUPO DE ANÁLISIS PRELIMINAR: 

 

CANADA 

 

Mathilda Haykal-Sater 

Experta Titular ante el Comité de Expertos del MESICIC  

Asesora Jurídica, Sección de la Política de Derecho Penal  

Departamento de Justicia 

 

COLOMBIA 

 

Camilo Andres Gutiérrez Silva 

Asesor Experto 

Agencia Nacional de Contratación Pública 

 

Alice Berggrun Comas  

Asesora 

Secretaria de Transparencia 

Presidencia de la República 

 

Juanita Navarro Ángel 

Tercer Secretario de Relaciones Exteriores  

Coordinación de Prevención del Delito Dirección de Asuntos Políticos Multilaterales  

Ministerio de Relaciones Exteriores 

 

 

SECRETARÍA TÉCNICA DEL MESICIC 
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Indira Fernandes 

Oficial Jurídico del Departamento de Cooperación Jurídica  

Secretaría de Asuntos Jurídicos de la OEA 

 

Laura Martinez 

Oficial Jurídico Principal del Departamento de Cooperación Jurídica  

Secretaría de Asuntos Jurídicos de la OEA 
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